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[bookmark: _Toc366755199]Nº 026-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del veintisiete de junio de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas y el director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc138450668]ARTÍCULO I
Documento N° 679-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc138450670]ARTÍCULO II
Documento N° 680-2023
[bookmark: _Hlk138436118]Aprobación del acta N° 024-2023 de la sesión celebrada el 13 de junio de 2023. 
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 024-2023 de la sesión celebrada el 13 de junio de 2023. 
[bookmark: _Toc138450674]ARTÍCULO III
Documento N° 637-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0233-DJA-2023 del 15 de junio de 2023, indicó:
“Por medio del presente oficio, me permito hacer de su conocimiento y del cuerpo colegiado que usted representa, el nivel de cumplimento de la declaración jurada de bienes de las personas que ocupan cargos de jefaturas en la Dirección de la JUNAFO durante el periodo 2023.

Al respecto, es importante indicar que, la declaración jurada de bienes es un mecanismo de transparencia y rendición de cuentas sobre el ejercicio de la función pública y el manejo de fondos públicos, y constituye una herramienta de control para la prevención y detección de actos de corrupción pública, dado que permite información inicial sobre los ingresos y egresos patrimoniales de aquellos funcionarios para valorar su concordancia y encuentra su fundamento jurídico en el artículo 193 de la Constitución Política.

Además, la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (ley N° 8422), en su capítulo III, denominado Declaración jurada sobre la situación patrimonial, artículo 21 señala: 

“Deberán declarar la situación patrimonial, ante la Contraloría General de la República, según lo señalan la presente ley y su reglamento (…) los magistrados propietarios y suplentes del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones; los jueces y las juezas de la República, tanto interinos como en propiedad; el contralor y el subcontralor generales de la República; el defensor y el defensor adjunto de los habitantes; el procurador general y el procurador general adjunto de la República; el fiscal general de la República; los fiscales adjuntos, los fiscales y los fiscales auxiliares del Ministerio Público; los rectores, los contralores o los subcontralores de los centros estatales de enseñanza superior; el regulador general de la República; los superintendentes de entidades financieras, de valores y de pensiones, así como los respectivos intendentes; los oficiales mayores de los ministerios; los miembros de las juntas directivas, excepto los fiscales sin derecho a voto; los presidentes ejecutivos, los gerentes, los subgerentes, los auditores o los subauditores internos, y los titulares de las proveedurías de toda la Administración Pública y de las empresas públicas, así como los regidores, los propietarios y los suplentes, y los alcaldes municipales”.

Considerando lo anterior, y que la Contraloría General de la República habilitó la recepción de declaraciones juradas de bienes hasta el 22 de mayo de 2023, se informa que todas las jefaturas de la Dirección de la JUNAFO cumplieron en tiempo y forma con la presentación de dicha disposición. A continuación, se presenta un detalle de las personas funcionarias que presentaron lo solicitado:

Tabla N.° 1 Personas de la Dirección de la JUNAFO que cumplieron con la declaración jurada de bienes del periodo 2023.

	Nombre de la persona
	Detalle del puesto

	MPM. Oslean Mora Valdez
	Director 

	Licda. Ingrid Moya Aguilar
	Subdirectora 

	Lic. Fabián Salas Fernández
	Jefe-Proceso de Inversiones

	MBA. José Andrés Lizano Vargas
	Jefe-Proceso de Riesgos

	Licda. Yesenia Flores Chacón
	Jefa-Subproceso Administrativo Financiero

	MBA. Bryan Calvo Calderón
	Jefe-Subproceso Jubilaciones y Pensiones

	Lic. Luis Abarca Padilla
	Jefe de Auditoría Interna



De esta manera, se deja atendido lo solicitado por la Contraloría General de la República. Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que al respecto sea requerida”.

- 0 -
 Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tener por conocido el oficio N° 0233-DJA-2023 del 15 de junio de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, referente al nivel de cumplimento de la declaración jurada de bienes, de las personas que ocupan cargos de jefaturas en la Dirección de la JUNAFO durante el periodo 2023.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397259][bookmark: _Toc138450676]ARTÍCULO IV
Documento N° 442-2023 / 615-2023
[bookmark: _Hlk138397219]La licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 7 de junio de 2023, remite informe de seguimiento mensual de la Función de Cumplimiento correspondiente al mes de mayo del 2023.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y sus anexos. 

[bookmark: _MON_1748949026]

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Función de Cumplimiento para el mes de mayo 2023, remitido por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 7 de junio de 2023, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 3.) Trasladar a conocimiento de la Auditoría interna de la JUNAFO y del Comité de Auditoría, para el seguimiento respectivo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397284][bookmark: _Toc138450679]ARTÍCULO V
Documento N° 648-2023
El máster Mauricio Soto Rodríguez, director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-760-2023 recibido el día 15 de junio del 2023, indica:
“En cumplimiento con la labor de supervisión que le corresponde ejercer a esta superintendencia, se realizó la revisión de la Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2022, remitida por la Junta Administradora del Fondo mediante oficio N° 0120-DJA-2023 del 31 de marzo de 2023. 

Como resultado de dicha revisión se realizan las siguientes observaciones, algunas de las cuales, si bien no tienen impacto material en los resultados, conclusiones y/o recomendaciones de la valuación, evidencian un débil control en los procesos de revisión y aprobación del informe:

a. El cuadro #4.5 correspondiente a la información de los beneficios en curso de pago contiene exactamente el mismo detalle del cuadro del informe de la valuación actuarial con corte a diciembre de 2021.

b. En el supuesto de escala salarial, la fórmula que se muestra para obtener los resultados de la tabla del Anexo B no se puede comprobar, por cuanto la ecuación utilizada para x > 21 contiene dos constantes. Lo correcto sería utilizar la siguiente expresión: ; con lo cual se obtienen los resultados.

c. Sobre los supuestos de postergación y el decremento de rotación, se requiere mayor detalle. 

d. En el escenario con beneficios devengados se presentó el monto de la Reserva a valor de mercado de conformidad con lo establecido en el SP-A-247-2021; sin embargo, en los escenarios con grupo cerrado y abierto se utiliza el mismo monto, cuando el modelo de negocio del Fondo no es todo a valor de mercado.

e. En el supuesto de densidad de cotización, la fórmula utilizada para obtener la tabla del Anexo C no se puede comprobar, por cuanto el coeficiente de X4 de la ecuación utilizada para x > 30 debería de ser negativo para poder obtener los resultados de la tabla.

f. [bookmark: _Hlk105686874]En el cuadro #8.1 se indica que la razón de solvencia en el escenario base es igual a 76,28%; mientras que el texto que lo describe indica que es de 72,28%.

g. No queda claro la diferencia en los escenarios en los que se aplica la reforma (grupo cerrado y beneficios devengados), específicamente en la contribución solidaria de los participantes actuales, por cuanto, el monto en grupo cerrado no cambia con respecto al escenario base, pero el monto en los escenarios con beneficios devengados sí cambia con respecto al escenario sin reforma, por lo indicado, no se logra comprender.

h. [bookmark: _Hlk135664322]En los escenarios con grupo abierto se encontró una inconsistencia, específicamente en la masa salarial de los participantes actuales, por cuanto el monto que se utilizó fue de ₡2.769.839 millones, cuando el monto correcto era de ₡3.242.024 millones, lo que provoca que el porcentaje de cotización sea mayor al 28,93% establecido por Ley.

i. Según los análisis realizados, en el escenario base, la Reserva cubre el 56,74% de las pensiones en curso y un 68,94% si se usan las pensiones en curso netas. Por lo tanto, el Fondo no puede cubrir el 100% de la provisión para pensiones en curso de pago y debe remitir un plan de recuperación de conformidad con el inciso a) del artículo 12 del Reglamento Actuarial vigente. 

Adicionalmente, como parte del seguimiento a las acciones para atender el Plan de Recuperación de la valuación actuarial con corte a diciembre de 2021, a la fecha de este oficio no ha ingresado el informe de avance de las actividades con corte al 31 de octubre y al 31 de diciembre del 2022, el cual debió ingresar durante los primeros 10 días hábiles de noviembre de 2022 y enero de 2023, respectivamente; según lo señalado mediante el oficio SP-960-2022.
 
j. Como parte del seguimiento a las acciones para atender las recomendaciones de la auditoría actuarial a la valuación actuarial con corte a diciembre de 2021, en el oficio 0114-DJA-2023 del 11 de abril de 2023 se identificó que en la recomendación b) sobre la revisión del procedimiento para el reconocimiento del costo actuarial de los beneficios devengados por muerte de los jubilados futuros, en las acciones suministradas se indica “Revisión” con un porcentaje del 100%, pero no se detalla el proceso de revisión efectuado ni el resultado de dicha revisión. 

k. Con base en el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 014-2023 del 27 de marzo de 2023, artículo XIII, se requiere mayor detalle con respecto al proyecto de ley que promoverá la JUNAFO, así como del proceso de comunicación que se propone realizar a las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial.

De conformidad con las observaciones realizadas, se solicita atender lo siguiente en un plazo máximo de 20 días hábiles a partir del recibo de esta comunicación:

1. Remitir la información de los afiliados y pensionados utilizada en la valuación actuarial con corte al 31 de diciembre de 2022 en formato Excel, con el detalle de: número cédula, sexo, fecha de nacimiento, antigüedad en el Poder Judicial, salario mensual, ley que le corresponde para el beneficio por vejez, tipo de beneficio, fecha de rige del beneficio, monto del beneficio y cédula del causante para los beneficios por sucesión.

2. Remitir tres escenarios adicionales: uno con grupo cerrado, otro con beneficios devengados y el último con grupo abierto; donde se consideren los mismos supuestos del escenario base y se suponga que nadie posterga.

3. Remitir el análisis de significancia de los coeficientes obtenidos en la ecuación "Probabilidad de salida" de la página 62 del informe, y un análisis entre lo estimado y lo observado al aplicar este supuesto para la base de afiliados con corte a diciembre de cada año para los últimos cinco años (2017 – 2021).

4. Enviar el detalle de las cuentas utilizadas en el monto de pérdidas/ganancias no realizadas por valoración del Cuadro #5.1.

5. Con respecto a la observación relacionada con la contribución solidaria de los participantes actuales y el efecto de la reforma en los escenarios con grupo cerrado y beneficios devengados, revisar la diferencia indicada y comunicar el resultado de dicha revisión. 

6. Con respecto a la observación sobre la masa salarial de los participantes actuales en los escenarios con grupo abierto, aclarar si el monto presentado para la masa salarial en el escenario base (cuadro #8.1, página 70) es el que debe de utilizarse para los escenarios con grupo abierto.

7. Remitir el plan de recuperación de conformidad con el Artículo 12 inciso a) del Reglamento Actuarial vigente para la valuación actuarial con corte a diciembre 2022. Además, adjuntar el informe de cierre del plan de recuperación del 2021. 

8. Suministrar un reporte con el detalle de la revisión efectuada al procedimiento para el reconocimiento del costo actuarial de los beneficios devengados por muerte de los jubilados futuros.

9. Se solicita indicar cuándo se iniciará con la valoración del proyecto de reforma de ley que promoverá la JUNAFO, enviar un resumen de las observaciones que remitieron las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial e indicar las acciones tomadas por parte del Fondo, en respuesta a las observaciones recibidas

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-760-2023 recibido el día 15 de junio de 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en conjunto con el actuario matemático, Raúl Hernández González, en el plazo otorgado por la SUPEN, atiendan las observaciones referentes a la revisión de la Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2022.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450682][bookmark: _Toc134805451]ARTÍCULO VI
Documento N° 611-2023
Los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0356-JP/DJA-2023 del 02 de junio de 2023, comunicaron:
[bookmark: _Hlk138382093][bookmark: _Hlk138382108][bookmark: _Hlk138382119]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Nelly Vega Barboza, cédula de identidad 01-0265-0278 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Manuel Barboza Mora cédula de identidad 01-0245-0885, cuyo deceso acaeció el 18 de noviembre del 2022.

I. Origen

Esta Dirección, en fecha 13 de diciembre de 2022 (15 días hábiles posteriores a la muerte), recibió la gestión de la señora Nelly Vega Barboza, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N°. 22-001898-0725-TS y recibido por esta Dirección el 10 de mayo de 2023, suscrito por la Licenciada Priscilla Gómez Cerdas, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Vega Barboza.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona referida Nelly Vega Barboza, es costarricense, cédula de identidad 1-0265-0278, nacida el 07 de enero de 1938, tiene 85 años, viuda, con primaria completa, es ama de casa y figura como solicitante en el presente proceso.

Respecto a la persona fallecida, el señor José Manuel Barboza Mora, se registra costarricense, con cédula de identidad 1-0245-0885, nacido el 13 de marzo de 1936, fallecido el 18 de noviembre del 2022, se desempeñó como secretario del Juzgado de Instrucción y fue esposo de la persona beneficiaria. 

De la relación de pareja se conoce que contrajeron nupcias desde el 14 de enero de 1961, producto de esta unión procrearon a cuatro descendientes, uno fallecido al momento de la valoración y tres de ellos con vidas independientes. De estos últimos hijos, dos residen en el extranjero junto a sus respectivas familias y antes del deceso, la señora Ne Nelly conformaba un grupo familiar únicamente junto al causante. 

Como parte de la dinámica familiar en el núcleo anteriormente descrito, desde la información aportada por las fuentes, se recopiló que existió un consumo problemático de licor por parte del jubilado judicial fallecido, quien en apariencia implementó acciones de violencia psicológica manifestadas en insultos hacia la persona valorada en el presente proceso.

Por otra parte, se reporta que el señor José Manuel no administraba los ingresos de la economía familiar debido a la situación de consumo mencionada, por lo que, se conoce que el señor Gustavo Barboza Vega de 56 años de edad, hijo de la persona referida, residente en Costa Rica, contador público y con grupo familiar independiente, ha venido ejerciendo la administración económica del hogar desde hace aproximadamente cuatro años, de manera que, distribuía el ingreso proveniente de la pensión de su progenitor entre los egresos del hogar de sus progenitores.

El monto por concepto de jubilación demandado por el señor José Manuel antes de su fallecimiento representaba un total de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones líquidos (es decir, el resultado de restar las deducciones obligatorias) permitiendo reconocer que para ese momento la familia percibía un ingreso percápita de 142,051 colones. En este sentido, se destaca que la señora Nelly no posee ingresos propios y según reportan las fuentes, los hijos residentes en el extranjero no brindan aporte económico a su hogar de origen. Uno de ellos reside en Venezuela y el otro en Estados Unidos y según las fuentes consultadas las obligaciones con sus descendientes les impiden brindar aporte económico.

Dicho ingreso, era el único percibido por la pareja de personas adultas mayores y es descrito como insuficiente para cubrir las necesidades básicas del señor José Manuel y la señora Nelly, por lo que, el señor Gustavo como estrategia brindaba un aporte económico voluntario de 445,000 colones mensuales proveniente de su salario para solventar este déficit desde antes del fallecimiento del causante. No obstante, a pesar del limitado alcance del ingreso por la pensión del fallecido, es percibido como esencial siendo que, según indica el hijo de la señora Nelly, no posee posibilidad económica de subsidiar la totalidad de los gastos de su progenitora.

En este sentido, según la información aportada por las fuentes, los egresos previos al fallecimiento del señor José Manuel se distribuían de la siguiente manera: 

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Respecto al déficit entre ingresos y egresos señalado en el cuadro anterior, según la información aportada, el señor Gustavo, brindaba un aporte de 445,000 colones mensuales aproximadamente; sin embargo, cuando el déficit económico persiste el descendiente mencionado anteriormente es quien asume dicha diferencia como estrategia familiar para solventarlo. De manera que el señor Gustavo es identificado como un recurso de apoyo para la evaluada, lo cual es considerado un factor protector.

Aunado a lo anterior, el cuadro presentado destaca que la señora Nelly no posee ingresos propios y por lo tanto dependía económicamente de quien en vida fue José Manuel Barboza Mora.

Al momento de la valoración, se refiere que la señora Nelly habitualmente recibe atención de su salud en el ámbito privado debido a que algunos medicamentos recetados en el ámbito público le generan efectos secundarios, por lo que, se reporta una estabilidad en su salud a partir de las atenciones brindadas desde este sector. Como parte de los medicamentos utilizados por la señora Nelly se reportan: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En lo que respecta a la situación actual de la persona valorada, se identifica que conforma un hogar de tipo unipersonal y por su condición de salud recibe las atenciones de una persona cuidadora, quien la asiste las 24 horas en su vivienda, supervisa la ingesta de alimentos, medicamentos y realiza las labores de higiene del hogar. Servicios que hacen parte de los egresos de la señora Nelly y son considerados un factor protector para su persona.

De la salud de la persona solicitante, se identifica como factor protector que la referida se encuentra asegurada por beneficio familiar de persona fallecida. Por otra parte, se conoce que, a partir de epicrisis aportada posee diagnóstico de ACFA, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Aunado a lo anterior, la señora Nelly muestra desconocimiento de las finanzas de su hogar al momento de la valoración y mediante la entrevista se perciben olvidos recurrentes de los cuales no se cuenta con diagnóstico médico.

En cuanto a las condiciones habitacionales de la referida, se conoce que la vivienda se encuentra inscrita a nombre del señor Gustavo y la señora Nelly posee un usufructo de esta, asimismo, de acuerdo con lo observado, el inmueble, se ubica en zona urbana, cuenta con acceso a servicios públicos y de salud, posee adecuadas condiciones de conservación, debido a que se observa con techo y cielo raso en buen estado. Se identifican enseres y mobiliario de acuerdo a los fines de cada aposento, los cuales se aprecian en buen estado y no se observan indicadores de hacinamiento. Reúne condiciones de seguridad y accesibilidad para la persona adulta mayor, debido a que no se identifican barreras o limitaciones en ese sentido.

Respecto a la situación económica del grupo familiar al que pertenece la persona referida, se detallan los siguientes egresos y ingresos al momento de la valoración:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Los egresos mencionados en el cuarto anterior han sido cubiertos en su totalidad por el monto brindado por el Fondo de Socorro Mutuo, sin embargo, experimentan temor ante el agotamiento de este recurso.

Aunado a lo anterior, no se identifica que la señora Nelly reciba algún tipo de subsidio económico por parte de alguna institución pública, privada u Organización No Gubernamental (…)” El resaltado no es del original.

Nota: Es importante aclarar que el monto de jubilación correcto que percibía el señor Jose Manuel Barboza Mora, al momento de su muerte, era de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales y no ¢284,103.00 (doscientos ochenta y cuatro mil ciento tres colones 00/100) como se consignó por error en el estudio de Trabajo Social. Lo anterior, según la constancia emitida desde el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor José Manuel Barboza Mora era de ¢ 700,865.04 (setecientos mil ochocientos sesenta y cinco colones con 04/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos. 

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Vega Barboza de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢560,692.03 (quinientos sesenta mil seiscientos noventa y dos colones con 03/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales únicamente de doña Nelly por un monto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 13 de diciembre de 2022, un total de 15 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Barboza Mora. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Nelly Vega Barboza, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor José Manuel Barboza Mora, este fue quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Vega Barboza dependía totalmente de los ingresos de su esposo, siendo que ella siempre fue ama de casa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°.228 de dicha Ley. 

· De acuerdo con las certificaciones aportadas por la señora Vega Barboza, se constató que no es beneficiaria de ninguna pensión bajo algún otro régimen. 

· Según lo concluido por la Trabajadora Social encargada del peritaje, se identifica que la persona referida, dependía económicamente del jubilado judicial fallecido, el señor José Manuel, siendo que este percibía el ingreso del grupo familiar asumiendo parte de sus gastos y los de su esposa, asimismo, para complementar la atención de necesidades, contaban con el aporte voluntario de su hijo Gustavo en el ámbito económico y en la administración de las finanzas, ante la situación de consumo problemático que enfrentaba el causante, así como el deterioro de salud de la señora Nelly, desde los últimos años. Por lo que, el ingreso de la pensión a pesar de ser limitado respecto a las necesidades de las personas que integraban el grupo familiar, contribuía con la satisfacción de estas.

· Del estudio es importante destacar que, entre su esposo fallecido y su hijo, quien han apoyado económicamente, hicieron frente para sufragar todos los gastos que mantenía el grupo familiar; no obstante, con la ausencia de la pensión del señor Barboza, ha tenido que atender los gastos con la ayuda económica de su hijo y lo recibido por el Fondo de Socorro Mutuo, el cual, no es suficiente para solventar todas sus necesidades y temen que este recurso se les agote.

Es menester indicar que la ayuda económica que le brindaba su hijo Gustavo (quien no reside en la misma casa) no se está tomando en consideración como un ingreso actual de doña Nelly, siendo que esta es una ayuda voluntaria que podría dejar de existir en cualquier momento, por lo que en el estudio de Trabajo Social se excluyó de los ingresos que actualmente tiene la señora Vega Barboza.

En este sentido, el gestionar la pensión, implica para ella tener la posibilidad de contar con recursos para hacer frente a su vida; considerando que, en el marco de su edad y su condición de salud, requiere atención médica que implica, además, adquirir medicamentos y acceder a procedimientos en el ámbito privado, además del pago para una persona cuidadora de doña Nelly.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión, procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°.228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

1. Considerando que la señora Nelly Vega Barboza no cuenta con ingresos propios y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge (jubilado judicial), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos y que actualmente ella reporta un monto de egresos mensuales por ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora sea el 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢560,692.03 (quinientos sesenta mil seiscientos noventa y dos colones con 03/100) mensuales en bruto. Esto a partir del 19 de noviembre de 2022, día después de la muerte del jubilado.

a) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N°. 22-001898-0725-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Vega Barboza en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”
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Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Nelly Vega Barboza, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Manuel Barboza Mora, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0356-JP/DJA-2023 del 02 de junio de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Vega Barboza, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será de ¢560.692,03 (quinientos sesenta mil seiscientos noventa y dos colones con tres céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 19 de noviembre de 2022. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc134198500][bookmark: _Toc138450685][bookmark: _Toc94195549]ARTÍCULO VII
Documento N° 618-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-1490-2023 recibido el 12 de junio de 2023, remitieron:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023058, para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de tiempo servido en otras
instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	Laura Fernanda Estevanovich De Marco

	N° CEDULA:
	02-0533-0578

	PUESTO:
	Perita Judicial 2

	OFICINA:
	Trabajo Social y Psicología I Circ. Jud.
Zona Sur

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(…)

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	16/03/2023

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	16/03/2023

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	NÚMERO RTFJP:
	2023058

	
	TIEMPO POR RECONOCER:
	7 años, 3 meses y 4 días

	
	MONTO POR REINTEGRAR:
	₡26,490,058.60

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, actualmente Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPSIS)

	OBSERVACIONES:
	El monto total por reintegrar se calcula a valor presente de conformidad con lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La señora Estevanovich De Marco mediante correo electrónico de fecha 02 de junio de 2023, nos comunica lo siguiente: “…que me encuentro de acuerdo con el reconocimiento de tiempo servido a efectos de jubilación, por tanto de la rebaja correspondiente”.



En caso de aprobarse el estudio RTFJP 2023058, el tiempo total a reconocer es de 7 años, 3 meses y 4 días, tiempo por el cual la persona solicitante deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ₡26,490,058.60 (veintiséis millones cuatrocientos noventa mil cincuenta y ocho colones con 60/100).

(...)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(...)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-SAS-1490-2023 presentado el 12 de junio de 2023, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, referente al estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023058, gestionado por la servidora judicial Laura Fernanda Estevanovich De Marco. 2.) Reconocer para efectos de jubilación, a la señora Estevanovich De Marco el tiempo servido de 7 años, 3 meses y 4 días laborados en el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, actualmente Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPSIS), para lo cual deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ₡26.490.058,60 (veintiséis millones cuatrocientos noventa mil cincuenta y ocho colones con sesenta céntimos), con la advertencia de que el reconocimiento se materializará hasta la cancelación total del monto adeudado, que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarlo en las cuentas corrientes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado, el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana. 3.) La Dirección de la JUNAFO y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450687]ARTÍCULO VIII
Documento N° 627-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-1453-2023 recibido el 13 de junio de 2023, remitieron:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023052, para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de tiempo servido en otras
instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	Luis Miguel Madrigal Peraza

	N° CEDULA:
	01-1313-0170

	PUESTO:
	Oficial de Investigación

	OFICINA:
	Dirección General

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(…)

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	08/03/2023

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	08/03/2023

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	NÚMERO RTFJP:
	2023052

	
	TIEMPO POR RECONOCER:
	3 años, 8 meses y 27 días

	
	MONTO POR REINTEGRAR:
	₡13,135,112.64

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Municipalidad de Garabito

	OBSERVACIONES:
	El monto total por reintegrar se calcula a valor presente de conformidad con lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	El señor Madrigal Peraza mediante correo electrónico de fecha 31 de mayo de 2023, nos comunica lo siguiente: “…la presente es con la finalidad de indicar que, si me encuentro de acuerdo, con el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación establecido en el archivo adjunto, por tanto, agradezco mucho se continué con el proceso respectivo”.



En caso de aprobarse el estudio RTFJP 2023052, el tiempo total a reconocer es de 3 años, 8 meses y 27 días, tiempo por el cual la persona solicitante deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ₡13,135,112.64 (trece millones ciento treinta y cinco mil ciento doce colones con 64/100).

(...)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(...)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-SAS-1453-2023 presentado el 13 de junio de 2023, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, referente al estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023052, gestionado por el servidor judicial Luis Miguel Madrigal Peraza. 2.) Reconocer para efectos de jubilación, al señor Madrigal Peraza el tiempo servido de 3 años, 8 meses y 27 días laborados en la Municipalidad de Garabito, para lo cual deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ₡13.135.112,64 (trece millones ciento treinta y cinco mil ciento doce colones con sesenta y cuatro céntimos), con la advertencia de que el reconocimiento se materializará hasta la cancelación total del monto adeudado, que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarlo en las cuentas corrientes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado, el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana. 3.) La Dirección de la JUNAFO y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397267][bookmark: _Toc138450690]ARTÍCULO IX
Documento N° 600-2023
El Consejo Superior en sesión N° 56-2015 del 16 de junio del 2015, artículo XVII, en lo concerniente, reconoció para efectos de anualidades y jubilación de la servidora Patricia Elena Araya Campos, auxiliar de seguridad de la Oficina de Atención a la Víctima de Delitos, 3 años, 5 meses y 18 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 16 mayo de 2014, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢4.801.710,97 (cuatro millones ochocientos un mil setecientos diez colones con noventa y siete céntimos), que se le deduciría de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
En relación con lo anterior, la licenciada Patricia Araya Campos, mediante correo electrónico del 9 de junio del 2023, solicitó lo siguiente:
“Buenos días compañeros (as) sirva la presente para saludarles y a la vez consultarles sobre lo siguiente: Cuando ingrese al poder judicial y se me explico el régimen de pensiones, estuve de acuerdo en que se trasladara mis aportes al régimen de la CCSS al régimen del PJ, el acuerdo era que en virtud del reconocimiento de mis años laborados en otras instituciones se me haría un rebajo proporcional a las nuevas condiciones que en ese momento incluía una posible pensión con 30 años de servicio, sin embargo las condiciones cambiaron por lo que solicito se valore la suspensión del cobro por dicho acuerdo y la devolución de las cuotas.

(…)”
- 0 -
Referente a la pretensión de la licenciada Patricia Araya Campos, en cuanto a que se le reintegren las sumas pagadas en su oportunidad, no es de recibo proceder con lo indicado, debido a que se aplicó la normativa vigente en ese momento la cual indicaba que el trámite de reconocimiento de tiempo se debía realizar para ambos efectos, entiéndase anualidad y jubilación de forma conjunta, siendo así que el Consejo Superior al aprobar las solicitudes, lo realizó de conformidad con el principio de legalidad, estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde reza que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, en ese momento el citado órgano debía aplicar la normativa vigente que regulaba la materia, en aras de dar cumplimiento a lo indicado en el artículo supra citado.
Aunado a lo anterior, la normativa vigente no contempla la posibilidad de que las personas servidoras judiciales que solicitaron un reconocimiento de tiempo y que ya hayan pagado montos para ese efecto, puedan solicitar un reintegro del dinero ya cancelado, por el contrario, autorizar dicha petición, estaría fuera del marco de legalidad, la única posibilidad legal de que una persona pueda solicitar la sustracción de cuotas o dineros ya aportados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, está regulada en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero lo ahí normado no aplica en esta solicitud, debido a que el supuesto regulado es para el traslado de cuotas entre regímenes del primer pilar, cumpliendo ciertas especificaciones que el legislador plasmó en la normativa, el cual cita lo siguiente:
“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.

La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial”.

- 0 -
Como se puede observar, lo estipulado no aplica el supuesto bajo estudio, además, autorizar este tipo de gestiones, afectarían las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a que se estaría creando un pasivo actuarial considerando que los dineros ya están dentro del cúmulo de dinero de nuestro fondo.
Finalmente, esta Junta Administradora no puede realizar excepciones en cuanto al reintegro de los montos, debido a que, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo"; principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, expresa como:
"En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación… (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia)”.

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por la licenciada Patricia Araya Campos, mediante correo electrónico del 9 de junio del 2023. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la licenciada Araya Campos, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido al reconocimiento para efectos de jubilación por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la licenciada Patricia Araya Campos, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones – JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397270][bookmark: _Toc138450693][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO X
Documento N° 630-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, remiten oficio N° 0165-SAF/DJA-2023 del 13 de junio del 2023, en el cual solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas obreras del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-0499-2023, del 18 de abril del 2023, a favor de la señora Génesis Jirón Bastos, conforme se indica:
“(…)

II. Resumen del monto a trasladar: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -
A continuación, se adjuntan los archivos que contienen la solicitud completa y su anexo:
(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

- 0 -
Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, en oficio N° 0165-SAF/DJA-2023 del 13 de junio del 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor de la señora Génesis Jirón Bastos, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢10.772.915,97 (diez millones setecientos setenta y dos mil novecientos quince colones con noventa y siete céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente, así como para el reintegro del ROP, por ¢5.486.539,92 (cinco millones cuatrocientos ochenta y seis mil quinientos treinta y nueve colones con noventa y dos céntimos). 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450695][bookmark: _Toc138450698]ARTÍCULO XI
Documento N° 652-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0159-SAF/DJA-2023 del 15 de junio de 2023, remitieron:
[bookmark: _Hlk139028768]“En relación con la solicitud efectuada por el exfuncionario judicial Bolívar Rojas Astúa mediante correo electrónico fechado 02 de junio de 2023, en la que se requiere lo que a continuación se detalla:

“…Soy ex funcionario del Poder Judicial y ahora jubilado únicamente por el régimen de la CCSS. Probablemente conozca mi caso. Lo cierto del asunto es que mis aportes al Fondo del Poder Judicial, se me deben reintegrar ya que, por discrepancias con la CCSS, no fue posible trasladarlos. La normativa vigente establece que:

"En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial”. 

Como a la fecha, esos aportes no fueron utilizados, la diferencia (total) debe de trasladarse conforme lo estipulado.”

“…Tengo mi fondo ROP en BCR.”

Al respecto, para efectos de dilucidar la solicitud planteada por el señor Rojas Astúa, es importante tomar en consideración lo siguiente:

1. Antecedentes:

1. Con oficio N.° GP-DAP-0014-2022, la Dirección Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), solicitó el traslado de cuotas a nombre del señor Rojas Astúa, requiriendo un monto de ¢21,844,754.62.

En el mismo oficio, la CCSS solicitó lo siguiente:

“Previo a realizar el depósito de las sumas arriba indicadas, se le solicita respetuosamente, certificar si los montos a trasladar corresponden a los requeridos, o si por el contrario son menores. Debido a que si son inferiores a los determinados producto del cálculo realizado por la Caja Costarricense de Seguro Social, antes de que ese Régimen traslade los recursos, es necesario que el afiliado manifieste su anuencia a cancelar las diferencias que se presenten.

En caso de que los montos a trasladar correspondan a los solicitados, certificar los mismos y realizar el deposito total…” (el texto marcado no pertenece al original).

1. Conforme a las solicitudes realizadas por la CCSS como administrador del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) en forma previa a este caso, en sesión N.° 32-2021 celebrada el 4 de agosto de 2021, artículo VI, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), aprobó lo siguiente:

“…3) Avalar el procedimiento establecido por la administración, para la determinación de las sumas de liquidación actuarial, por cuanto este cambio no contraviene el principio pro-fondo establecido en la LOPJ…”. (el texto marcado no pertenece al original).

En virtud de lo expuesto, el procedimiento establecido y aprobado por la JUNAFO en el acuerdo citado, corresponde a:

“… por lo que se informa que el trámite que se estaría efectuando salvo disposición en contrario sería: 

1. En el momento que se realiza el estudio actuarial y se conoce el monto a trasladar, informar a la CCSS respecto a los datos obtenidos del cálculo. 

2. Mantener el resultado de la liquidación actuarial (no realizar nuevos cálculos independientemente del tiempo transcurrido) esperando la respuesta de la CCSS, en cuanto al traslado de los dineros. 

3. Si la CCSS en su respuesta indica que el afiliado está anuente a cancelar la diferencia entre lo solicitado por la CCSS y lo que trasladaría el FJPPJ, remitir para aprobación a esa Junta, los montos calculados en el punto N.° 1 de este procedimiento (no se realizaría un nuevo cálculo), dado que caso contrario representaría un reproceso para esta Dirección.”

1. [bookmark: _Hlk137653069]Mediante oficio N.° 0023-SAF/DJA-2022 remitido a la CCSS el 08 de marzo de 2022, se informó respecto a los resultados obtenidos por esta Dirección, obteniendo lo siguiente:
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Al respecto, en el oficio citado esta Dirección indicó lo siguiente:

“Por lo antes citado, en caso de hacer efectivo el traslado de las cuotas del señor Rojas Astúa, se solicita informar a la siguiente dirección de correo electrónico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr, con el propósito de remitir para aprobación el caso que nos ocupa por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

1. Análisis del caso:

1. Con correo electrónico fechado 07 de junio de 2023, el señor Eric Picado Espinoza funcionario de la CCSS, informó que el señor Bolívar Alexis Rojas Astúa, a partir del 15 de enero de 2023 es pensionado por Vejez del Régimen del IVM.

Al respecto y en ocasión de la solicitud presentada, se detalla lo que consigna el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 9544, el cual indica lo siguiente:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” (el marcado no pertenece al original).

1. La JUNAFO según sesión N.° 32-2021 del 04 de agosto de 2021, artículo VI, acordó lo que a continuación se detalla:

“…2) Este cuerpo colegiado es del criterio que: a) Conforme al criterio legal vertido por el Despacho Lara, Gamboa & Asociados, el art. 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la posibilidad de traslado de las cuotas hacia otros regímenes de pensión del primer pilar previamente a otorgar el beneficio de jubilación o pensión, por cuanto de dicho criterio se extrae “… claramente se coligue la Jubilación se prevé como un hecho futuro, por lo que, tal traslado solo sería posible previo a su otorgamiento. Contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal traslado no sería posible.” b) La administración no podrá realizar el traslado de recursos a ningún otro régimen de pensión básico, con el objetivo de “mejorar su pensión en dicho régimen” por cuanto este elemento no está considerado dentro de las posibilidades establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. c) El momento procesal oportuno para solicitar el traslado de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a cualquier otro régimen de pensión básico será al momento “en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión” y no posterior a dicho otorgamiento, por lo cual los administradores de otros regímenes de pensión básicos deberán tomar nota para sus trámites internos. d) Un Reglamento interno de la Caja Costarricense de Seguro Social como administrador del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte no se encuentra por encima de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo cual una modificación en el mismo no podrá tener efectos que obliguen a este régimen al traslado de recursos de ninguna naturaleza que vaya en contraposición de los intereses de este régimen del primer pilar...” (el resaltado no corresponde al original).

1. Conforme se consignó en el punto N.° 4 y 5 de este documento, la CCSS como administrador del IVM, no realizó el cobro de las cuotas calculadas por esta Dirección al momento de otorgar la pensión del señor Bolívar Rojas, tal como lo establece el artículo antes citado. 

En adición a lo anterior, el cobro de las cuotas aportadas al Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial solo pueden ser requeridas por el Régimen en el cual se otorgó la pensión, sea en este caso en particular la CCSS y de forma oportuna como se detalló.

Sin embargo, para este caso en particular, en primera instancia se había realizado el cobro de las cuotas aportadas por el señor Bolívar Rojas previo al otorgamiento de la pensión por parte del Régimen del IVM y por un acto administrativo no se consolidó el traslado de los dineros a la CCSS, por lo que considera esta Dirección, podría tratarse de un caso particular a los consignados al momento de aprobar la Junta el acuerdo 32-2021 del punto N.° 5, siendo importante analizar si es procedente el traslado de los dineros al ROP tal como lo plantea el solicitante o al Régimen del IVM.

1. Petitoria:

· Que ese estimable cuerpo colegiado analice la solicitud planteada por el señor Bolívar Rojas Astúa a la luz de las fechas en las cuales se presentaron los actos administrativos para el traslado de las cuotas aportadas al Régimen del FJPPJ de forma que se podría establecer en las siguientes vías:

· Denegar la solicitud del señor Rojas Astúa, desde el punto de vista que se establezca como una mejora de pensión, dado que se encuentra pensionado por el Régimen del IVM, para que se dé por agotada la vía administrativa.

· Aprobar el traslado de las cuotas calculadas por la Dirección de la JUNAFO a través de la liquidación actuarial y lo informado al Régimen del IVM mediante oficio 0023-SAF/DJA-2022 remitido a la CCSS el 08 de marzo de 2022 (punto N.° 3 de este documento), transfiriendo los dineros a las cuentas bancarias de la CCSS como administrador del IVM.

· Conceder la aprobación conforme al punto anterior, pero transfiriendo los recursos económicos a la Operadora de Pensiones que administra el ROP del señor Rojas Astúa, conforme lo plantea el interesado en su gestión.”

- 0 -

Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Este asunto es similar a lo que hemos resuelto, solamente que se trata de un jubilado, entonces, el asunto es rechazárselo, vean que la petitoria, es:
“(…)

· Que ese estimable cuerpo colegiado analice la solicitud planteada por el señor Bolívar Rojas Astúa a la luz de las fechas en las cuales se presentaron los actos administrativos para el traslado de las cuotas aportadas al Régimen del FJPPJ de forma que se podría establecer en las siguientes vías:

· Denegar la solicitud del señor Rojas Astúa, desde el punto de vista que se establezca como una mejora de pensión, dado que se encuentra pensionado por el Régimen del IVM, para que se dé por agotada la vía administrativa.

· Aprobar el traslado de las cuotas calculadas por la Dirección de la JUNAFO a través de la liquidación actuarial y lo informado al Régimen del IVM mediante oficio 0023-SAF/DJA-2022 remitido a la CCSS el 08 de marzo de 2022 (punto N.° 3 de este documento), transfiriendo los dineros a las cuentas bancarias de la CCSS como administrador del IVM.

· Conceder la aprobación conforme al punto anterior, pero transfiriendo los recursos económicos a la Operadora de Pensiones que administra el ROP del señor Rojas Astúa, conforme lo plantea el interesado en su gestión”.

-0-
No sé, escucho las observaciones al caso, ¿lo rechazamos o lo aprobamos?”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, consulta: “¿Esto es el señor que está pensionado por la Caja Costarricense del Seguro Social – CCSS?, ¿verdad?”.
[bookmark: _Hlk135747277]El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Sí señor”.
El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Aquí lo que veo, es que nos están dando la alternativa o la posibilidad de que se le rechace, para mí el artículo 234 establece claramente el procedimiento a seguir, si no es la institución la que lo pidió, no, para mí es la CCSS la que tenía que haberlo solicitado, incluso dentro del mismo oficio de Oslean me parece que es muy clara esa posición.
No veo, aunque sea una cuestión solicitada por el señor, no veo cómo poder bajo el principio de legalidad, cómo hacer nosotros algo que está al contrario a lo que está dicho en la Ley, o sea, yo no podría participar de la idea de pasar el dinero al ROP del señor solamente porque a la CCSS se le fue o se le pasó el plazo, etcétera. Me parece que es un tema que él debería ver en la CCSS y ver si se le puede acrecentar la pensión, que es una de las ideas que Oslean planteaba ahí, pero no nosotros, a mí me parece que no somos nosotros, yo por lo menos me apartaría de eso y sí le contestaría nada más que esta gestión debe partir conforme al artículo 234 por parte de la misma CCSS, por lo menos, en mi caso, eso es lo que opinaría”. 
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Este tema no se ha presentado antes y como no se ha presentado antes, va a generar jurisprudencia, por lo tanto, por eso se eleva de la Administración hacia sus estimables personas.
El señor hizo lo que tenía que hacer en su momento y oportunidad, que era solicitarle a la CCSS, que hiciera la solicitud de traslado formal ante nosotros, se hace la solicitud de traslado formal de la CCSS hacia nosotros, nosotros les decimos, “vea CCSS el monto que a mí me da es de tanto, dígame si se lo paso o no se lo paso”, y entonces, a la CCSS se le olvidó contestar, y se le olvidó decir sí, le recibo esa plata o no le recibo esa plata, o esa persona no la necesita o esa persona sí la necesita.
Lo cierto del caso, es que la CCSS no cumplió con el procedimiento que ellos mismos establecieron, que es el procedimiento que pide un pase o un momento donde la persona tiene que aceptar pagar cualquier diferencia para que ellos puedan considerarlo.
Bueno, se les olvidó, no lo hicieron y aun así jubilaron a la persona, entonces esta persona viene ya estando jubilada o pensionada, como lo llaman ellos y, entonces en este momento se acuerda que el monto que le pasaron no completaba con las cuotas correspondientes de lo que trabajó en el Poder Judicial.
De acuerdo con la estimación que hicimos, el monto trasladar era aproximadamente de doce millones seiscientos cincuenta y siete mil colones. Aquí el tema es que ya él lo está haciendo a título personal, primera inconsistencia, no debería hacerlo él a título personal, debería solicitarlo el administrador en este caso, la CCSS, y número dos, está solicitándolo ya cuando él ya obtuvo el beneficio. A pesar de que este asunto se solicita antes, él está en un momento donde ya él es beneficiario y, por lo tanto, no se ocupó ese dinero o esas cuotas, para que él obtuviese ese beneficio.
Y lo tercero, que efectivamente la persona está solicitando algo que no que no es tan correcto, que es que se le deposite no a la CCSS directamente, como lo establece nuestra ley, sino que todo lo que le quede a favor, depositárselo directamente en el ROP y nuestra ley lo que establece es que lo que se deposita en el ROP es lo que sobre, si hubiese un cálculo, la CCSS me cobra cinco y yo calculo que son siete, los dos millones de diferencia, yo se los depositaría al ROP nada más, no la totalidad del cargo.
Entonces, vean que por todo lado está haciéndose una solicitud que no está dentro de lo normal, no está dentro de lo normado en nuestra Ley Orgánica, tiene ciertos vicios, aquí hay un problema que inclusive podría llegar hasta las vías judiciales, porque a la CCSS se le olvidó hacer un pase, se lo olvidó hacer un trámite que no hizo tiempo, y lo otro, que el señor de alguna forma, sí activó y sí hizo lo que a él como individuo le correspondía, que era haberle solicitado a la CCSS que hiciera la solicitud de traslado.
Esa parte, él sí la cumplió, él sí la hizo, sí queda evidencia, lo único diferente es que, por un desorden administrativo por parte de esa institución, no se completa el trámite. Entonces, dada esa situación don Juan Carlos, como le menciono, nosotros planteamos tres posibilidades que podrían conllevar la ruta que el señor aplique. Una, denegar la solicitud del señor Rojas Astúa desde el punto de vista que se establezca como una mejora de pensión, dado que se encuentra pensionado por el Régimen del IVM, y se dé por agotada la vía administrativa para que él judicialice el proceso.
Dos, aprobar el traslado de las cuotas calculadas por la Dirección de la JUNAFO a través de la liquidación actuarial hacia la CCSS Costarricense del Seguro Social, que es el procedimiento que normalmente se hubiera hecho en ese momento, es decir, obviemos que esta persona hoy se encuentra jubilada, porque él sí hizo la solicitud formal en el momento en que correspondía, el error no es de él, el error es administrativo de la CCSS, esta segunda opción, lo que haría es que la CCSS tenga que hacer un recálculo y todo lo correspondiente. Y la tres, aprobar lo que él quiere que sería el traslado de cuotas calculadas, pero al ROP, donde básicamente eso, abriría un portillo, que no es tierra donde hayamos explorado antes. Entonces, básicamente esas son las tres opciones que nosotros estamos valorando y quisiéramos solicitar su valioso criterio, gracias”. 
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Buenos días, con lo que se presenta en esta acta, no tengo los elementos suficientes para poder decidir ninguna de esas de solicitudes, es decir, es algo como diferente a lo que ha venido sucediendo y entonces, creo que eso hay que darle más criterio legal considero yo, para analizar ¿qué es lo que pasa?, ¿a dónde corresponde eso?
Porque es como involucrarse en un tema que no nos compete, que fue un problema de otra entidad y nosotros tenemos que resolver, es una situación como más jurídica, no sé la Dirección Jurídica que definió o si hizo el análisis completo, pero sí hay algo ahí que no calza, tomar una decisión respecto a todo eso, no tengo un sustento jurídico que me diga, bueno, es esta, ¿por qué es opcional?, uno, dos o tres, ¿por qué no? es esta la que correspondería. Cuando pasen esos casos, creo que hay que caer en conciencia de que eso deberíamos de enmarcarlos en ¿qué es lo que realmente se debe hacer?, porque podría acoger algunas de las situaciones que plantean y no sé si estoy, en la razón como tomador de decisiones.
No sé, creo que falta más análisis ahí de parte de la Asesoría Legal nuestra, a ver qué cuál orientación real en un caso de este tipo que casi no se ha dado, este es un caso que hasta ahora lo veo, para ser más objetivos, esa es mi orientación al respecto, don Juan Carlos”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “A mí me preocupa enormemente que haya sido un error de la CCSS, no nuestro sino de la CCSS, al momento de no hacer, existe una omisión. De negárselo nosotros, habría que fundamentar muy bien de quién fue el error para efectos de que él acuda a la vía correspondiente con el fin de que demande a la CCSS y sea esta la que nos solicite el monto para los efectos correspondientes.
Digamos que esa es la posición de acuerdo con el principio de legalidad, fue un error de ellos, un error administrativo, no hay posibilidad ahora de devolvérselo, eso es lo que a mí se me ocurre desde ese punto de vista”. 
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Incluso don Juan Carlos, aquí la Dirección en marzo del año pasado le hizo el trabajo a la CCSS, entonces, ahí es donde yo digo que, o sea, me parece que la Junta o la JUNAFO como un todo, no puede apechugar más allá de lo que le toca por ley.
Ya se le hizo el trabajo, si la CCSS lo omitió, hay que contestarle al señor Vega, nosotros decimos el trabajo, esto es un error de la CCSS, aquí están los documentos y vaya usted contra la CCSS para que le resuelva.
Creo que no nos toca a nosotros ni siquiera entrar a valorar más allá de eso, ya se cumplió con el artículo 234, ya la gente de la Administración le contestó en tiempo y en forma. Aquí la JUNAFO no le ha procurado ningún daño al señor, ni patrimonial ni mucho menos ni Dios lo quiera y a mí por lo menos me queda clarísimo que aquí la JUNAFO cumplió, vaya y lo gestiona con la CCSS, y resuelva usted con la CCSS, por lo menos esa es mi manera de pensar”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “No, la mía es igual, lo que pasa es que tenemos que fundamentar muy bien el acto”.
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Correcto, pero ya lo hicimos, el 8 de marzo del año pasado ya se hizo el cálculo, es nada más…”.
El integrante presidente Segura Solís, interviene: “No, digo yo en el sentido de que fue la CCSS la que omitió”.
El integrante Arroyo Guzmán, expresa: “Pero don Juan Carlos, perdón, o sea, la CCSS lo pidió, aquí se le contestó, señor, nosotros ya cumplimos conforme al 234 y de ahí que vaya él y se gestione, para mí es así, yo no podría como darle más pistas de la cuenta porque después sale la JUNAFO premiada, ya sabemos cómo funciona esto aquí, entonces, creo que conforme, incluso lo que está en el informe y lo que ha ampliado muy bien don Oslean, ahora en su participación, creo que la CCSS cumplió una parte, nosotros le atendimos el 234, se le hicieron los cálculos correspondientes, se dijo que nueve millones y demás, y si la CCSS falló que lamentable, porque si es consciente del fallo de la CCSS, tanto es así que le está presentando la gestión a la Dirección de la JUNAFO, o sea, el señor sí sabe cómo “anda la misa, lo que pasa es que quiere sonar las campanas en otro lado, quiere sonar las campanas en la iglesia de nosotros y que nosotros le depositemos el dinero”, eso es muy fácil, pero para mí no corresponde.
Creo que la fundamentación está hecha en la tramitología que ya nuestra Dirección le hizo, que fue excelente, se contestó en tiempo y forma, ahora le toca a él tramitarlo con la CCSS”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, entonces lo resolvemos de esa manera”.
El integrante Arroyo Guzmán, indica: “No sé los demás si estarán de acuerdo, don Juan Carlos, pero bueno”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Estoy de acuerdo con don Rodrigo”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Sí, considero que esa es la mejor opción, porque si ya pasó algún antecedente anterior, ya nosotros no tenemos que ver en ese asunto desde el punto de vista de hacer nada más, que sea la CCSS la que resuelva y nos diga o nos proponga algo para satisfacción del jubilado o pensionado, pero eso es lo más que haríamos, no veo otro tema ahí más que tratar, pero sí, me parece lo que don Rodrigo propone que es muy acertado”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, entonces, así lo votamos”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, remitido mediante oficio N° 0159-SAF/DJA-2023 del 15 de junio de 2023, relacionado con la solicitud efectuada por el exfuncionario judicial Bolívar Rojas Astúa mediante correo electrónico del 02 de junio de 2023. 2.) Rechazar en todos sus extremos la solicitud presentada por el señor Rojas Astúa, de conformidad con lo establecido en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 9544, el cual indica lo siguiente: “Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” (el marcado no pertenece al original), así como el trámite realizado por parte de la Dirección de la JUNAFO mediante oficio N.° 0023-SAF/DJA-2022 remitido a la CCSS el 08 de marzo de 2022. 3.) Por lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XII
Documento N° 650-2023
La máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en oficio N° 951-DJ/CA-2023 recibido el 15 de junio de 2023, comunicó lo siguiente:
“(…)

Por tanto:

De conformidad con lo expuesto, se acepta la propuesta de arreglo de pago presentada por el jubilado Judicial Max Rudin Herrera, para cancelar la suma de ¢920.810,09 (novecientos veinte mil ochocientos diez colones con nueve céntimos), estableciéndose 45 deducciones mensuales de ¢20.000,00 (veinte mil colones exactos) cada una y una última deducción de ¢20.810,09 (veinte mil ochocientos diez colones con nueve céntimos) lo anterior a partir del mes de julio de 2023, hasta la cancelación completa. Comuníquese esta resolución a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que proceda a realizar los rebajos que deberán de aplicarse a la Jubilación del señor Rudin Herrera que deberán depositarse en la cuenta judicial número 20192-8 del Banco de Costa Rica a nombre de la Contaduría Judicial, número de cuenta IBAN CR42015201001002019288. En virtud que el Jubilado judicial Max Rudin Herrera consintió que se hicieran los rebajos del adeudo directamente de su jubilación y por corresponder a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la ejecución del referido arreglo de pago, se procede en esta vía al archivo del expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial comunicará de oficio a la Dirección Jurídica del Poder Judicial cuando la deuda referida esté cancelada, o si este arreglo de pago se suspende por cualquier motivo.- Notifíquese.- Exp. Adm. 219-R-15-A.- (…)”.

- 0 -
A continuación, se adjuntan los archivos que contienen la propuesta de arreglo de pago completa.

Aunado a lo anterior, el servidor Juan José Quesada Pereira, técnico administrativo 2, del Macroproceso Financiero Contable, en correo electrónico del 19 de junio del 2023, informa que, dicha resolución al corresponder a sumas giradas de más por el Estado, serán registradas por la Contaduría Judicial y remitidas para su recuperación al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° 951-DJ/CA-2023 suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica, relacionado con la resolución "ARREGLO DE PAGO Y ARCHIVO DE DILIGENCIAS N° 960-ACA/DJ-2023, dictada por la citada Dirección a las nueve horas cuarenta y nueve minutos del nueve de junio de dos mil veintitrés, del expediente administrativo No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), tramitado al jubilado judicial Max Alberto Rudin Herrera, por concepto de suma adeuda al Estado. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO para que tramite la deducción del arreglo de pago presentado por el jubilado judicial Max Rudin Herrera, para cancelar la suma de ¢920.810,09 (novecientos veinte mil ochocientos diez colones con nueve céntimos), estableciéndose 45 deducciones mensuales de ¢20.000,00 (veinte mil colones exactos) cada una y, una última deducción de ¢20.810,09 (veinte mil ochocientos diez colones con nueve céntimos) lo anterior, a partir del mes de julio de 2023, hasta la cancelación completa. Asimismo, deberá comunicarle a la Dirección Jurídica del Poder Judicial una vez que la deuda referida esté cancelada, o si el arreglo de pago se suspende por cualquier motivo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450701]ARTÍCULO XIII
Documento N° 668-2023
[bookmark: _Toc138450703]La señora Ericka Ugalde Camacho, jefa de Área de Comisiones Legislativas, mediante correo electrónico del 7 de junio de 2023, remitió:
“La Comisión Permanente de Gobierno y Administración, en virtud de la moción N.°, aprobada en la sesión N.°, ha dispuesto consultarles su criterio sobre el proyecto de “MISMO PATRÓN, IGUAL CONTRIBUCIÓN” EQUIDAD CONTRIBUTIVA PATRONAL EN REGÍMENES BÁSICOS DE PENSIONES”, Expediente N.° 23.733, el cual se adjunta. 
 
De conformidad con lo que establece el artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa se le agradece evacuar la consulta en el plazo de ocho días hábiles que vence el 21 de junio y, de ser posible, enviar el criterio de forma digital. 
 
La Comisión ha dispuesto que, en caso de requerir una prórroga, nos lo haga saber respondiendo este correo, y en ese caso, contará con ocho días hábiles más, que vencerán el día 04 de julio de 2023. Esta será la única prórroga que esta comisión autorizará.
 
Si necesita información adicional, le ruego comunicarse por medio de los teléfonos 2243-2437, 2243-2194, 2243-2438 o al correo electrónico COMISION-GOBIERNO@asamblea.go.cr 
 
De no confirmar el recibido de esta consulta se tendrá por notificado a partir de su envío, siendo este correo comprobante de la transmisión electrónica, para todos los efectos legales. La seguridad y manejo de las cuentas destinatarias son responsabilidad de las personas interesadas.

(…)
 
PROYECTO DE LEY

“MISMO PATRÓN, IGUAL CONTRIBUCIÓN”
EQUIDAD CONTRIBUTIVA PATRONAL
EN REGÍMENES BÁSICOS DE PENSIONES

 
Expediente N.° 23.733
 
 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
“Las instituciones sociales tienen como característica su constante evolución; cambian a medida que las circunstancias y el medio en que operan las hacen variar. El seguro social no es una excepción a esa regla.”
 
Exposición de motivos Ley N.° 17, del 13/10/1943, Ley Constitutiva CCSS.
 
A la fecha, se han planteado varias reformas a nuestro Ordenamiento Jurídico para intentar resolver la inequidad existente entre los distintos regímenes de pensiones dispuestos, incluso, de previo a la vigencia de nuestra actual Constitución Política. En esta línea, se encuentran varias modificaciones introducidas para racionalizar los montos de pensión que reciben tanto los pensionados del Régimen Transitorio de Reparto del Magisterio Nacional, del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los pensionados de los regímenes con cargo al presupuesto nacional que administra la Dirección Nacional de Pensiones. A pesar de ello, persiste la inequidad en el esfuerzo “contributivo patronal del Estado”, circunstancia que mantiene y potencia diferencias medulares entre los regímenes básicos de pensiones, generando un compromiso creciente para el Estado al necesitar cubrir los costos de los beneficios que mantienen y que, claramente, no responden al parámetro base que ideó el Constituyente en 1949. Pues, en ese entonces, se dispuso partir de un sistema tripartito y forzoso contributivo (Estado, patrono y trabajador) bajo la administración de una sola entidad, la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), por el que se entendían cubiertos todos los trabajadores de nuestro país. De esta forma es que lo indicó el legislador constituyente Volio Jiménez al defender la moción que se aprobara al respecto y diera lugar al actual artículo 73 constitucional al señalar que: “debe ser una sola institución la que abarque todos los seguros”, pues: “Uno de los fracasos de los seguros sociales en algunos países -como Chile- se ha debido, precisamente, a la multiplicación de Cajas. Los técnicos que vinieron a nuestro país recomendaron a este aspecto de la Unidad.” (Asamblea Nacional Constituyente, Acta N.° 112, art. 3). Igualmente, recalcó que las atribuciones de administración y gobierno otorgadas a dicha entidad (CCSS) abarcan también las propias del derecho a la jubilación y otros, al llamar la atención de la Asamblea Constituyente que sostenía un debate más dirigido en preferencia a riesgos por enfermedad obviando el resto. (Asamblea Nacional Constituyente, Acta N.° 112, art. 3).

De esta manera, de acuerdo con el espíritu del legislador constituyente indicado, no se consienten ni legitiman las diferencias medulares existentes hoy respecto al IVM y los citados regímenes, diferencias debidas a los beneficios que permiten éstos últimos. Lo anterior, no cuestiona la existencia particular de los regímenes, por cierto, analizada y permitida en algún momento por la Sala Constitucional, sino la inequidad que generan ante la desigual condición de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes y cotizaciones para sus respectivos afiliados previstos en cada ley y al margen del equilibrio actuarial que cada uno de esos regímenes debería ostentar. Inequidad que mantiene y profundiza la obligación del Estado como patrono en contribuir con porcentajes elevados respecto al IVM, todo para evitar la desfinanciación de estos regímenes al pagar los privilegios apuntados, generándose un esfuerzo contributivo patronal estatal mucho mayor al que éste otorga como patrono para financiar el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) que administra la CCSS, Régimen al que deberían y debieron pertenecer todos los trabajadores de nuestro país desde un inicio.
 
Y es que, con solo analizar la diferencia que existe en las aportaciones que el mismo Estado realiza -como patrono- al Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio (RCC) y al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), salta a la vista la necesidad de equiparar estas cotizaciones.
 
En efecto, mientras que en el Régimen del IVM el Estado aporta en su condición de patrono un 5,42% como cotización para el seguro de sus trabajadores (el cual será de 5,58% del 01 de enero de 2026 al 31 de diciembre de 2028 y 5,75% a partir del 01 de enero de 2029[footnoteRef:1][1]); en el caso del Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio, el aporte patronal del Estado se eleva a un 6,75%, y al 14,36% en el caso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del mismo Estado como patrono. Evidentemente, se trata de una sustancial diferencia en la aportación patronal que debe asumir el Estado favoreciéndose solamente a dos regímenes especiales muy por encima del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. [1: [1] En el caso del IVM, y producto de la última reforma introducida por la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social al artículo 33, inciso a), del Reglamento del Seguro de Invalidez Vejez y Muerte, (adoptado en sesión N.° 8908 del 1° de junio del 2017), se dispuso que, en materia de contribuciones, los ingresos por ese concepto se regirán por la siguiente disposición: “a) En el caso de los asalariados se cotizará un 12.16% sobre el total de salarios devengados por cada trabajador, según los siguientes porcentajes: Patrono: 5.75% de los salarios de sus trabajadores, Trabajador: 4.50% de su salario. Estado como tal: 1.91% de los salarios en todos los trabajadores”.
El transitorio XI del mismo reglamento establece la siguiente gradualidad para la aplicación de estos porcentajes:
 
Del 1 de enero de 2023 al 31 de diciembre del 2025, 11.16%, donde los patronos aportan un 5.42%, los trabajadores un 4.17% y el Estado 1.57%. 

Del 1 de enero de 2026 al 31 de diciembre de 2028, 11,66%, donde los donde los patronos aportan un 5.58%, los trabajadores un 4.33% y el Estado 1.75%.


Del 1 de enero de 2029, 12,16%, donde los donde los patronos aportan un 5.45%, los trabajadores un 4.50% y el Estado 1.91%.] 

 
Así las cosas, esta iniciativa de ley, elaborada con el soporte técnico de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), pretende abrir el debate en el Parlamento en torno a este tema con el propósito de motivar, entre los distintos actores políticos, la necesidad de encontrar un correctivo unificador que equilibre al Estado en su obligación de aportar –como patrono - cotizaciones disímiles en favor de los empleados públicos que laboran para él, por la diferencia de trato que este hecho representa en sí mismo y, consecuentemente, por la discriminación que se genera en perjuicio de todos aquellos empleados públicos que no trabajen para el Poder Judicial o el Magisterio Nacional.
 
En este sentido, sirva mostrar dicha inequidad a partir del siguiente gráfico elaborado por SUPEN para efectos del presente proyecto de ley, que ilustra la distribución de la población de afiliados a IVM, RCC y FPJ donde, para el primero, solo se incluyen los funcionarios del Sector Público (Gobierno e Instituciones Autónomas, según lo reportado por la CCSS para el Seguro de Pensiones), y, seguidamente, la distribución de los aportes que realiza el Estado como patrono y como Estado a cada uno de estos regímenes (gráfico 1).
 
[image: Gráfico, Gráfico de barras

Descripción generada automáticamente]
 
Del gráfico 1 se concluye que, en promedio, de 2017 a 2022, se estimaba que IVM, RCC y FPJ contaban con el 64,67%, 31,14% y 4,19% de los 320 mil afiliados anuales en promedio del periodo, respectivamente; mientras que, de las contribuciones del Estado como patrono se estima una distribución de 49,52%, 32,45% y 18,03% para el IVM, RCC y FPJ, respectivamente, de los 219 mil millones contribuidos anualmente en promedio para el periodo. Esta situación en la contribución patronal genera diferencias significativas, tanto en el perfil de requisitos y beneficios, como la necesidad de aportes elevados para alcanzar la sostenibilidad de estos regímenes de pensiones.
 
Así, véase, específicamente, en el RCC, que la edad más baja a la que se accede a un beneficio por vejez es 55 años si se cuentan con 396 cotizaciones o más y no conlleva ningún castigo, y en el FPJ, a los 60 años las mujeres, 62 años los hombres con 35 años de servicio. Sin embargo, se le asigna un castigo sobre el monto de la pensión por el tiempo que falta para cumplir los 65 años. En el IVM, a partir de enero de 2024, se elimina la posibilidad del retiro anticipado para los hombres y para las mujeres, se permite el retiro a los 63 años si se cuentan con 405 cotizaciones o más y se mantiene la posibilidad de un retiro anticipado (hombres antes de los 65 años y mujeres antes de los 63 años) siempre que la persona asuma los costos por anticipar el retiro con recursos del Régimen Voluntario Complementario de Pensiones (RVCP). Ésta última posibilidad, por cierto, no está hoy disponible para el RCC y el FPJ, razón por la que se dispone en idéntica condición en el presente proyecto de ley como una reforma al RCC y al FPJ, de manera que en ambos se permita a los afiliados el pensionarse con anterioridad, pero mediante la contribución aportada por su RVCP.
 
Ante este panorama, el presente proyecto de ley propone realizar un ajuste en la cotización patronal para el RCC y para el FPJ, de tal manera que ésta se uniforme con la que se realiza para el Régimen del IVM, pero de forma gradual para que no se materialicen efectos significativos en la sostenibilidad financiera y actuarial de los regímenes que se verían afectados. Con ello, se aporta una solución definitiva y viable a un problema que, durante décadas se ha obviado.
 
Para lograrlo, esta propuesta se basa en las valuaciones actuariales que posee la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), respecto de la sostenibilidad financiera y actuarial del RCC y del FPJ[footnoteRef:2][2]. Es esta información financiera y técnica la que da sustento a la presente iniciativa y respalda el alcance de las modificaciones que aquí se proponen. Lo que permite visualizar los efectos que: “puedan tener en los derechos de los afectados y el régimen, así como que no existen medidas menos gravosas que pudieran haber sido tomadas (…)”.[footnoteRef:3][3]. La información medular se cita de seguido, en soporte de lo establecido en la sentencia No. 2018-5758 de referencia. [2: [2] Datos establecidos por SUPEN con sustento en las valuaciones actuariales constantes a partir de la entidad respectiva en el siguiente link: https://www.supen.fi.cr/estudios-actuariales]  [3: [3] Véase Voto de la Sala Constitucional N° 2018-5758, de las 15:40 horas del 12 de abril del 2018.] 

 
Así las cosas, respecto de tales valuaciones actuariales, se tiene que, en relación con el RCC, y según la última valuación actuarial con corte a diciembre 2021, este régimen tiene un superávit actuarial de ₡68.038 millones en la valuación con grupo cerrado y un superávit actuarial de ₡1.159.073 millones en la valuación con beneficios devengados. Por lo que, para realizar un ajuste a la contribución patronal como el que se propone con este proyecto se requiere que éste se lleve a cabo en un plazo que permita consolidar un nivel de financiamiento adecuado de los beneficios en curso y con ajustes porcentuales que permitan una gradualidad en la modificación de las contribuciones y, de ser necesario, ajustes a los perfiles de requisitos y beneficios.
 
En cuanto al FPJ, en la última valuación actuarial con corte a diciembre 2021, se estima un déficit actuarial de ₡674.273 millones en la valuación con grupo cerrado y un déficit actuarial de ₡1.078.927 millones en la valuación con beneficios devengados, así como un faltante en el financiamiento de las pensiones en curso de pago de ₡472.710 millones (un financiamiento de 67,13%). Este déficit se originó en el otorgamiento de pensiones por montos mayores a los que les debería corresponder según las contribuciones realizadas por beneficiarios. Hecho que fue parcialmente corregido por la reforma del 2018, mediante Ley No. 9544 de 24 de abril de 2018:
 
1. Elevó la edad normal de retiro de 62 a 65 años.
 
1. Estableció un límite para el retiro anticipado de 62 años para los hombres y 60 años para las mujeres. 
 
1. Modificó el salario de referencia para el cálculo de pensión para que fuera el 82% de los últimos 240 salarios actualizados por inflación (en lugar del 100% del promedio de los últimos 24 salarios).
 
Con esa reforma (2018) se permitió generar un superávit actuarial en las nuevas poblaciones, a las que se les exige un esfuerzo contributivo obrero-patronal importante para el financiamiento de los beneficios en curso, así como para su beneficio futuro, por lo que, antes de que se materialice un cambio en la contribución patronal, se debe contar con un financiamiento adecuado de los beneficios en curso.
 
Por tal razón, para evitar que los efectos correctivos de la reforma del 2018 puedan distorsionarse al uniformar la contribución del patrono entre los regímenes básicos, en el caso puntual del régimen del FPJ, la propuesta tiene especial cuidado, dado el importante nivel de déficit entre los beneficios recibidos y aportes realizados por parte de la población de pensionados actuales. De forma que, para uniformar la cuota patronal del Estado en el FPJ, también se requiere un plazo razonable que permita consolidar un nivel de financiamiento adecuado de los beneficios en curso y con ajustes porcentuales que, a su vez, permitan una gradualidad en la modificación de las contribuciones y, de ser necesario, ajustes a los perfiles de requisitos y beneficios. 
 
No obstante, es importante señalar que según las proyecciones elaboradas por SUPEN para la redacción de la presente propuesta, para este régimen, en el escenario más conservador con grupo abierto de la valuación actuarial con corte a diciembre 2021, se estima un déficit actuarial de ₡391.297 millones (razón de solvencia de 0,8776) y el financiamiento de las pensiones en curso llegará a un máximo de 98% en el 2031, por lo que cualquier modificación que se desee realizar a los porcentajes de cotización, debe contemplar medidas modificativas adicionales, por lo que se incluyen en este proyecto de ley, que impactarán de forma positiva el desfinanciamiento de las pensiones en curso y la sostenibilidad general del Fondo[footnoteRef:4][4]. [4: [4] Información aportada por SUPEN para la redacción de la presente iniciativa de ley.] 

 
En virtud de lo expuesto es que, en este proyecto, y en el caso del FPJ, se aportan reformas adicionales que resultan necesarias para que la Junta Administradora del FPJ tenga las potestades para aprobar cambios al perfil de requisitos y beneficios, y al financiamiento de las pensiones en curso, de conformidad con lo que recomienden los estudios técnicos. Actualmente, la Junta Administradora no tiene potestades para aprobar cambios al perfil de requisitos ni beneficios, ni medidas con el objetivo de mejorar el financiamiento de las pensiones en curso; cualquier modificación debe ser aprobada en la Asamblea Legislativa, lo que le resta margen de acción para que el FPJ cuente con los mecanismos necesarios y oportunos para una buena gestión apegada a las mejores prácticas para la administración de fondos de pensiones y a la regulación dictada por la Superintendencia de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.
 
Lo anterior, se propone en esta iniciativa legislativa tomando en cuenta y respetando la jurisprudencia constitucional existente. Al respecto, cabe indicar que es importante tener presente que, por medio del Voto N.° 11957-2021, la Sala Constitucional declaró con lugar una acción de inconstitucionalidad interpuesta con el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto disponía:
 
“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.
 
(…)
 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen. (El resaltado no está en el original)”
 
En el voto la Sala señaló que encuentra imposible que la Junta realice dichas modificaciones de ser que la Ley “no” fije los parámetros de su actuación:

“Al revisar contra ese marco jurídico las potestades que se le han dado en el párrafo discutido del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Sala considera que lo allí dispuesto contraviene el principio de reserva de ley y por ello es inconstitucional. Obsérvese que además de su función de administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esa Junta va a tener potestades de modificar prácticamente todos los parámetros establecidos en la Ley, a saber: los requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, así como los porcentajes de aportes de los servidores judiciales y de las jubilaciones y pensiones previstas en la ley.
 
Ahora bien, no existe discusión en este proceso respecto del hecho de que las actividades descritas inciden directamente en la manera en que los beneficiarios disfrutan de su derecho constitucional a la jubilación. En especial, encuentra la Sala inaceptable la modificación por la vía de acuerdo de la Junta, de los requisitos de elegibilidad y el perfil de beneficios que sin duda alguna hacen parte fundamental de ese derecho de jubilación que se busca garantizar con la intervención legislativa a través de la reforma.” 
 
Por su parte, igualmente reconoce la Sala que: “podría haberse obviado este vicio, de haberse establecido por parte del legislador los márgenes de determinación o parámetros dentro de los cuales la Junta hubiera podido ejercer esta atribución.” (El resaltado no está en el original).
 
Precisamente, en el presente proyecto de ley, acogiendo dicho criterio jurisprudencial, se propone una redacción que permita a la Junta realizar las variaciones necesarias para cumplir con el objetivo planteado por la iniciativa, dentro de los parámetros necesarios para garantizar que no se contravenga el principio de reserva de ley, solventándose cualquier problema de constitucionalidad al efecto.
 
Para mayor precisión de lo pretendido con esta iniciativa de ley, cabe reiterar que las modificaciones propuestas pretenden uniformar con el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte la contribución que Estado hace como patrono al RCC y al FPJ, lo que se hace de la siguiente manera:
 
En cuanto al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: Se reforman los artículos 224, 225, 227, 229, 236 incisos 1) y 2), y 240, de la Ley N.° 8 del 29 de noviembre de 1937, Ley Orgánica del Poder Judicial. Las primeras cuatro modificaciones (primeros cuatro artículos) buscan que la Junta Administradora del FPJ pueda realizar modificaciones al perfil de requisitos y beneficios, así como a la revalorización de las pensiones. En el artículo 236, incisos 1) y 2), se reforma la contribución obrero y patronal, respectivamente. Adicionalmente, se proponen transitorios para la modificación gradual del aporte obrero (y sobre las pensiones) y patronal, así como para que la Junta Administradora apruebe el Reglamento del Fondo con el perfil de requisitos y beneficios. Por último, se deroga el artículo 224 bis de esta misma ley, por cuanto dicho artículo, incluye parte del perfil de requisitos y beneficios para una pensión anticipada (por edad o años de servicio) que quedaría en el Reglamento del Fondo, según la reforma al artículo 224, donde también se incluye la posibilidad de retiro anticipado por vejez con recursos del Régimen Voluntario.
 
En cuanto al Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional: Reforma a los artículos 11 y 14 de la Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, donde en el primer artículo, se incorpora la posibilidad de retiro anticipado por vejez con recursos del Régimen Voluntario; y en el segundo artículo, se modifica la contribución patronal al RCC. Adicionalmente, se propone un artículo transitorio para la modificación gradual de la contribución patronal.
 
Así las cosas, con la presente propuesta de ley se entrega a la Asamblea Legislativa una solución definitiva, viable técnicamente, para resolver la inequidad citada. De ser aprobada, no solamente restituirá el sentido originario del constituyente, sino que también incidirá, de forma positiva, en las finanzas públicas al propiciar y espacios y gradualmente liberar recursos en pro del fomenta de una sociedad costarricense más solidaria, justa y equitativa.
 
En virtud de lo expuesto, me permito presentar a consideración de los señores diputados y señoras Diputadas el siguiente proyecto de ley.
 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA REPÚBLICA DE COSTA RICA
DECRETA:
 
“MISMO PATRÓN, IGUAL CONTRIBUCIÓN”
EQUIDAD CONTRIBUTIVA PATRONAL
EN REGÍMENES BÁSICOS DE PENSIONES

SECCIÓN I
 
REFORMAS A LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y 
JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL
 
ARTÍCULO 1- Reforma al artículo 14 de la ley del sistema de pensiones y jubilaciones del magisterio nacional
 
Refórmense el artículo 14 de la Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, Ley No. 7531 de 10 de julio de 1995 y sus reformas, para que se lea según sigue: 
 
Artículo 14- Cotización obrera y patronal
 
Todos los funcionarios cubiertos por este Régimen, sin excepción, cotizarán el ocho por ciento (8%) del salario devengado y sus patronos, tanto públicos como privados, el cinco coma setenta y cinco por ciento (5,75%) del salario.
 
ARTÍCULO 2- Reforma al artículo 11 de la Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional
 
Artículo 11- Requisitos de elegibilidad
 
La Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional determinará, según los estudios técnicos actuariales correspondientes, los requisitos que deberán cumplirse para la declaratoria de los beneficios. Las personas cubiertas por este Régimen podrán anticipar su edad de pensión por vejez, utilizando los recursos acumulados en su cuenta del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, de conformidad con el Reglamento que dicte la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional.
 
SECCIÓN II
 
REFORMAS A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL
 
ARTÍCULO 3- Reforma a los incisos 1) y 2) del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
 
Refórmense los incisos 1) y 2) del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas para que se lea según sigue:
 
Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos:
 
1- Un aporte obrero máximo de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago periódico correspondiente. La Junta Administradora podrá aprobar una disminución cuando los estudios técnicos demuestren que es factible dicha posibilidad, misma condición aplica, en caso de que se requiera incrementar el porcentaje de contribución sobre los salarios, y las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo.
 
2- Un aporte patronal del Poder Judicial de un cinco coma setenta y cinco por ciento (5,75%) sobre los sueldos y los salarios de sus servidores.

[…]

ARTÍCULO 4-Reforma a los artículos 224, 225, 227, 229 y 240 de la Ley N.° 8 del 29 de noviembre de 1937, Ley Orgánica del Poder Judicial
 
Refórmense los artículos 224, 225, 227 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.°. 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas, para que se lea según sigue:

1- Modificación al Artículo 224

Refórmese el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas, para que se lea según sigue:

Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación de conformidad con el perfil de requisitos y beneficios que apruebe mediante reglamento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde la edad para la jubilación ordinaria no podría ser mayor a la edad normal de retiro que se determine para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social; y se detallarán las condiciones de edad, años de servicio y proporcionalidad para el retiro anticipado (sin cumplir con la edad de jubilación ordinaria), el cálculo del salario de referencia y la cuantía que se otorgará sobre el salario de referencia, que no podrá ser menor al 45%. Los servidores judiciales podrán anticipar su edad de jubilación, utilizando los recursos acumulados en su cuenta del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, de conformidad con el Reglamento que dicte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

1- Modificación al Artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre y sus reformas

Refórmese el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre y sus reformas, para que se lea según sigue:

Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustarán dos veces al año por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), de conformidad con lo que apruebe la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el FPJ y los siguientes criterios:

1- Para las jubilaciones (beneficios por vejez e invalidez), el ajuste máximo a aprobar se determinará bajo lo siguiente:

a) Un 25% de la variación si el financiamiento de las pensiones en curso es menor al 80,00%.

b) Un 50% de la variación si el financiamiento de las pensiones en curso es mayor o igual al 80,00% y menor al 90,00%.

b) Un 100% de la variación si el financiamiento de las pensiones en curso es mayor o igual al 90,00%.

El financiamiento de los beneficios en curso se revisará cada vez que se desee aprobar un aumento en las pensiones y se podrá analizar de forma conjunta o por ley. La revalorización de las pensiones (beneficios por sobrevivencia) seguirán los criterios indicados según el fundamento legal que dio origen al beneficio del causante.

2- Modificación al artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre y sus reformas.

Refórmese el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre y sus reformas para que se lea según sigue:

Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de conformidad con el perfil de requisitos y beneficios que apruebe mediante reglamento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se detallará el cálculo del salario de referencia y la cuantía que se otorgará sobre el salario de referencia, que no podrá ser menor al 45%.

3- Modificación al artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre y sus reformas

Refórmese el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre y sus reformas para que se lea según sigue:

Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer o hubiere recibido el servidor judicial en caso de haber sido declarado inválido al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al cien por ciento (100%) de lo que correspondía o hubiere correspondido al causante.

Las proporciones máximas para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Fondo y la asignación individual dependerá de la aprobación de la Junta Administradora.

Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.

Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo.

SECCIÓN III

DEROGATORIA

ARTÍCULO 5- Derogación del artículo 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Deróguese el artículo 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N° 8 del 29 de noviembre De 1937 y sus reformas.

SECCIÓN V
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

TRANSITORIO I- Sobre la contribución patronal del Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional

La contribución patronal se mantendrá en 6,75% (seis coma setenta y cinco por ciento) hasta el 31 de diciembre del año en que entra en vigencia esta ley. A partir del 1 de enero del año siguiente, y el 1 de enero de cada año, la contribución patronal se reducirá de acuerdo con lo siguiente:

1- Durante los primeros tres años (años 1 al 3), la contribución patronal se reducirá en 0,05% (cero coma cero cinco por ciento) cada año.

2- Durante los siguientes seis años (años 4 al 9), la contribución patronal se reducirá en 0,1% (cero coma uno por ciento) cada año.

3- Durante el siguiente año, la contribución patronal se reducirá en 0,25% (cero coma veinticinco por ciento), de tal forma que a partir del año 10, la contribución patronal sea de 5,75% (cinco coma setenta y cinco por ciento)

En caso de que, durante el periodo de 10 años descritos en este transitorio para la reducción de la contribución patronal al Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, se determina la posible materialización de un déficit actuarial superior al 25% de las obligaciones, la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, podrá solicitar que se detenga el plan de reducción de la contribución patronal, por un plazo de 2 años, para retomarse nuevamente, una vez cumplido ese plazo. Para que la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional pueda realizar dicha solicitud, deberá haber aprobado en su perfil de requisitos, que la edad mínima para optar por una pensión por vejez no podrá ser inferior a los 60 años, con un periodo de transición y conservación de derechos, no mayor a los 5 años.

TRANSITORIO II- Sobre la contribución patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

La contribución patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, será en 14,36% (catorce coma treinta y seis por ciento), siempre que exista un faltante en el financiamiento de las pensiones en curso. En el momento en que las pensiones en curso se encuentren financiadas, la contribución patronal se reducirá en 0,18% (cero coma dieciocho por ciento) para el primer año, en 0,18% (cero coma dieciocho por ciento) para el segundo año y a partir del tercer año, en 0,25% (cero coma veinticinco por ciento) por año, hasta llegar a 5,75% para el trigésimo quinto año de reducción. En el momento en que se determine que las pensiones en curso carecen de financiamiento, la contribución patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se mantendrá constante hasta que las pensiones en curso se encuentren nuevamente financiadas, siempre que la contribución obligatoria sobre las pensiones se encuentre en 11% (once por ciento); el plan de reducción de la contribución patronal se retomará a partir del año siguiente en que las pensiones en curso se encuentren nuevamente financiadas.

TRANSITORIO III- Sobre la contribución obrera de los servidores judiciales

Durante los primeros 10 años de vigencia de esta ley, la contribución obrera sobre sobre los salarios, las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dispuesta en el 1) del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas, se mantendrá en el 13% (trece por ciento). Una vez cumplido este plazo, la Junta Administradora de dicho Fondo podrá aplicar una disminución basada en estudios técnicos que demuestren su factibilidad. Esta misma condición aplicará en caso de que se requiera incrementar el porcentaje de contribución obrera sobre los salarios, las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo dispuesto en el citado inciso 1) del artículo 236 de la ley en referencia.

TRANSITORIO IV- Sobre la modificación del perfil de requisitos y beneficios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Las personas que adquieran el derecho de pensión con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante los 24 meses posteriores a la entrada en vigencia de esta ley mantendrán el perfil de requisitos y beneficios que les corresponde de conformidad con lo establecido en la ley N.° 9544 del 24 de abril de 2018.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro del plazo de 6 meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, definirá y aprobará el nuevo perfil de requisitos y beneficios que se detalla en esta ley.

Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial “La Gaceta”.

Pilar Cisneros Gallo

Diputada”
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En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, remite oficio N° 0248- DJA-2023 del 21 de junio de 2023, en el que presenta un análisis minucioso sobre el proyecto legislativo tramitado bajo el Expediente N.° 23.733.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Manifestaciones:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, toma la palabra e indica que se deben considerar las observaciones que realizó en el documento, las cuales son las siguientes:
“(…)

1. Me preocupa que nosotros les digamos que este expediente no tiene un sustento en un estudio actuarial; pero, manifestamos que ese proyecto nos llevaría a un quiebre técnico, que no lo sustentamos también en un estudio actuarial.

2. Si nosotros pertenecemos al Poder Judicial, esa afectación que se le va hacer al FJPPJ, afecta por tanto al Poder Judicial.

3. Si bien es cierto ya me han explicado que no es posible pedir que se nos quite el cobro del 8.50% del Seguro Social, por lo menos debemos decir que si en el expediente de marras hablan de desproporcionalidad y falta de equidad, lo mismo deberíamos protestar en sobre ese cobro del 8.50% que no se le hace al IVM de la CCSS.”

- 0 -
Con base en lo anterior, los integrantes de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, concuerdan con adicionar en la versión final del documento las observaciones realizadas, por lo que la Dirección de la JUNAFO deberá incorporar en el escrito final lo indicado.
Se acuerda:	1.) Acoger el oficio N° 0248-DJA-2023 del 21 de junio de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, en el que presenta un análisis minucioso sobre el proyecto legislativo tramitado bajo el Expediente N.° 23.733, con la salvedad de que se agregue lo indicado por el licenciado Hernández Solano, y avalado por este cuerpo colegiado. 2.) Una vez incorporadas las observaciones, se autoriza a la Dirección de la JUNAFO para que remita la respuesta a la Asamblea Legislativa, a fin de dar cumplimiento a lo solicitado referente al Expediente N.° 23.733. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo correspondiente. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 654-2023
La Secretaría de la JUNAFO mediante resolución N° 0029-2023 de las diez horas treinta y tres minutos del siete de junio de dos mil veintitrés, hizo de conocimiento de la señora Xinia Loaiza Pérez, el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en sesión N° 022-2023 celebrada el 30 de mayo de 2023, articulo XVII, que literalmente dice:
“Los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N.° 0278-JP/DJA-2023 del 12 de mayo de 2023, comunicaron lo siguiente:

“A continuación, se rinde el informe con el cual se atiende la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Xinia Loaiza Pérez cédula de identidad 03-0251-0232, en virtud que el joven Ignacio Zamora González cédula de identidad 03-0506-0274 cumplió 25 años de edad.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 15 de noviembre de 2022, recibe gestión suscrita por la señora Loaiza Pérez, mediante la cual solicita el acrecimiento del monto de pensión que actualmente recibe, toda vez que el joven Ignacio Zamora González dejó de percibir el porcentaje de pensión, dado que cumplió 25 años, por lo que el beneficio que devengaba producto de la muerte del jubilado fallecido Julio Antonio González Jamienson y que compartía con la señora Loaiza Pérez, cesó.

Como antecedente, resulta importante acotar que en sesión N.º 81-16 celebrada el 30 de agosto de 2016, artículo LVI, de conformidad con lo que establecía el artículo N.° 232 de la Ley Orgánica N.° 7333 del Poder Judicial, el Consejo Superior acordó:

“…se acordó: 1.) Tomar nota del informe anterior. 2.) En razón de las consideraciones anteriores otorgar el beneficio de pensión equivalente al 100% del monto de jubilación del causante distribuido a favor de la señora Xinia Loaiza Pérez, el joven Ignacio González Zamora y a la señora Marlene Buitrago Villalobos, por su orden, compañera de convivencia, hijo y esposa del servidor judicial fallecido Julio González Jameson. La distribución será la siguiente: para la señora Loaiza Pérez el 50% y el otro 50% repartido en partes iguales entre el joven González Zamora y la señora Buitrago Villalobos (25% para cada uno). 3.) La Dirección de Gestión Humana remitirá a la brevedad los cálculos de los montos correspondientes en cada caso.”

Así las cosas, actualmente el beneficio se encuentra distribuido de la siguiente forma (con monto actualizados al I semestre de 2023):

	Número Identificación
	Beneficiario
	Parentesco
	%
Pensión
	%
Beneficio
	Monto

	03-0251-0232
	Xinia Loaiza Pérez
	Compañera
	100%
	50%
	¢1,487,477.06

	03-0238-0579
	Marlene Buitrago Villalobos
	Cónyuge
	100%
	25%
	¢743,738.53

	03-0506-0274
	Ignacio Zamora González
	Hijo
	100%
	25%
	¢739,817.50
(Suspendido el 09/11/2022) *



1. Normativa atinente al caso

De la revisión de los antecedentes del caso, se establece que el beneficio de pensión que disfruta la señora Loaiza, fue aprobado a la luz de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333, artículo N.° 232; sin embargo, de conformidad con la fecha de presentación de la solicitud de acrecimiento, la gestión debe ser atendida con fundamento en lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente y que en su artículo N.° 229 establece:

“…Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de Trabajo Social y aprobación de la Junta Administradora del Fondo.”

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 22-000619-0733-TS recibido por esta Dirección el 17 de marzo de 2023 y suscrito por la licenciada Jessica Jiménez Camacho Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Loaiza Pérez.

1. Consideraciones del caso según estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“La señora Xinia del Rocío Loaiza Pérez, costarricense, portadora de la cédula de identidad número 3-0251-0232, divorciada, pensionada como beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contabiliza 61 años de edad, cuenta con nivel educativo técnico en secretariado bilingüe y es ama de casa. Esta se constituye en la solicitante al beneficio de acrecimiento de pensión tramitado, en virtud de que el joven Ignacio González Zamora, dejó de percibir el porcentaje de pensión, dado que cumplió 25 años de edad.

En cuanto a la historia de vida de la señora Xinia, destaca que es originaria de Turrialba. De su historia familiar de origen a la fecha no cuenta con recurso de apoyo o asistencia que le represente recursos económicos o en especie a considerar para el presente proceso.

Referente al ámbito laboral, la señora Xinia ejerció en servicio al cliente durante 12 años en la fábrica Rowlings, Turrialba, último empleo estable donde permaneció, cuando decidió renunciar por un conflicto personal que trascendió a lo laboral, afectándole emocionalmente, posterior a esto, se mantuvo como ama de hogar, en el tanto, el señor Julio González Jamenson (jubilado fallecido), deseaba disfrutar su jubilación con ella.

Acerca de su vida en pareja, la señora Xinia, contrajo matrimonio con el Sr. Andrés Manuel Valverde Jiménez, a sus 29 años de edad, con quien había convivido en pareja cerca de 10 años y procrearon a sus cuatro hijos, no obstante, se divorciaron en el año 2003.

Posterior a ello, conoce al Sr. Julio González Jamenson, con quien mantuvo una relación de noviazgo por un año, deciden convivir en unión libre, no procrearon hijos en común, por lo que señala que mantuvieron una relación cerca de 14 años en pareja, la cual concluye ante el deceso del Sr. González, en el año 2016.

Durante dicha convivencia, el Sr. Julio adquirió una propiedad en Alto Varas, en la cual construyeron una casa, según Registro Nacional con matrícula (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), en esta, además, trabajaron en el terreno para sembrar diversos alimentos, en tanto era su espacio para disfrutar de la jubilación, por lo que en ocasiones permanecían por varios días en dicho terreno, realizando labores de agricultura y mantenimiento, la cual quedó a nombre de la Sra. Loaiza.

Según señala la persona valorada, el Sr. Julio tenía más de 30 años de haberse separado de la esposa, empero, no se divorció ya que, no se generaban acuerdos para finiquitar el vínculo legal.

Referente al área económica, posterior a la renuncia de la Sra. Xinia a la Fábrica Rowlings, invirtió el dinero de la cesantía con una amistad del Sr. Julio, con el fin de generar ingresos propios, empero, fueron estafados, por tanto, la persona valorada dependía de la jubilación de su pareja, lograba la satisfacción de las necesidades básicas, protección, al contar con acceso a servicios de atención médica mediante la seguridad social, así como privada y ocupando una vivienda en adecuadas condiciones de conservación, además del mantenimiento de la vivienda de esta y de la propiedad de Alto Varas.

Referente a los hijos de la persona valorada se conoce que, Jose Andrés Valverde Loaiza, suma 40 años de edad, reside en el Carmen de Cartago, soltero, sin hijos, labora como Operario de Oleoducto 2 en RECOPE, realiza pago de hipoteca, la cual se deduce de planilla, motivo por el cual señala, no colaborar con la entrevistada; Heimy Gabriela Valverde Loaiza, suma 37 años de edad, reside en Azul, Turrialba, ama de casa, viuda, no tiene hijos, depende del alquiler de una propiedad, por lo que no logra brindar aportes a la madre; Alejandro Valverde Loaiza, suma 33 años de edad, no cuenta con trabajo estable, realiza labores ocasionales en distribución de alimentos de animales, reside con la valorada y asume el pago del recibo de electricidad; Marianela Valverde Loaiza, suma 31 años de edad, soltera, labora como asistente de servicio al cliente en Dermatología Tabush en Plaza Escazú, no recibe pensión para sus dos hijos, tanto ella como los dos hijos menores de edad de esta, residen en la vivienda de la valorada.

Del núcleo se conoce acerca de la satisfacción de las necesidades afectivas, al describirse el desarrollo de relaciones positivas en el ámbito familiar, en el tanto, los nietos de la Sra. Xinia mantenían una relación cercana con el Sr. Julio quien, además, era su figura masculina, asumió un rol parental y proveedor con ellos.

Acerca del ámbito de recreación y ocio, se conoce que la Sra. Xinia y el Sr. Julio acostumbraban compartir paseos a sitios turísticos dentro del país, además de visitar la provincia de Limón, donde el señor tenía familia, invertían en el terreno de Alto Varas, donde tenían animales como cerdos, gallinas, pollos, tilapias, constantemente pasaban en esa propiedad, él sembrada vainicas, culantro, apio, chiles, pepino, yuca, plátano, banano, para consumo personal; con frecuencia solían compartir visitas a restaurantes durante los fines de semana, todo lo cual les permitía satisfacer a su vez necesidades de ocio y recreación.

Tras la defunción del señor Julio González, la Sra. Xinia continuó viviendo en el domicilio habitual, el cual, a la fecha presenta adecuadas condiciones de conservación, higiene y orden, no obstante, durante la valoración domiciliar, se observó la estructura deteriorada en las paredes, así como de un arreglo reciente en un espacio de la vivienda, donde se construyó un segundo baño completo y debió arreglar la habitación del hijo, ante la caída del cielorraso, debido a dichas condiciones de deterioro, aportó facturas de este trámite.

La vivienda se ubica en una comunidad rural, con acceso a los servicios básicos comunales y comerciales, libre de riesgos sociales notorios, en la cual la Sra. Xinia mantiene relaciones armoniosas con las personas de la comunidad.

Cabe destacar que tras la muerte del Sr. Julio, la Sra. Xinia enfrentó el duelo con el apoyo de redes familiares, señala que el nieto, Jose Alfredo, requirió de apoyo psicológico durante dos años, ante dicha pérdida significativa. Concomitante, la Sra. Xinia tramitó lo respectivo para ser beneficiaria de le pensión de quien fue su pareja, aprobándose el 50% del monto, a su favor.

Respecto a la condición de salud de la señora Loaiza Pérez, aportó certificado médico de servicio privado, emitido por el Dr. Roy Arias Leiva, donde se da a conocer padecimientos por los cuales ha sido atendida, siendo estos el (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la cual ha dejado de comprar ya que no logra accesar a la compra de esta (entre los ¢60.000 y ¢70.000).

Actualmente, el grupo familiar de la señora Xinia está constituido por esta, los dos hijos menores y los dos nietos menores de edad. Alejandro no cuenta con empleo estable, asume el pago del servicio de electricidad de la vivienda; Marianela labora en Escazú, con un salario neto de ¢550,384.46, con el cual realiza pago de alquiler en de una habitación en San José, transporte a lugar de trabajo, así como el pago de alimentación, además, asume el pago de mensualidad del colegio privado del hijo mayor, servicio de transporte para la escuela del hijo menor, por ello brinda un aporte de ¢100,000 por mes, correspondiente a la compra de alimentación de sus hijos, Jose Alfredo Gómez Valverde y Sebastián Gómez Valverde, quienes no reciben pensión alimentaria del progenitor en el tanto, estese encuentra en condición de callejización por presunto consumo de sustancias psicoactivas.

La señora Xinia solicita un acrecimiento de la pensión, en el tanto, Ignacio González ya no recibe la pensión, por ser mayor de 25 años de edad, considera que necesita este porcentaje, ya que cuenta con varios compromisos económicos, mantiene la propiedad de Alto Varas, paga el servicio de cuido de la propiedad, debe comprar insumos para el mantenimiento de esta, los cuales han sido un rubro que no ha podido atender, aunado a la situación de salud supracitada, en donde debe adquirir varios medicamentos y no ha logrado accesar al antiinflamatorio para el CUCI.

En cuanto a los actuales ingresos y egresos del hogar se observa que los ingresos líquidos corresponden a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). mensuales, mientras los egresos ascienden a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales. Siendo así los egresos mayores a los ingresos y se detallan a continuación.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Conforme a la Constancia emitida por el Poder Judicial, el ingreso líquido de la Sra. Xinia corresponde a ¢926,612.94, en el tanto, se deducen los préstamos de esta de tres Cooperativas, así como deducción por el aporte al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, Junta Administradora del Fondo, seguro social e impuesto de renta, por lo que, el ingreso líquido mensual correspondería a un total de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquido.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

A la fecha la Sra. Loaiza Pérez reporta gastos en actividades recreativas, las cuales pueden verse limitadas, así como los materiales para mantenimiento del terreno en Alto Varas, en tanto se reporta un déficit de ¢31,255,06.

A pesar de no indicarse en el presente cuadro de egresos, se da a conocer que la Sra. Xinia cuenta con tres préstamos en cooperativas, correspondiente a ¢220,494.4, los cuales se deducen automáticamente de la pensión, motivo por el cual se hipotecaron varias propiedades a nombre de esta; referente a los préstamos, se desglosa de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).”

1. Conclusiones 

· Como se indicó anteriormente, la normativa actual vigente regula la materia de jubilaciones y pensiones permite que la pensión acrezca (L.O.P.J. artículo N.° 229) para aquellos casos en que los beneficios caduquen, en este caso en específico por haber alcanzado la mayoría de edad; asimismo, da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios, por lo cual desde el componente legal la señora Loaiza Pérez se encuentra facultada para presentar la solicitud.

· De la valoración socioeconómica se destaca un ingreso total mensual del grupo familiar de la señora Loaiza Pérez es de ₡1,046,612.94 (un millón cuarenta y seis mil seiscientos doce colones con 94/100) y un total de egresos mensuales de ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) generando un déficit de ₡31,255.06 (treinta y un mil doscientos cincuenta y cinco con 06/100).

· El porcentaje que recibía el joven Ignacio Zamora González, al momento de la suspensión de su beneficio era 25% del 100% de la jubilación que recibía su padre. Sin embargo, de los antecedentes consultados, se destaca que, la señora Loaiza Pérez no pertenece al mismo grupo familiar del joven Zamora González, por lo que no ha dependido de este ingreso para solventar las necesidades de su núcleo familiar.

· Según lo concluido por la trabajadora social, encargada del peritaje de la identificó lo que a continuación se extrae:

“De la información obtenida se concluye que la señora Xinia Loaiza Pérez mantuvo un vínculo de pareja con el señor Julio González Jamenson (jubilado fallecido), cerca de 14 años, quien asumió parte de la manutención de la persona evaluada.

Al momento del deceso del señor Julio, la señora Xinia dependía económicamente de éste para la satisfacción de sus necesidades, destacando como principal ingreso el otorgado por este, motivo por el cual, se había aprobado la asignación mensual por pensión de un 50%.

Actualmente, la señora Xinia depende de dicha pensión, no cuenta con ingresos propios; en la actualidad se les dificulta el acceso a los medicamentos para desinflamación intestinal, recreación y compra de productos para el mantenimiento de la propiedad de Alto Varas, con la cual contó, estando en vida su pareja Julio.

Se conoce que dos de los hijos de la persona referida no le brindan aporte económico, el tercer hijo se encuentra desempleado y la hija menor labora en San José, aunque aporta lo referente para los hijos de esta, la señora Xinia le apoya con ¢100,000, para el pago del colegio privado del nieto mayor y cuota mensual de la escuela del nieto menor, en el tanto, los nietos han permanecido en este hogar desde su infancia y no cuentan con pensión alimentaria del progenitor, quien se encuentra en presunta condición de callejización y consumo de sustancias psicoactivas. 

Como condición de vulnerabilidad en la señora Xinia se destaca su condición de salud que la hace requerir de tratamientos médicos privados (no ha logrado comprar la Pentasa), y atención médica, así como de apoyo de terceros para realizar actividades de limpieza de la propiedad de Alto Varas, además, la vivienda de la señora se observó en condiciones de deterioro en paredes externas.”

· Es importante destacar que el hecho generador que plantearía la redistribución de la pensión sucede con la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma Ley N.° 9544), por lo que de otorgársele el beneficio de acrecimiento a la señora Loaiza Pérez sería únicamente el 5.00% del 25.00% que recibía el joven Zamora González. Lo anterior considerando que el total del beneficio por las condiciones vigentes no puede superar el 80% y actualmente los beneficios activos (doña Xinia y de la señora Marlene Buitrago) suman un 75%.

· Finalmente, en este tema se debe valorar el criterio expuesto en el oficio N.° 573-DE/AL-08 de fecha 21 de abril de 2008, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, jefa interina de la Sección de Asesoría Legal, que en lo conducente indica:

“Así las cosas, al encontrarse las pensiones dentro del Sistema de Seguridad Social, cabe recordar los principios rectores de esta materia a saber, gradualidad, solidaridad, equidad y sostenibilidad financiera. 

Dentro de este marco, es dable señalar que los planes de pensiones son creados por el Estado de manera obligatoria y se basan en el principio de "adecuación social", lo que significa que los beneficios otorgados por el sistema proporcionan una cierta calidad de vida a todos los contribuyentes; que implica un elemento redistributivo, donde se valora no solo el otorgar prestaciones que respondan a las necesidades del servidor y su familia, sino también observar la transición demográfica y financiera que permita garantizar la estabilidad del régimen. (énfasis agregado)”

1. Recomendaciones

a) En principio es relevante aclarar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228 de L.O.P.J, en este caso las correspondientes exclusivamente a la señora Loaiza Pérez y no a la totalidad del grupo familiar (hijos y nietos).

b) De la información recabada por la Trabajadora Social encargada del peritaje se muestra que la valorada es una adulta, que habita junto con dos de sus hijos (mayores de edad) y dos nietos, asimismo su único ingreso es el de la pensión que recibe y adicional los aportes de sus hijos. Asimismo, referente a los ingresos y egresos se identifica que existe un déficit por ¢21,255,06 entre ambos y que las necesidades básicas, como alimentación, servicios públicos, medicamentos, vestimenta, entre otras son solventadas en su totalidad, por lo que actualmente mantiene un estilo de vida estable. Cabe señalar que para efectos de análisis no es posible realizar proyecciones de gastos a futuro por lo que solo son objeto de estudio los actuales (incluidos por Trabajo Social).

Por otra parte, es importante señalar que de los gastos señalados en el estudio algunos pertenecen a aportes que la valorada brinda a su madre hijos nietos, los cuales no pueden considerarse para efectos del presente estudio, dado que son gastos extraordinarios a las necesidades básicas de la misma.

c) Asimismo, como bien es señalado en el apartado de conclusiones es importante evidenciar que el joven Ignacio Zamora González pertenece a un núcleo familiar distinto, por lo que nunca ha vivido con doña Xinia, lo que refuerza aún más que no existió dependencia alguna de su ingreso.

d) Así las cosas, por todo lo antes expuesto se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento presentada por la señora Xinia Loaiza Pérez. Cabe destacar que dicha recomendación se define de acuerdo con lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000619-0733-TS TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo N.° 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente para los acrecimientos de pensión.

No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)

Anexos:

Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N.° 0278-JP/DJA-2023 del 12 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remiten el análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Xinia Loaiza Pérez, en virtud de que el joven Ignacio Zamora González, cumplió 25 años de edad. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión presentado por la señora Loaiza Pérez, con base en la información del estudio de intervención N.º 22-000619-0733-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidencia que la pensión del joven Zamora González, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Loaiza Pérez, siendo que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 4.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.””
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Por lo anterior, la señora Xinia Loaiza Pérez, mediante nota del 14 de junio de 2023, presentó lo siguiente:
“En respuesta a la resolución Número 0029 del día 7 de junio del año 2023, en sesión 022-2023, documento 474-2023, me permito comunicar mi posición y solicitud.

Entiendo que en base al estudio socioeconómico presentado por la licenciada Jessica Jiménez Camacho ustedes determinaron la denegación de mi solicitud de acrecimiento planteada. Cabe al respecto destacar que supe desde la primera cita en la corte cuál iba a ser la posición de esta funcionaria, fue negativa y muy subjetiva, nunca dudó en externarme su opinión personal con respecto a mi situación familiar y otros aspectos personales que no corresponden al estudio en cuestión. Esa mañana la entrevista se tardó a eso de tres horas. Una de las primeras preguntas de la licenciada fue cuántas situaciones de infidelidad yo enfrenté en mis años de relación con Julio. Respondí que, aunque las hubiese enfrentado nunca nos separamos a lo que me preguntó que cómo las había solucionado y contesté que, conversando, por medio de la comunicación. Es esta una de las preguntas para efectos de un estudio socioeconómico. Otra pregunta fue si tengo actualmente pareja, le dijo que no y la repitió diciéndome que alguien a quien yo ayudaba. Le aseguré que no. Me llamó la atención que me repitiera que alguien a quien yo ayudo, lo cual no es cierto. 

La entrevista prosiguió con otros detalles y me preguntó acerca de mi relación con los hermanos de Julio pues ella tenía que llamarlos y entrevistarlos, a lo que le entregué sus números de teléfono y le comenté que siempre han sido como mis hermanos. En ese momento mostró un gesto de incredulidad. Curiosamente cuando llegó a mi casa y le consulte acerca de ellos, si los había llamado me dijo de manera enfática que no era necesario. Ellos han sido parte importante y testigos de las situaciones personales y económicas vividas desde que Julio estaba hospitalizado y en condición grave hasta después de su fallecimiento. Si este proceso se considera como una nueva gestión, todo esto es parte a considerar pues me generó mucho daño emocional y económico. 

Me indicó también acerca de la visita a mi casa y que llegaría sin previo aviso, yo le expliqué que cuido a mi madre de 90 años en otro barrio y durante el día pocas veces estoy en casa. Sin embargo, el día que me llamó para llegar a mi casa me dijo que ya había venido y no me había encontrado. De igual manera me lo dijo molesta.

La mañana de la visita domiciliar y una vez recorrida toda la casa, entró a mi cuarto y me dijo que hasta sombreros tengo pues vio tres en una mesita de noche, luego me dijo que tengo que exigirle a mi hijo trabajo estable y más aporte a la casa pues ella, aunque visita a su madre solo los fines de semana y tiene que cubrir gastos en Turriaba ella le ayuda mucho a su madre. La situación laboral actual de mi hijo es temporal, no labora todos los días, pero al menos recibe un ingreso para sus gastos personales y en algo colabora en casa, no considero que por ello yo deba entrar en problemas con él. También que no podía creer como mi hija podía con el salario que tenía hacer frente a tanto gasto. Me indicó que mis hijos no deben vivir conmigo, que ellos deben ser independientes, a lo que le contesté que mis hijos menores han estado en casa por siempre y aún durante mi relación con Julio, quien los respetó y ayudó. De igual manera mis nietos nacieron en casa y Julio los amó como su abuelo y siempre me dijo que los niños deberían ser nuestra prioridad dada la relación tan afectiva que tenían. No entiendo la molestia personal de la licenciada con respecto a mi núcleo familiar y la manera en la que convivimos. Aporté todos los datos solicitados de acuerdo al listado de documentos a presentar el día de la primera cita, de ellos ella me regresó un grupo importante pues no los consideró de relevancia para el estudio.

En relación a Ignacio González Zamora, este muchacho tuvo relación con Julio solamente durante sus primeros años de vida, luego por divergencias con su madre no volvieron a relacionarse sino hasta poco tiempo antes de fallecer me contó que lo había visto y saludado. ¿Por qué yo debo tener relación con Ignacio para tener derecho a su porción de pensión? Ignacio apareció en escenario cuando los dos hijos de Julio lo acercaron una vez en estado grave en el hospital. Me parece oportuno citar la negación de la licenciada a recabar información acerca de todo lo que viví durante la gravedad de Julio. La casa de Alto Varas fue saqueada, los vehículos traspasados por medio de una huella tomada de manera anormal en el hospital, el dinero del que yo era la beneficiaria retirado del banco, es un sinfín de detalles que la licenciada omitió los cuáles si me han afectado socio económicamente. De todo esto son testigos sus hermanos, algunos amigos y conocidos.

El acrecimiento es un derecho que me compete, el monto que recibo lo utilizo para cosas básicas. ¿Cuándo anoté que ayudo a mi madre, quien no lo haría en su condición de vejez y enfermedad? No cubro todos sus gastos obviamente, lo mencioné pues ella me consultó acerca de familiares a quienes apoyo. ¿Cuándo digo que mis nietos están en casa, cuál abuelita no les ayudaría? ¿No es eso básico? Un dato totalmente negativo de parte de la licenciada es anotar que yo dije que no puedo comprar mis medicamentos, solamente le comenté que son caros. No cuento con vehículo, tengo hipotecas e inclusive ya la propiedad de Alto Varas está en dación. Razones son muchas para demostrar que merezco este acrecimiento.

Considerando todos los aspectos expuestos es que de manera respetuosa solicito se me realice un nuevo estudio socioeconómico y proceso para probar de manera real mi actual condición económica la cual no corresponde para nada con el dictamen emitido por la funcionaria judicial. 

Como aspecto muy importante debo señalar que Julio se jubiló en el año 2007 con el derecho del ochenta por ciento de su salario en el momento de su jubilación. Cuando aplicamos para el derecho de pensión como beneficiarios el monto asignado a ser distribuido fue otro, por lo tanto, no entiendo por qué ahora vuelven a aplicar el artículo 9544 pues entonces significaría un cuarenta por ciento deducido en siete años. Interpreto que se señala que ese ochenta por ciento se aplica al funcionario al jubilarse, y una vez fallecido se considera ese mismo monto del ochenta por ciento, no señala este artículo que cada vez que se presente un caso como el mío se tenga que volver a considerar ese porcentaje el cuál fue oportunamente aplicado al fallecido y a nosotros los beneficiarios. Nosotros aportamos el porcentaje correspondiente determinado para el sostenimiento del sistema y régimen.” 
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Manifestaciones:
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “Me parece extraño porque hace una serie de observaciones sobre la visita y critica que la visita, y que las tres horas, en fin, se va para allá y se va para acá. Yo mantendría lo resuelto por esta Junta la vez pasada, ni siquiera lo mandaría a estudio, porque es demasiado extraño que se queje después de, por qué no se quejó en el momento sobre el servicio que se le dio.
Entonces me parece que lo conducente por lo menos en mi caso, fue lo que habíamos acordado en aquel momento de mantener, el denegar ese acrecentamiento que se tenía”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Estoy de acuerdo con don Rodrigo”. 
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, menciona: “Vamos a ver, ya se hizo el estudio, lógicamente, se definió, lo que no recuerdo es si nosotros tomamos la deliberación de acordar lo que hizo el Departamento de Trabajo Social y Psicología, si estamos a fin de eso, porque ella está como criticando el informe.
Entonces, lo que sí quiero ver es, si nosotros acogimos totalmente el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para poder tomar la decisión, o si nos alejamos de él a ver en qué proporción eso genera… Es que no recuerdo exactamente, tal vez esa parte la podemos definir de una vez, podríamos decir que estamos de acuerdo con lo que decidimos anteriormente, como dice don Rodrigo, pero si hicimos algún cambio, podría ser que sea vinculante un estudio.
Ahí está, yo estaría con la posición de don Rodrigo, mantener lo que se dispuso en su momento”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, dice: “Okey, entonces deneguemos la solicitud del nuevo estudio. Tal vez Eduardo y Diego (asesores jurídicos de la JUNAFO), nos ayuden a ampliar los fundamentos por los cuales rechazamos la solicitud de ese nuevo estudio”.
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Analizado el presente caso, es menester recalcar que la decisión que adoptó esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 022-2023 celebrada el 30 de mayo de 2023, articulo XVII, se sustentó en un informe técnico emitido en el documento N.º 22-000619-0733-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual se analizó íntegramente por parte de este cuerpo colegiado, concluyendo que de la información recabada por la Trabajadora Social encargada del peritaje, se evidenció que el joven Ignacio Zamora González pertenece a un núcleo familiar distinto, por lo que nunca ha vivido con doña Xinia, lo que reforzó la tesis de que no existió dependencia alguna de su ingreso. Es importante mencionar que las decisiones que adopte este órgano en cuanto al otorgamiento de beneficios, o en su defecto, autorizar un acrecimiento de pensión, deben estar sustentadas en información técnica que justifique el acto administrativo, situación que no ocurre en el presente caso, justificación por facto lo indicado en el documento N.º 22-000619-0733-TS, que amplía las condiciones íntegras del núcleo familiar de la evaluada, concluyendo que las necesidades básicas, como alimentación, servicios públicos, medicamentos, vestimenta, entre otras son solventadas en su totalidad, por lo que actualmente mantiene un estilo de vida estable.
Se acuerda:	En razón de todo lo anterior, se acuerda: 1.) Denegar la solicitud presentada por la señora Xinia Loaiza Pérez, mediante nota del 14 de junio de 2023, tomando en consideración que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valoró íntegramente la información aportada por la gestionante, aunado a lo anterior, sustentó la decisión en un informe técnico N.º 22-000619-0733-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, en donde se reflejó que las necesidades básicas, como alimentación, servicios públicos, medicamentos, vestimenta, entre otras son solventadas en su totalidad, por lo que actualmente mantiene un estilo de vida estable, aunado a esto, se reflejó que el joven Ignacio Zamora González pertenece a un núcleo familiar distinto, por lo que nunca ha vivido con doña Xinia, lo que reforzó la tesis de que no existió dependencia alguna de su ingreso. 2.) Con base en lo anterior, ratificar lo resuelto en sesión N° 022-2023 celebrada el 30 de mayo de 2023, articulo XVII. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc138450705]ARTÍCULO XV
Documento N° 594-2023
Conoce esta Junta Administradora, el oficio N° JD-6121/08 del 7 de junio del 2023, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina del Banco Central de Costa Rica, mediante el cual hace de conocimiento el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en sesión N° 6121-2023 del 25 de mayo del 2023, artículo 8.
En el citado acuerdo, en lo concerniente, se derogó el numeral 3 del artículo 5 del acta de la sesión 4931-1997, del 24 de octubre de 1997, mediante el cual la Junta Directiva eximió del requisito de encaje a la totalidad de las asociaciones solidaristas y a las cooperativas de ahorro y crédito. Así mismo, se modificaron las Regulaciones de Política Monetaria, en los aspectos relacionados con los requerimientos de encaje mínimo legal y reserva de liquidez, según lo estipulado.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.
[bookmark: _MON_1749034800]
[bookmark: _Hlk137221649]Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de lo dispuesto por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en sesión N° 6121-2023 del 25 de mayo del 2023, artículo 8, respecto a la derogación del numeral 3 del artículo 5 del acta de la sesión 4931-1997, del 24 de octubre de 1997, mediante el cual la Junta Directiva eximió del requisito de encaje a la totalidad de las asociaciones solidaristas y a las cooperativas de ahorro y crédito. Así mismo, de las modificaciones realizadas a las Regulaciones de Política Monetaria, en los aspectos relacionados con los requerimientos de encaje mínimo legal y reserva de liquidez. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450707]ARTÍCULO XVI
Documento N° 585-2023
El Consejo Superior en sesión N° 040-2008 del 29 de mayo del 2008, artículo XXXIII, en lo que interesa, reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la señora Rebeca González Porras, 4 años, 6 meses y 1 día, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la suma de ¢1.558.988,11 (un millón quinientos cincuenta y ocho mil novecientos ochenta y ocho colones con once céntimos).
Aunado a lo anterior, la señora Rebeca González Porras, investigadora 2 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en correo electrónico del 5 de junio del 2023, solicita lo siguiente:
“La presente es para solicitar la devolución del dinero que aporté al fondo, al momento en que trasladé los años de servicio del Ministerio de Seguridad Pública al fondo del Poder Judicial, lo anterior debido a que al momento en que realicé el traslado fue por las condiciones que para ese momento me habían ofrecido, y en vista de que ahora variaron solicito el fondo, ya que ahora esos mismos años que trasladé para una pensión anticipada, de igual forma con las nuevas condiciones que me cambiaron, debo trabajarlos, generándome así un doble perjuicio”.
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[bookmark: _Hlk126749399]Referente a la pretensión de la señora Rebeca González Porras investigadora 2 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en cuanto a que se le reintegren las sumas pagadas en su oportunidad, no es de recibo proceder con lo indicado, debido a que se aplicó la normativa vigente en ese momento la cual indicaba que el trámite de reconocimiento de tiempo se debía realizar para ambos efectos, entiéndase anualidad y jubilación de forma conjunta, siendo así que el Consejo Superior al aprobar las solicitudes, lo realizó de conformidad con el principio de legalidad, estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde reza que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, en ese momento el citado órgano debía aplicar la normativa vigente que regulaba la materia, en aras de dar cumplimiento a lo indicado en el artículo supra citado. 
Aunado a lo anterior, la normativa vigente no contempla la posibilidad de que las personas servidoras judiciales que solicitaron un reconocimiento de tiempo y que ya hayan pagado montos para ese efecto, puedan solicitar un reintegro del dinero ya cancelado, por el contrario, autorizar dicha petición, estaría fuera del marco de legalidad, la única posibilidad legal de que una persona pueda solicitar la sustracción de cuotas o dineros ya aportados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, está regulada en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero lo ahí normado no aplica en esta solicitud, debido a que el supuesto regulado es para el traslado de cuotas entre regímenes del primer pilar, cumpliendo ciertas especificaciones que el legislador plasmó en la normativa, el cual cita lo siguiente:
“(…)

Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.

La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial”.
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Como se puede observar, lo estipulado no aplica el supuesto bajo estudio, además, autorizar este tipo de gestiones, afectarían las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a que se estaría creando un pasivo actuarial considerando que los dineros ya están dentro del cúmulo de dinero de nuestro fondo.
Finalmente, esta Junta Administradora no puede realizar excepciones en cuanto al reintegro de los montos, debido a que, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo"; principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, expresa como: 
"En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación… (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia)”.
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[bookmark: _Hlk138391846]Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por la señora Rebeca González Porras, investigadora 2 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 5 de junio del 2023. 2.) Informarle a la señora González Porras, que no es factible reintegrar los montos que ya hayan sido aportados por concepto de cuotas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo cual, lo cancelado para esos efectos, se aplicará de forma integral al tiempo de servicio reconocido para jubilación.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450709][bookmark: _Toc138450711]ARTÍCULO XVII
Documento N° 626-2023
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 099-2016 del 27 de octubre del 2016, artículo XLI, en lo que interesa, reconoció para efectos de anualidades y jubilación, al licenciado Marco Vinicio Alfaro Rodríguez, 1 año, 11 meses y 3 días, laborados en el Instituto Nacional de Seguros, 4 meses y 25 días laborados en el Ministerio de Educación, 5 meses y 2 días laborados en Radiográfica Costarricense y 2 años y 9 meses laborados en el Ministerio de Hacienda, a partir del 8 de febrero del 2016, con excepción de la del Ministerio de Hacienda que es a partir del 23 del mismo mes. Lo anterior, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢20.961.236,34 (veinte millones novecientos sesenta y un mil documentos treinta y seis, con treinta y cuatro céntimos), que se le deduciría de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
[bookmark: _Hlk138393617][bookmark: _Hlk138399870][bookmark: _Hlk138394184][bookmark: _Hlk138399919]Aunado a lo anterior, el licenciado Marco Vinicio Alfaro Rodríguez, juez supernumerario de la Administración Regional de Puntarenas, en escrito del 13 de junio del 2023, solicita lo siguiente:
“[…] Por este medio presento formal solicitud se realice estudio en mi caso particular, -Marco Vinicio Alfaro Rodríguez, cédula 4-0135-0592, y se me brinde la información que a continuación requiero:

Mediante gestión realizada por mi persona, solicité reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación por el régimen de jubilaciones del Poder Judicial, Acuerdo del Consejo Superior Oficio Nº 11417-16, de fecha 1 de noviembre de 2016, de lo cual me rebajan un 10% del salario desde esa fecha; 

En lo concerniente hago la siguiente consulta y solicito me informen de manera formal lo siguiente:

1) Siendo que de manera voluntaria solicité el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones, y aún no he concluido el pago de la totalidad del monto, encontrándose aún en curso el pago, y sin que se haya concretado el requisito del pago total que se me requirió ¿Puedo, de conformidad con la determinación de mi libre voluntad, artículo 28 de la Constitución Política, solicitar dejar sin efecto la gestión que de manera voluntaria realicé en su momento, desistiendo de ello?

2) ¿En el dado caso, ya que no requeriría se consolide la gestión solicitada, podré solicitar, consecuentemente, se me haga la devolución de todo el monto pagado?.

Agradeceré mucho la respuesta pronta quedo atento y a la espera de la comunicación respectiva.

Señalo como medio para atender notificaciones la cuenta de correo electrónico: […], subsidiariamente o de manera alternativa el correo electrónico […]; y el teléfono celular […]”.
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[bookmark: _Hlk138399991]Referente a las consultas del señor Marco Vinicio Alfaro Rodríguez, se informa que, no es posible acoger en todos sus extremos la solicitud presentada, sin embargo, está en pleno derecho de gestionar la suspensión del rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido al reconocimiento del tiempo servido en las instituciones indicadas para efectos de jubilación, si a bien lo estima. Para lo cual, se le estaría solicitando a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, a fin de que sea aplicada de forma integral.
Así mismo, se aclara que no es posible proceder con el reintegro de las sumas canceladas para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, que ha hecho a la fecha, debido a que, en su momento se aplicó la normativa vigente, la cual indicaba que el trámite de reconocimiento de tiempo servido debía realizarse para ambos efectos, es decir, anualidad y jubilación, de forma conjunta.
El Consejo Superior, a la sazón, órgano que aprobaba esas solicitudes en el tiempo en que fue presentada la gestión, actuó de conformidad con el principio de legalidad estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde reza que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.
En ese momento, el citado órgano debía aplicar la normativa vigente que regulaba la materia, en aras de dar cumplimiento a lo indicado en el artículo supra citado.
Aunado a lo anterior, la normativa vigente no contempla la posibilidad de que las personas servidoras judiciales que solicitaron un reconocimiento de tiempo servido y que ya hayan pagado montos para ese efecto, puedan solicitar un reintegro del dinero ya cancelado, por el contrario, autorizar dicha petición estaría fuera del marco de legalidad. La única posibilidad legal de que una persona pueda solicitar la sustracción de cuotas o dineros ya aportados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial está regulada en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero lo ahí normado no aplica en esta solicitud, debido a que el supuesto regulado es para el traslado de cuotas entre regímenes del primer pilar, cumpliendo ciertas especificaciones que el legislador plasmó en la normativa, el cual cita lo siguiente:
“(…)

Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.

La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial”.
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Como se puede observar, lo estipulado no aplica en el caso puesto bajo estudio, además, autorizar este tipo de gestiones, afectarían las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a que se estaría creando un pasivo actuarial considerando que los dineros ya están dentro del cúmulo de dinero de nuestro fondo.
Finalmente, esta Junta Administradora no puede realizar excepciones en cuanto al reintegro de los montos, debido a que, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo"; principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, expresa como: 
"En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación… (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por el licenciado Marco Vinicio Alfaro Rodríguez, juez supernumerario de la Administración Regional de Puntarenas, mediante escrito del 13 de junio del 2023. 2.) Informarle al señor Alfaro Rodríguez, que no es posible acoger en todos sus extremos el caso puesto bajo estudio, sin embargo, está en pleno de derecho de solicitar la suspensión del rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento de tiempo servido en las instituciones indicadas para efectos de jubilación, para lo cual, en caso de que gestione la suspensión de dicho rebajo, se trasladaría la gestión a la Dirección de la JUNAFO para la suspensión del cobro, así como a la Dirección de Gestión Humana a fin de que compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, en el entendido de que no le sería reintegrada suma alguna, sino que se aplicaría de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, por las razones anteriormente expuestas. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc138397282][bookmark: _Toc138450718]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 629-2023 / 665-2023
El máster Jorge Eduardo Cartín Elizondo, secretario general del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD), en oficio N° 095-S-2023 recibido el 13 de junio de 2023, indicó lo siguiente:
“(…) hago de su conocimiento, el problema que se presentó con la carga de deducciones del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, durante los meses de abril y mayo del año en curso, lo cual es obligación nuestra, dar trámite cada mes, conforme el calendario establecido. 

A inicios del mes de abril de 2023, durante las vacaciones de Semana Santa, del personal institucional, se presentaron problemas con el cifrado del archivo de las deducciones y descifrado de los archivos cargados que se nos remiten. En cuanto al primero, no permitió generar el documento para subirlo al portal, por lo que se acude al Profesional en Informática, Ing. Juan José Monge Aguilar, quien nos brinda servicios profesionales en soporte técnico, procede a efectuar las revisiones para lograr dar con el problema, sugiere se solicite la llave pública actualizada, en razón de que tiene aproximadamente una antigüedad de 10 años, puede tener perdida la ruta y, para poder cifrar hay que instalarla de nuevo para encriptar los documentos, el profesional presume que el problema puede generarse en la configuración de la misma y, además solicitemos se nos habilite el usuario, para subir el archivo al portal. 
 
En virtud de que, durante la semana indicada, no se encontraba personal disponible, para la atención de reportes, ante la imposibilidad de la Asistente Administrativa, de poder cumplir con el trámite en el período indicado, acude al área de reportes de la Dirección de Tecnología de Información, en búsqueda de ayuda, expone la situación y se le informa que la parte tecnológica en lo que respecta a la carga de deducciones, la atiende directamente el FJPPJ. Busca otra alternativa de ayuda, de manera amable se le informa que el martes 11 de abril se habilitaría durante la mañana el portal, para que se cumpliera con el trámite, se solicita la llave y a su vez se nos habilite el sistema, lo cual se nos concedió, en esa fecha el Ing. Monge Aguilar por su parte, se contacta de manera remota, con el Ingeniero Informático institucional, Kevin Salazar, se trabaja el problema y finalmente se logra subsanar el error en el cifrado de archivos, no así subir el archivo al portal, en razón de que el plazo había vencido. 

En el mes de mayo, nuevamente surgen los problemas de cifrado y descifrado de archivos, se tuvo comunicación vía remota con el funcionario Kevin Salazar. En varias ocasiones, se nos indicó que los problemas son ocasionados por parte de SITRAJUD, luego de un minucioso trabajo, finalmente se logra determinar que los mismos son generados a nivel institucional. Por otra parte, en el último incidente que se presentó, se generó dudas, en razón de que se evidenció la falta de comunicación por parte del FJPPJ con SITRAJUD, por cuanto fue hasta ese momento que se encontró y se tuvo noticia de la variante de entidad, que de ser FICO pasó a ser FJPPJ, lo cual puede considerarse como un detalle menor, pero importante ese cambio, que oportunamente no fue notificado. 
 
Es importante resaltar que, la situación comentada, generó que el Sindicato tuviera que incurrir en una serie de gastos, en razón de que no se cuenta con un plan B por parte de FJPJ, para la asistencia de soporte técnico, en caso de que el personal institucional se encuentre de vacaciones. 

Dos cosas preocupan a este Sindicato: 
 
1). Qué durante el período de vacaciones por cierre institucional, no se cuente con un funcionario en disponibilidad, que atienda cualquier tipo de problema, que pueda presentarse con la carga de deducciones. 
 
2). Lo manifestado por el profesional Salazar, en el sentido de que la prioridad en cuanto a la atención de soporte técnico, son las oficinas institucionales, lo cual no es de recibo, por cuanto debemos cumplir con la atención y servicio que brindamos a las personas trabajadoras judiciales. 
 
Considera el suscrito que, como Organización tenemos el derecho a que se nos brinde el respectivo servicio, aún más tratándose que el problema pueda ser generado por los sistemas institucionales”.
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En relación con el oficio supracitado, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el licenciado Jossimar González Gordon, coordinador de la Unidad de Tecnología de la Información, ambos, de la Dirección de la JUNAFO, en oficio N° 238-DJA-2023 del 20 de junio del 2023, manifestaron:
“Para que se haga de conocimiento del cuerpo colegiado que usted preside, en forma atenta se comunica que fue recibido en la Dirección de la JUNAFO el oficio N.° 095-S-2023 remitido el día 06 de junio de 2023 por la SITRAJUD, en el cual se hacen una serie de afirmaciones y solicitudes que se consideran deben ser aclaradas por parte de la Administración, para la toma de decisiones de esa estimable Junta Administradora. 

En relación con lo señalado por la entidad deductora, esta Dirección expondrá un recuento de aspectos importantes a considerar y los hechos suscitados sobre dicha gestión: 

1. La Dirección de la JUNAFO orienta técnica y operativamente a las Entidades Deductoras en la configuración del software que se requiere para el encriptado y desencriptado de deducciones a las personas jubiladas y pensionadas, esto mediante la remisión del manual técnico y llaves respectivas. No así, la Dirección se encarga de la configuración de equipos de terceros, ya que se sale de nuestro alcance y responsabilidad. 

2. Que la computadora anterior de la SITRAJUD donde trabajaban los archivos funcionaba correctamente para el proceso de carga de deducciones, fue el cambio y configuración del nuevo equipo el que generó el fallo y por temas circunstanciales de Semana Santa esta Dirección se encontraba en cierre colectivo de vacaciones. 

3. Por otra parte, el Sr. Kevin Salazar Madrigal, profesional en informática de la JUNAFO y el Sr. Monge Aguilar, informático que brinda servicios profesionales a la SITRAJUD, configuraron finalmente el nuevo equipo, y todo quedó en orden, sin embargo, es importante aclarar que lo indicado sobre el mes de abril de 2023, donde no lograron cargar en tiempo y forma los archivos, es debido a que la configuración tardó más de lo esperado, y no es que se debe a un error de los sistemas de la JUNAFO, si no a un tema meramente del equipo informático del Sindicato. 

4. Que, para el mes de mayo de 2023, la SITRAJUD cifran bien los archivos, pero no descifran (Procesos de deducciones), por lo que el Sr. Salazar Madrigal vuelve a ayudarles con la configuración, e incluso configura en su propia computadora todo lo respectivo según el manual de instalación facilitado, y esta funciona correctamente como a todas las demás Entidades Deductoras. 

Puntualmente del oficio: 

“Dos cosas preocupan a este Sindicato: 
1). Qué durante el período de vacaciones por cierre institucional, no se cuente con un funcionario en disponibilidad, que atienda cualquier tipo de problema, que pueda presentarse con la carga de deducciones.” 

Respuesta: 

Es importante indicar que en la Dirección de la JUNAFO existen planes de vacaciones establecidos, los cuales buscan el esparcimiento de los y las colaboradoras, es por ello que para este cierre colectivo se tomó la decisión de que todos y todas tomaran su disfrute de vacaciones siempre y cuando no existiese un aspecto de urgencia que limite a las personas a no poder irse de vacaciones y situaciones como estas son impredecibles y poco usuales, ya que como bien se indicó existen manuales de configuración que todas las entidades disponen y aplican de oficio con regularidad.

“2). Lo manifestado por el profesional Salazar, en el sentido de que la prioridad en cuanto a la atención de soporte técnico, son las oficinas institucionales, lo cual no es de recibo, por cuanto debemos cumplir con la atención y servicio que brindamos a las personas trabajadoras judiciales.” 

Respuesta: 

La Unidad de TI de la JUNAFO considera que esta afirmación se tergiversó, ya que hay que indicar que la Unidad de TI de la JUNAFO no atiende personal externo de la JUNAFO, por lo que su prioridad es la JUNAFO y su equipo administrativo mas no terceras personas, ahora bien, dicha Unidad apoya 100% las gestiones del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y por ende indirectamente apoya a las Entidades Deductoras, pero en ningún momento se indicó que la SITRAJUD no eran prioridad, siempre hemos trabajado en pro de un mejor servicio. 

Adicionalmente, en relación con el comentario que indica: 

“…Por otra parte, en el último incidente que se presentó, se generó dudas, en razón de que se evidenció la falta de comunicación por parte del FJPPJ con SITRAJUD, por cuanto fue hasta ese momento que se encontró y se tuvo noticia de la variante de entidad, que de ser FICO pasó a ser FJPPJ, lo cual puede considerarse como un detalle menor, pero importante ese cambio, que oportunamente no fue notificado.” 

Al respecto, es importante mencionar que la JUNAFO tiene la administración del régimen de jubilaciones y pensiones desde finales de enero de 2020 y el traslado del recurso humano en una oficina especializada se da a partir del abril de 2021, siendo que este cambió es transparente para las entidades deductoras, hecho que se denota en que es hasta casi 2 años después se presenta una situación como la que se expone.

Se deja rendido el respectivo informe con el bien de que si a bien lo estima se brinde a la entidad SITRAJUD, respuesta a la gestión presentada”.
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Manifestaciones:
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Si me permiten, es que hay un asunto administrativo en este caso, pero a mí me gustaría ver, es que hay un asunto de deducciones, entonces, ¿qué pasa si vuelve a suceder eso mismo?, es decir, ¿cómo se subsana ese tema?
SITRAJUD está mandando una nota a la Administración, lo que sí veo es que es con un tiempo muy posterior, ¿verdad?, entonces tal vez que Oslean explique un poquitito qué medidas se tomarían si vuelve a suceder algo así, similar. No tanto en el contexto de lo que solicitan, pero sí, desde el punto de vista administrativo es importante ¿cómo se subsanaría un tema de esos?”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, aclara: “Bueno, voy a atender primero esta última consulta de don Parris. Esta situación, se presenta hasta ahora porque hasta ahora presenta la queja el Sindicato, es una situación que se presentó durante la Semana Santa del presente período 2023, donde el Sindicato de todas las entidades deductoras fue la única entidad deductora que no hizo la carga correspondiente antes de Semana Santa, todas las demás lo pudieron hacer y no hubo inconveniente.
Durante Semana Santa, al ver que se le acababa el tiempo, llaman desesperados en Semana Santa, vuelvo y repito, cierre colectivo, no había ninguna persona laborando, me contactan a mi teléfono celular privado para ver cómo hacemos porque se les acaba el tiempo. Entonces, se les brinda un espacio la siguiente semana después de Semana Santa, porque, okey, está bien, no se corrieron las fechas y no se les informó a las entidades deductoras, tal vez pecamos y el error de la Administración fue pecar en creer que era lógico y de conocimiento común, que durante el período de cierre colectivo en Semana Santa no iba a haber personal de la Dirección trabajando que brindara soporte, consideramos que eso era así.
El error nuestro fue no haber hecho un comunicado y decirles, durante Semana Santa no vamos a trabajar. El tema es que, entonces, se le habilita al día después de Semana Santa, para que efectivamente estas personas que, por cierto, fue un martes, porque el lunes era 11 de abril, era feriado ¿verdad?, entonces, Semana Santa más el feriado del 11 de abril cayeron consecutivos, y eso retrasaba la generación del pago de planillas.
Se les dio un espacio y tuvieron inconvenientes, por un tema de llaves de acceso y etcétera, esta situación generó alguna inconformidad, se habló y se le brindó una solución a la entidad deductora en ese momento, pero vuelvo y repito, es hasta el mes de junio cuando la entidad, presenta esta queja.
En todos los procesos, ustedes tienen que saber que nosotros realizamos todos los meses, se abren procedimientos para carga de deducciones por parte de las entidades deductoras en general, son más de 50 entidades deductoras que cargan operaciones a nivel de los jubilados y pensionados del Poder Judicial, todas esas situaciones se solucionan, no digo que no hay problemas, sino que hay situaciones donde muchísimas veces se corrigen por temas de un error de digitación de números de cédula o que hay un error en las claves de usuario de la persona que debe cargar la deducción, etcétera, esas situaciones son normales y esta, es la primera queja que se nos presenta de una entidad deductora, por un servicio que, en realidad, a la JUNAFO no le genera ningún beneficio, es un servicio que se le brinda más bien a nuestros afiliados con la intención de que se mantengan al día con sus operaciones.
Lo cierto del caso es que, a pesar de las respuestas que se le otorgan y que se le brindan a este Sindicato, decide elevar siempre la queja y decide elevarlo ni siquiera con nosotros, sino que lo hace directamente a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial - DTI, y la DTI nos hace llegar a nosotros esta queja. En el oficio que les estamos respondiendo, les estamos explicando cuál fue la situación más o menos que se brindó, el apoyo que se le dio a estas personas y que efectivamente se pudieron realizar las cargas respectivas posteriormente.
¿Qué detectamos con este caso?, bueno, que el vicio que tuvimos, para ser de totalmente transparentes don Parris, fue suponer que era de común conocimiento, que la Dirección de alguna no brindaba soporte, no iba a estar trabajando durante las etapas de cierre colectivo y pareciera que de ahí se guindan, para decir, bueno, es que yo tenía tiempo hasta el tres del mes, el tres de mes cae miércoles santo y yo trabajo miércoles santo, aunque usted no trabaje yo sí trabajo y me tiene que dar el soporte, básicamente, por ahí es donde ha venido el tema de la queja.
Lo cierto del caso es que, de todas las entidades con las que hacemos cargas deductoras, realmente, no es que no se den problemas, sino que todos los problemas son solucionados inmediatamente, se les brinda un servicio para que las entidades puedan realizar la carga sin ningún inconveniente, y mensualmente, vuelvo y repito, son más de 50 entidades las que se están atendiendo a lo largo y ancho de todo el país, entonces, esto viene siendo como el puntito negro, realmente en la sábana blanca. Gracias”.
El integrante Quesada Madrigal, indica: “Si entiendo don Oslean, eso pasa y bueno, ha pasado en otros sectores sumas giradas de más, y han pasado situaciones en las deducciones, pero diría que nosotros como Junta Administradora podemos recomendar lo siguiente, usted ya lo dijo y eso es lo que quería proponer, pero quería escucharlo primero.
Nosotros, a pesar de que somos parte del Poder Judicial no somos parte, es decir, hay un juego ahí interesante, nosotros hacemos funciones de pago en pensiones y jubilaciones, y hacemos funciones de deducciones también. Por lo tanto, nosotros tenemos que tener cuidado cuando hay cierres colectivos, para poder independientemente replicar lo que dice el cierre colectivo que acuerda el Consejo Superior y que genera la Dirección de Gestión Humana, ahí es donde tenemos que cuidarnos en salud. 
La propuesta mía para esta Junta Administradora y para la Administración de la JUNAFO, es que hacer con anterioridad a los cierres colectivos, ya sea semana santa o en diciembre, mandar la circular a título personal de JUNAFO, porque nosotros sí hacemos el cierre colectivo igual que el Poder Judicial, entonces, vean ustedes que aquí hay algo que pareciera que está de más, pero no está de más.
¿Por qué no está de más?, por la independencia que tiene este órgano como tal, entonces, sí es importante empezar a hacer ese tipo de cosas como órgano prácticamente independiente del Poder Judicial, pero pertenecemos al Poder Judicial, sabiendo ya esas diferencias, debemos de hacerlo así, entonces, que la gente sepa que si no manda tiempo los cierres de planilla o los cierres de deducciones o lo que corresponda, las 50 organizaciones sepan que estamos en ese interín asumiendo lo que es el cierre colectivo donde corresponda, ya sea Semana Santo o diciembre que son los períodos así.
Entonces, eso hay que hacerlo para nada más simplemente decirles, mira, aquí nosotros mandamos la circular número tal indicando esto y punto, si ustedes no lo hicieron en el tiempo correspondiente todo, es un tema de ustedes, pero eso hay que hacerlo, es decir, eso tiene que quedar ya como un procedimiento estructurado para esos cierres colectivos de parte de JUNAFO, no que se interprete a nivel Poder Judicial, no es lo mismo, porque no nos ven igual y a veces sí, entonces, mejor nosotros cuidarnos en salud y la Administración debería cumplir esta propuesta que estoy diciendo para ver si están de acuerdo, porque con eso salvamos mucha responsabilidad.
Porque sé que siempre pasan cosas, siempre algo sucede, en deducciones o en cobros o lo que fuese pasan ese tipo de cosas, entonces, más bien la propuesta va encaminada en qué esta Junta Administradora propone que la Administración de la JUNAFO genere esas circulares en el tiempo correspondiente indicándole al conglomerado la situación especial por el cierre colectivo que corresponda. Eso era don Juan Carlos, gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces, este punto sería el tres y el tres pasaría a cuatro”.
Los demás integrantes de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial manifiestan estar de acuerdo con la propuesta indicada por el integrante Quesada Madrigal.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de la situación expuesta por el máster Jorge Eduardo Cartín Elizondo, secretario general del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial - SITRAJUD, en oficio N° 095-S-2023 recibido el 13 de junio de 2023 referente a la carga de deducciones del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, durante los meses de abril y mayo del 2023. 2.) Tener por recibido y aprobado el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el licenciado Jossimar González Gordon, coordinador de la Unidad de Tecnología de la Información, ambos, de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 238-DJA-2023 del 20 de junio del 2023, en respuesta a lo indicado por el máster Cartín Elizondo en oficio N° 095-S-2023. 3.) Hacer una atenta instancia a la Dirección de la JUNAFO a fin de que emita las circulares correspondientes al cierre colectivo de la oficina por motivo de Semana Santa y fin de año, y se comunique al conglomerado en tiempo y forma. 4.) Trasladar este acuerdo a conocimiento de SITRAJUD y de la Dirección de la JUNAFO para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XIX
Documento N° 642-2023
La señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, mediante oficio N° JD-6124/06 del 14 de junio del 2023, remite el acuerdo tomado por la citada Junta en el artículo 6 del acta de la sesión 6124-2023, celebrada el 14 de junio del 2023, el cual en su parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

dispuso por unanimidad y en firme:

reducir el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 50 puntos base, para ubicarla en 7,0% anual a partir del 15 de junio del 2023.”
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene la solicitud:
[bookmark: _MON_1748966292]
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6124/06 del 14 de junio del 2023, en el cual informan sobre la reducción del nivel de la Tasa de Política Monetaria en 50 puntos base, para ubicarla en 7,0% anual a partir del 15 de junio del 2023, de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley N° 7558. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como de los Comités de Inversiones y de Riesgos, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397278][bookmark: _Toc138450716]ARTÍCULO XX
Documento N° 608-2023
La señora Bertilia Margarita Gutiérrez Villafuerte, mediante escrito presentado el 8 de junio del 2023, solicitó lo siguiente:
“(…) les pido atentamente que por favor sea excluida mi pensión o mi persona del archivo que remite cualquier institución bancaria o cooperativa a esta dependencia para aplicar deducciones sobre la pensión a mi nombre, pagos que realizare personalmente a la dependencia respectiva.

Esta solicitud es formal y definitiva, amparada en la Ley Costarricense, Constitución Política, y específicamente en virtud del Código Civil artículo 984, inciso 1 y 2.

"ARTÍCULO 984.- No pueden perseguirse, por ningún acreedor, y en consecuencia no podrán ser embargados ni secuestrados en forma alguna:

1) Los sueldos, en la parte que el Código de Trabajo los declare inembargables.

2) Las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias."

La ley es clara en mencionar que este tipo de retenciones, como la que se está dando en este caso, son indebidas e improcedentes y además con este tipo de acciones se está violando el inciso g) del artículo 3 de la "Ley Integral para la Persona Adulta Mayor

"g) La pensión concedida oportunamente, que le ayude a satisfacer sus necesidades fundamentales, haya contribuido o no a un régimen de pensiones."

Y adicional, el tipo de rebajo que están realizado es de carácter obligatorio únicamente para los deudores, caso contrario sobre los fiadores, por lo cual el acreedor debió de realizar el debido proceso de cobro, y un juez ordenar a quien y como aplicar embargos, lo cual esta dependencia a aplicado a todas luces mal, creado un daños y perjuicios a los fiadores.

Indicado lo anterior, y de la forma más respetuosa amparada en ley, es que rechazo que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como cualquier otra institución encargada de la administración de mi pensión; retenga mi dinero como pensionada por medio de convenios o acuerdos que tienen con diferentes entidades y de los cuales nunca he firmado para que se realice, simplemente he sido fiadora (por lo cual todo dinero que se me haya rebajado indebidamente, se realizara el trámite judicial correspondiente para su devolución, en contra de la persona y/o departamento que dejo a un lado la leyes para proceder ilegalmente a esta situación), reitero mi solicitud para que se elimine de forma inmediata el rebajo automático que se realiza actualmente a mi pensión a favor de Coopeande, Coopemapro, o cualquier otra.

Se adjuntan copia de pagarés, en los cuales solamente se indica mi persona como fiadora, y donde se indica claramente que cualquier rebajo por convenio es solamente para el deudor.

Para notificaciones señalo: (…)” [sic]
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Relacionado a este tema, es menester mencionar que las deducciones a las cuales apunta la señora Bertilia María Gutiérrez Villafuerte nacen de obligaciones crediticias adquiridas con otras entidades financieras, aplicando su autonomía de voluntad para contraerlas, sobre esto, es importante detallar que el concepto de autonomía es empleado para significar la "facultad de gobernar las propias acciones, sin depender de otro", quien goza de autonomía es el que puede darse, así mismo, las formas de autorregular su conducta, el carácter de autónomo implica autogobernarse, en ese sentido, las obligaciones contraídas por la señora Gutiérrez Villafuerte fueron establecidas bajo esta premisa.
Los contratos que firmen las personas con entidades crediticias están regulados por las voluntades de las partes (siempre y cuando no contraríen las leyes), tanto en las prestaciones de este, como en los lineamientos que se establezcan dentro del contrato, debido a esto, el fiador se compromete con el acreedor a pagar por el deudor, si éste no lo hace. Es así que, cuando el fiador autorice una deducción voluntaria de sus ingresos, es porque así lo solicitó bajo su facultad de gobernar las propias acciones, en aplicación del Principio de Autonomía de la Voluntad, esto se aclara, en razón de que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, no es parte de ninguna forma en los contratos de cualquier tipo que celebren las personas jubiladas y pensionadas, aclarando, que la Dirección de la JUNAFO no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, es decir, no media como parte de los contratos, solo brinda el servicio a las entidades deductoras.
Así mismo, la pensionada, de conformidad con el dictamen de la Procuraduría General de la República C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, puede gestionar ante las entidades deductoras la no aplicación de los rebajos voluntarios pactados, teniendo presente que no se podrán aplicar contra la voluntad de la persona interesada, deducción alguna a su jubilación, sin embargo, se aclara nuevamente que la Dirección de la JUNAFO no aplica esas deducciones, las realiza cada una de las entidades, conforme al consentimiento de las partes en la formalización del contrato, por lo que la señora Gutiérrez Villafuerte debe externarle a la entidad respectiva, que no desea realizar o continuar realizando las transacciones que considere, mediante esa metodología, siendo competencia de las partes acordar lo que corresponda.
Se acuerda:	Con base en los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la gestión de la señora Bertilia María Gutiérrez Villafuerte, pensionada judicial, presentada mediante escrito recibido el 8 de junio del 2023, donde solicita al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, abstenerse de realizar cualquier rebajo de instituciones bancarias o cooperativas sobre su pensión. 2.) Indicarle a la señora Gutiérrez Villafuerte, que esta Junta Administradora no media en este tipo de asuntos, debido a que el objeto de la presente solicitud es de carácter personal, por lo anterior, en caso de tener alguna disconformidad, deberá gestionar lo pertinente con la entidad en donde formalizó la operación crediticia. Asimismo, se le informa a la gestionante que las decisiones que toma esta Junta Administradora sobre este tema están apegadas al ordenamiento jurídico, véase el voto N° 7515-2008 emitido por la Sala Constitucional, en donde estipula que el proceder del Departamento de Financiero Contable no es arbitrario, debido a que el gestionante otorgó su consentimiento para las respectivas deducciones. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397280][bookmark: _Toc138450720][bookmark: _Toc138450724]ARTÍCULO XXI
Documento N° 613-2023
El jubilado judicial Gustavo Chen Quesada, mediante correo electrónico recibido el 8 de junio de 2023, solicita literalmente lo siguiente:
“(…) Me permito hacer algunas apreciaciones para que sean consideradas como complemento a las tenidas por ustedes.

1) El lunes 8 de mayo de 2023, la Corte Plena del Poder Judicial aprobó la nueva escala de Salario Global. Ésta viene a sustituir la escala salarial tradicional. 

En la agrupación "Operativa Auxiliar" se define un Salario de ₡544.486 para el puesto de "Auxiliar de Servicios Generales". Este es el Salario Global más bajo a pagar en la Institución y sustituye el salario base más bajo pagado en la Institución. Ello implicaría que el escalamiento a emplear para el cobro de la Contribución Especial Solidaria (C.E.S.) cambiará por ser, el Salario Global, mayor al salario base más bajo pagado bajo el esquema tradicional de ₡433.800. 

Actualmente, el cobro del CES se hace a partir de los ₡2.602.800 aplicando escalamiento. Con el monto de salario global más bajo aprobado por Corte Plena, el nuevo límite inferior a partir del cual se cobrará esa deducción será de ₡3.266.916. Sea no pagarían C.E.S las jubilaciones y pensiones cuyos montos brutos sean inferiores a ese límite.

En este sentido, les solicito se hagan los estudios correspondientes a fin de determinar la pertinencia se hacer el aumento del monto mínimo por el cual se cobra el CES y el ajuste de toda la escala asociada en concordancia con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Si cambia la nueva escala tomando en cuenta el nuevo Salario Global daría justicia, principalmente, para las jubilaciones y pensiones medias.

2) En esa labor de lograr una cada vez mayor solidez de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial convendrá la inclusión, en el proyecto de Ley que se está elaborando por parte de ustedes, el cambio del orden de prelación de tal forma que la deducción de CES se haga primero que el Impuesto sobre la renta.

Ello hará que las jubilaciones y pensiones altas y otras que no pueden ser sometidas a deducciones mayores al 50% trasladen, integro y prioritariamente, el CES al Fondo dejando "sobrante" de ese 50% para el Impuesto sobre la Renta. Ello es transparente para las jubilaciones y pensiones altas, favorecerá al fondo y el Impacto en las arcas de EL ESTADO no serán significativas.

3) Se ha propuesto que el ajuste a las jubilaciones y pensiones se haga aplicando sólo el 50% de la variación de Índice de Precios al Consumidor.

Ello no es conveniente, no sólo por la flagrante pérdida del poder adquisitivo de las jubilaciones y pensiones en el tiempo, sino porque sería inconstitucional. Esto último porque otros sistemas de pensión como el existente para el Magisterio tienen en su normativa vigente el ajuste a las pensiones, en curso pago, por inflación como en nuestro sistema actual. Si se propone y aprueba la propuesta de aplicar el 50% del cambio de Índice de precios al consumidor a nuestras jubilaciones y pensiones, se violará el principio de igualdad que resguarda la Constitución Política debido a que otros sistemas jubilatorios no tendrán es procedimiento, como el del Magisterio. La desigualdad en los ajustes debe evitarse. 

4) Debe evitarse que los estudios actuariales supongan una Esperanza de Vida altísimo o sea significativamente superior a la que tiene en el país al momento de generar los análisis. En el pasado, al Sistema Jubilatorio del Poder Judicial se le han realizado estudios actuariales tomando como base una Esperanza de Vida ridículamente alta. Ese fue en caso del que se tomó para justificar la reforma del 2018; se tomó 90 años como esperanza de vida.

Para explicar la importancia de tomar la Esperanza de vida al momento del estudio actuarial es importante conocer aspectos relacionados. 

Este indicador se basa en los índices de mortalidad de años anteriores y es una estimación bajo el supuesto del "Ceteris Paribus" (si todo continúa igual). 

Para las personas que nacieron en 1963, por ejemplo, la esperanza de vida era de 44 años. Sin embargo, el supuesto subyacente de utilizar valores mayores como los recientemente calculados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) es que las cosas después de ese año mejoraron (nuevas técnicas de tratamiento, acceso a mejores alimentos, mayor conocimiento, etc) que produce una mejor calidad de vida aumentado la supervivencia, por ello, muchas personas nacidas en épocas de Esperanza de Vida baja, hoy superan ese límite inicial. 

Sin embargo, existe un argumento en contrario e igualmente válido de que los organismos biológicos tienen una etapa vital de formación y crecimiento inicial, en la cual, si las condiciones no son buenas, pueden los individuos sobrevivir, pero no con la robustez que lo hubiesen hecho con mejores condiciones. Imaginen una planta que se siembra en terreno pobre y con poco riego. Ahora compárela con otra sembrada en terreno fértil y cantidad de agua adecuadas. Ya se puede imaginar lo que ocurre.

Los primeros años son determinantes y ello es lo que ocurre a las nacidas en épocas de mayor adversidad; puede que estén todavía con vida pero las condiciones serían mejores si hubiésemos nacido en una época con la tecnología de hoy. 

Por eso, estoy convencido de que jubilarse a los 55 o 60 es adecuado para los que nacimos en épocas cuando las condiciones eran inferiores a las actuales.

6) La Junta Administrativa debe mejorar la estrategia comunicativa para dar mayor alcance y solidez a los mensajes.

Es muy importante la visita regional que se hizo y se hace, pero el mensaje debe complementarse, a mi parecer. Explicar, por ejemplo, con cifras la ventaja de pertenecer a nuestro Fondo contra trasladarse al IVM es pertinente ante esa perspectiva de un sector del Poder Judicial que lo plantea. Calcular la jubilación neta y compararla con la posible a obtener en IVM para un mismo Salario Promedio es útil para mostrar que aún y con las leoninas condiciones actuales se mantiene ventaja sobre la pensión del IVM.

Además, la frecuencia o repetición de mensajes debe aumentar. A mayor repetición aumenta la asimilación de lo comunicado. 

7) Finalmente me permito hacer de su conocimiento mis apreciaciones sobre el Proyecto Legislativo 23625 suscrito por don Rodrigo Arias.

Como aspecto negativo, se propone que sólo se podrán jubilar en el Poder Judicial las personas servidoras y funcionarias tengan 65 años. Sea, se eliminaría la posibilidad de jubilación por la combinación de edad y años de servicio. Ya no tendría importancia el tiempo de servicio eliminando las jubilaciones anticipadas. Sea, el proyecto no toma en cuenta el desgaste diferenciado tenido por algunos puestos como los oficiales del Organismo de Investigación Judicial y les impide jubilarse antes de los 65 al alcanzar el tiempo de servicio por sobre la edad. Ello contrasta con el modelo actual y los anteriores a la reforma del 2018, donde existe la posibilidad de jubilarse por años de servicio.

Otro aspecto preocupante es el procedimiento para el ajuste por costo de vida de las Jubilaciones y Pensiones. Se hará una vez al año (no como ahora cada semestre) tomando la inflación interanual (actualmente es el último cambio inflacionario semestral). Así es menor el ajuste por pérdida de valor adquisitivo de los montos por Jubilación y Pensión en curso de pago. 

Además, da potestad a que ese ajuste sea menor al cambio en la inflación interanual. Y no como ahora que no puede ser menor al cambio en el Índice de Precios al Consumidor. Por ejemplo, si la inflación interanual es del 2%, puede darse un aumento a los beneficios menor a ese porcentaje, inclusive puede ser 0%.

No obstante, lo anterior como aspectos positivos están:

- No toca el aporte patronal e iguala el aporte estatal al de IVM. Se respeta que el aporte patronal no sea menor al de los trabajadores.
- Mantiene el tope actual de jubilación.
- Mantiene que las jubilaciones NETAS sean mayores a las del IVM, como ocurre ahora.

Solo me resta indicarles que quedo a su entera disposición para lo que a bien estimen sobre lo indicado en este correo, por lo pronto de ustedes muy cordialmente.

(…)”.
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Manifestaciones: 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, menciona: “Eso es igual a una propuesta que había hecho don Rodrigo Arroyo, integrante de la JUNAFO, y creo que lo que tiene que hacer la Dirección es hacer el cálculo nuevo de los montos del límite a cobrar”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “En la misma línea que don Arnoldo en la primera parte, este tema está siendo analizado por los compañeros de la Asesoría Jurídica, tanto por don Diego como por don Eduardo, porque recordemos que ustedes solicitaron un criterio de si esa interpretación es correcta.
Hay que recordar que en el Poder Judicial siguen existiendo dos formas de pago salarial, uno con base más componentes y otro con salario global, entonces mientras existan ambas metodologías, realmente no debería aplicarse, a mi criterio personal, esta modificación, pero para eso está siendo analizado. 
Respetuosamente sugiero que, trasladen esto a la asesoría jurídica para que, junto con el criterio que previamente se les había solicitado, se pueda definir si aplica o no, y una vez, si ustedes acogen el criterio y sí aplica, ahora sí, instruir a la Administración para que corrija lo que necesite, lo que yo entendería es que todavía no se puede interpretar que lo que dice don Gustavo sea cierto”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, refiere: “Muy bien, entonces la propuesta sería, previo a pronunciarnos sobre la solicitud del jubilado judicial Gustavo Chen Quesada, se remite su solicitud a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO para que nos emita un pronunciamiento al respecto”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar criterio a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre la solicitud presentada por el señor Gustavo Chen Quesada, jubilado judicial, mediante correo electrónico recibido el 8 de junio de 2023.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc138450722]ARTÍCULO XXII
Documento N° 607-2023 
El licenciado David Alberto Fallas Redondo, juez 5 del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, mediante escrito del 07 de junio de 2023, solicita literalmente lo siguiente:
[bookmark: _Hlk138384371]“Por medio del presente, el suscrito, David Alberto Fallas Redondo, titular de la cédula de identidad número 1-0835-0935, mayor, casado, abogado, vecino de Cartago, en mi calidad de Juez de Apelación de Sentencia Penal, de la manera más atenta y respetuosa acudo ante ustedes para solicitar mi inmediato traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante, el Fondo) al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense de Seguro Social (en adelante, el Régimen del IVM), la devolución de la diferencia de la cuota obrera que se me ha rebajado como aporte al Fondo y la que debe rebajarse como aporte al Régimen del IVM, así como el cese inmediato del cobro de la comisión por gastos administrativos para la Junta Administrativa del Fondo y la devolución de lo que se me ha cobrado por ese rubro desde 2018.

Lo anterior, con base en los siguientes HECHOS:

1. Laboro para el Poder Judicial desde el 1 de marzo de 1999 y desde entonces, de manera continua, se me ha rebajado del salario bruto, la cuota obrera correspondiente al aporte para el Fondo.

2. Al inicio de mi servicio en el Poder Judicial, el porcentaje que se me rebajaba del salario bruto como cuota obrera para dicho Fondo era del 9%.

3. Actualmente, a raíz de distintas reformas legales y decisiones administrativas del Poder Judicial, el porcentaje que se me rebaja del salario bruto como cuota obrera para dicho Fondo es del 13%.

4. Antes de laborar para el Poder Judicial, trabajé en la Defensoría de los Habitantes de la República, donde coticé para el Régimen del IVM y en éste permanecen las cuotas (tanto obreras como patronales) generadas entre el 1 de marzo de 1995 y el 31 de enero de 1999.

5. Hoy día, mi salario está "congelado", es decir, no se incrementa por ajustes conforme a la elevación del costo de la vida y, además, ha sido afectado por las reglas del "salario global".

6. Adicionalmente, estoy expuesto a que, en caso de jubilarme por el Fondo, se me cobraría una "contribución solidaria", lo que implica que, en la práctica, llegaría a recibir un aporte desproporcional (por lo bajo) en comparación con la cuota que se me cobra.

7. Desde 2018 se me rebaja del salario una comisión porcentual, para financiar los gastos administrativos en que incurre la Junta Administrativa del Fondo para su manejo, comisión que no existe para la administración del Régimen del IVM, de modo que tal rebajo me perjudica económicamente (dejo aquí enunciado además- que fijar dicha comisión de manera porcentual no es razonable y deviene inconstitucional, por razones que precisaré en otro momento; sólo adelanto que tal Junta es un órgano desconcentrado del Poder Judicial; es decir, se trata de un órgano público y no se comprende por qué se financia por comisiones y menos aún calculadas porcentualmente, cuando los gastos administrativos no dependen de cuanto gane la persona servidora judicial y para sufragar esos gastos no aplica principio de solidaridad alguno).

8. Las condiciones en que me jubilaría eventualmente en el Fondo son muy desfavorables en la actualidad, comparadas con las que regían cuando ingresé al Poder Judicial (no sólo por el porcentaje del aporte obrero, sino por la prestación que recibiría, por la edad para jubilarme y por los años de servicio requeridos para jubilarme) y en muy poco se diferencian de lo que obtendría en el Régimen del IVM, para el cual debería aportar mucho menos que para el Fondo.

9. Ya anteriormente, con ocasión de la publicación de la perjudicial Ley 9544, que transformó el Fondo, en el año 2018, solicité al Consejo Superior del Poder Judicial (órgano responsable en ese entonces de administrar el Fondo) mi traslado de dicho Fondo al Régimen del IVM y me lo denegó, violentándoseme no sólo mi derecho a elegir, sino también causándome un perjuicio económico pues desde ese momento he pagado en demasía, por lo elevado del aporte obrero al Fondo comparado con el que debería aportar al Régimen del IVM.

10. Actualmente está en curso una acción de inconstitucionalidad (22-0121370007-CO) contra el aporte patronal del Poder Judicial para el Fondo y es muy probable que se acoja (ya que es totalmente razonable calificar como contrario al principio constitucional de igualdad que por quienes laboramos para el Poder Judicial el Estado-Patrono aporte un 14.36%, mientras que para quienes trabajan en otros Poderes, el mismo Estado-Patrono aporta tan sólo un 5.25%), lo que implica que en cualquier caso, el Fondo desaparecerá por insostenible.

Además, sustento mi petición de traslado en los siguientes argumentos de DERECHO:

Mi argumento es esencialmente el siguiente: tengo el derecho de elegir el régimen jubilatorio al cual deseo pertenecer: Por un lado, la Constitución Política sólo crea un sistema universal para las jubilaciones y es precisamente el Régimen del IVM. Basta leer el artículo 73 para constatar lo recién dicho y para verificar que la Caja Costarricense de Seguro Social es el ente que lo administra. Cierto es que nada impide que existan otros regímenes de jubilaciones y pensiones distintos al IVM, pero ello no niega que éste es el creado en la Constitución Política para toda persona trabajadora. Además, es irrenunciable (artículo 74 de la Constitución Política) el derecho a la cobertura por el Régimen del IVM. Entonces, siempre será optativo para quien cotiza la pertenencia a un régimen u otro, según sus intereses y el nivel de protección que se le brinde a la persona trabajadora. Por otra parte, en el caso del Fondo, el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial es clarísimo al señalar que servidoras y servidores judiciales "podrán" acogerse a dicho Fondo. El verbo "poder" significa "tener expedita la facultad o potencia de hacer algo" (Diccionario de la Real Academia Española). Esto implica que quienes laboramos para el Poder Judicial tenemos la opción, no la obligación, de pertenecer al Fondo. El único sistema público de contribución solidaria para jubilaciones es el IVM contemplado en la Constitución Política; los otros sistemas públicos son sustitutos de aquél y, consecuentemente, opcionales para la persona trabajadora. La administración del Poder Judicial suele rebatir lo anterior señalando el contenido del artículo 236 de la misma Ley Orgánica y destacando que en el inciso 1) se indica que parte de los ingresos provienen de un aporte del 13% de los salarios que reciben quienes trabajamos en este Poder. Sin embargo, el error en ese argumento es que la Ley no se interpreta aislando un artículo de otro, sino que la interpretación debe realizarse armónicamente, como bien lo disponen el artículo 10 del Código Civil y el 10 de la Ley General de la Administración Pública, el cual, por cierto, obliga al Sector Público a respetar mis derechos (no los intereses de la Administración), como lo es el de elección del sistema jubilatorio al que quiero pertenecer. Así, en una armoniosa integración de las normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el aporte obrero al que se refiere el artículo 236 de ese cuerpo legal es el de quienes, conforme lo permite el artículo 224 del mismo, elijan cotizar para el Fondo, pero de ninguna manera implica que toda persona servidora judicial está obligada a pertenecer a dicho Fondo, ya que, cuando menos, tiene la opción constitucional de formar parte del Régimen del IVM. Además, en mi caso, hay una situación que es innegable y es que yo coticé al Régimen del IVM antes de ingresar al servicio judicial, de manera que allí hice aportes, por lo que técnicamente he sido cotizante de tal sistema jubilatorio y esa situación afianza mi posibilidad de elegir el más conveniente para mis intereses, cual es, en este momento histórico, el administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social.

Como PRUEBA, ofrezco la información que consta en los registros del Fondo y autorizo a la Junta Administrativa para que solicite al Departamento de Gestión Humana los datos que requiera para verificar mi dicho. Asimismo, quedo a su disposición para aportar cualquier documento que requieran.

Como PRETENSIONES, formulo las siguientes:

1. Que se disponga mi inmediato traslado como cotizante del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social.

2. Que se trasladen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, todas los aportes obreros que se me rebajaron para el primero, desde el 1 de febrero de 1999 hasta la fecha de efectivo traslado a dicho Régimen, calculados según lo que debía aportarse por ese rubro cada mes al Régimen del IVM.

3. Que se trasladen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, todos los aportes patronales que hizo el Poder Judicial para el primero, desde el 1 de febrero de 1999 hasta la fecha de efectivo traslado a dicho Régimen, calculados según lo que debía aportar el Poder Judicial como patrono por ese rubro cada mes al Régimen del IVM.

4. Que se me reintegre la diferencia entre el monto rebajado de mi salario como aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y lo que debía aportarse al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, desde el 1 de febrero de 1999 hasta la fecha del efectivo traslado a dicho Régimen.

5. (Pretensión subsidiaria de la número 4). En caso de que no prospere la pretensión número 4, solicito que se traslade a mi régimen de pensión complementaria obligatoria (BN Vital), la diferencia entre el porcentaje rebajado de mi salario como aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y lo que debía aportarse al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, desde el 1 de febrero de 1999 hasta la fecha del efectivo traslado a dicho Régimen.

6. Que de inmediato se deje de rebajar la comisión por gastos de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

7. Que se me reintegre el monto que se me ha rebajado por concepto de comisión por gastos de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, desde el primer rebajo hasta el momento en que se haga efectivo mi traslado al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte.

Adicionalmente, quiero plantear dos CUESTIONES DE TRÁMITE:

Estoy copiando la presente solicitud a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, pues dado que es la administradora del Régimen del IVM, considero tiene interés legítimo en la decisión que tome la Junta Administrativa del Fondo, por lo que esta debe informar a aquélla sobre lo que esta resuelva. Además, es probable que la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social decida, dado el interés que ostenta en este asunto, intervenir como coadyuvante en esta gestión. Así, solicito que se comunique toda resolución a la Junta Directiva indicada.

Además, estoy copiando esta petición a la Superintendencia de Pensiones. Es importante advertir que el Fondo no es ajeno a las reglas de la Ley de Protección al Trabajador, sino que según lo establecido en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, está sometido a regulación y supervisión de la Superintendencia de Pensiones. Siendo esto así y dado que 1) el "derecho de transferencia" está expresamente regulado en el artículo 10 de la Ley de Protección al Trabajador; 2) teniendo además presente que en esa misma Ley se establece la finalidad de ampliar la cobertura y fortalecer el Régimen del IVM (artículo 1 inciso c- de la Ley 7983), al cual se define como principal sistema de solidaridad en la protección de los trabajadores; 3) considerando también se establece (artículo 2 inciso c- de la Ley 7983) que los otros regímenes públicos de pensiones son sustitutos del IVM; y 4) partiendo del carácter irrenunciable de mi derecho a pertenecer al Régimen del IVM y al carácter potestativo que tiene la pertenencia al Fondo, aunado a las consecuencias de interpretar y aplicar analógicamente (artículos 10 y 12 del Código Civil) el "derecho de transferencia" ya mencionado; estimo que gozo del derecho a elegir el Régimen del IVM para mi jubilación y ostento, consecuentemente, el derecho a trasladarme del Fondo al Régimen del IVM. Así, considero que debe la Superintendencia de Pensiones velar porque el Fondo respete mis derechos y garantice mi traslado. Por ello, solicito se comunique a la Superintendencia indicada toda decisión que se tome respecto de la presente solicitud.

Finalmente, estoy copiando esta solicitud a las autoridades del Banco Nacional de Costa Rica, principalmente a BN Vital, que es mi operadora de pensión complementaria obligatoria. Ello porque pueden tener interés en que prospere esta gestión (esencialmente la pretensión número 5) y en tal supuesto, podrían intervenir como coadyuvantes de mi petición. Quiero advertir que estimo que ante mi traslado al Régimen del IVM, es perfectamente posible aplicar analógicamente (de nuevo, artículos 10 y 12 del Código Civil y 10, 18 y 20 de la Ley General de la Administración Pública) el numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y ante un cambio de sistema solidario de jubilación, se traslade la diferencia mencionada en la pretensión número 5 a mi fondo obligatorio de pensión complementaria, sin necesidad de que medie renuncia al Poder Judicial. Por ello, pido que se comunique toda actuación al Gerente y Sub Gerente de BN Vital, para lo que ellos estimen pertinente.

Para NOTIFICACIONES señalo la siguiente dirección electrónica: […]

En espera de la resolución pronta y favorable a mi solicitud, me suscribo respetuosamente”.
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Manifestaciones:
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, comenta: “De esa seis, ya se había indicado que la Sala Constitucional se había pronunciado en la resolución 11957-2021, entonces creo que ahí se podría agregar esa parte. Veo que él adiciona dos cuestiones de trámite, que es que está copiando a la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social - CCSS, porque según él tienen interés legítimo sobre las decisiones que tome la Junta, entonces no sé si la respuesta que se le brinde a este señor habría que copiársela a esa Junta Directiva, si a ustedes les parece, porque él solicita que se comuniquen todas las resoluciones a dicha Junta y además dice que a la SUPEN”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, agrega: “Y al BN Vital, o sea, quiere copia a todo el mundo”. 
La licenciada Moya Aguilar, añade: “Entonces es importante considerarlo en la respuesta”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, comenta: “Exacto, entonces que se envíen las respectivas copias del acuerdo a las diferentes instituciones que él señala”.
-0-
Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”

- 0 -
En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Así mismo, es imperativo recordar que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde expone el Principio de Legalidad, indicando que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”. 
Conforme lo anterior, es importante indicar que todo lo atinente a la comisión por gasto administrativo (cinco por mil), nace de una disposición legal plasmada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo conducente indica lo siguiente:
“(…)

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley”.

- 0 -
Como se observa, la deducción del dinero objeto de la presente gestión, nace de la ley, obligando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a actuar conforme a la legislación vigente, en donde no otorga una posibilidad para que las personas servidoras judiciales dejen de aportar esa comisión, o en su defecto, para realizar devoluciones de esos dineros. Es menester recalcar que el aporte a dicha comisión no es una medida que nace de un acto administrativo adoptado por la Junta Administradora, sino de una modificación incluida por el legislador al momento de aprobar la Ley N° 9544, denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”, misma que entró en vigencia el 22 de mayo de 2018.
Ahora bien, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tiene conocimiento que lo regulado en el citado artículo, ha sido objeto de análisis por parte de la Sala Constitucional en varias ocasiones, manifestando que dicha disposición no es inconstitucional, véase el voto N° 11957 – 2021, correspondiente al expediente N° 18-007819-0007-CO, en dicha resolución, expresó lo siguiente:
“(…)

Por otra parte, algunos accionantes cuestionan que, para financiar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se haya creado una deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores (as) judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, estimando que esa Junta y la carga que supone, resulta injustificable, así como lesiva de los derechos fundamentales de los miembros del Fondo. En relación con este tema debe decirse que al amparo de la Ley 7333 anterior, el Fondo no requería incurrir en ningún gasto de administración por cuanto esa labor se desarrollaba por el Consejo Superior y la Corte Plena, lo cual no generaba ningún costo para sus afiliados; sin embargo, debido a varios cuestionamientos que surgieron en relación con este punto por parte de la Contraloría General de la República y la Superintendencia General de Pensiones, durante las sesiones de la Comisión Especial que analizó el proyecto de ley No. 19922 -que culminó con la promulgación de la Ley No. 9544-, los representantes de ambas instituciones manifestaron a los legisladores la necesidad de que el Fondo del Poder Judicial contara con un mecanismo de administración propio y que no estuviera ligado a las autoridades jerárquicas del Poder Judicial o del Consejo Superior. Así, en comparecencia ante esa Comisión de 16 de noviembre de 2016, la Contralora General de la República manifestó que en el Poder Judicial se necesitaba un órgano que administrara el fondo, mostrando preocupación por la forma en qué se financiaría, señalado que se trataba de un tema que debía ser incorporado en cualquier proyecto de ley que se analizara. Por su parte, en comparecencia del Superintendente de Pensiones ante dicha Comisión el 29 de marzo de 2017, ese funcionario manifestó a los diputados que se necesitaba crear una Junta que administrara el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debido a que es un tema de buenas prácticas de gobierno corporativo, independiente de cualquier estudio técnico, afirmando además que en el Poder Judicial había sobrecarga del Gerente del Fondo por cuanto era, a la vez, Jefe del Poder Judicial y Jefe del Consejo Superior, por lo que se hacía necesario crear ese órgano, sugiriendo no solo que se utilizara el modelo de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (JUPEMA), sino también que se financiara con una deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores (as) judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo; sugerencia que ya había sido previamente planteada por esa Superintendencia en términos similares, según puede observarse en folio 266 del expediente legislativo. Los diputados deciden atender la recomendación de crear la Junta a partir del modelo de JUPEMA y adoptan, como referencia, el artículo 106 de la Ley No. 2248 que es la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional…”

(…)”
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En ese momento, la Sala Constitucional no declaró inconstitucional dicho articulado, por lo que no se realizó variable alguna, aunado a esto, mediante voto N° 8713-2022, dentro del expediente N° 20-009378-0007-CO, ese órgano conoció una acción de inconstitucionalidad promovida por Mario Alberto Mena Ayales, en su condición de presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en donde cuestiona que el financiamiento del aparato administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sea por medio de la comisión indicada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en esa oportunidad, la estimable Sala Constitucional, expresó:
“(…)

Así las cosas, resulta innecesario que esta Sala emita un nuevo pronunciamiento sobre el fondo del presente asunto, toda vez que, la constitucionalidad del artículo 239 impugnado, en relación con la comisión por gastos administrativos de la Junta que administra el fondo de pensiones del Poder Judicial, que se deduce en un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo; ya fue objeto de pronunciamiento por parte de este Tribunal, en la sentencia parcialmente citada. En consecuencia, la acción debe ser rechazada y se remite al accionante a lo resuelto en sentencia número 21-11957 de las 17:00 horas del 25 de mayo de 2021.”

- 0 -
Vemos que la Sala Constitucional mantiene la posición que el artículo aludido no es inconstitucional, rechazando en esa oportunidad la acción por el fondo.
Finalmente, en cuanto al criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría general de la República, aclara elementos importantes de la naturaleza jurídica de esta Junta Administradora, sin embargo, no desarrolla cuestionamiento alguno a la comisión por gasto administrativo, por el contrario, ratifica la independencia presupuestaria que tiene el órgano, al indicar lo siguiente:
“(…)

Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.

(…)”
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Conforme a todos los argumentos expuestos, el accionar que ha tenido esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ha estado apegado al ordenamiento jurídico, teniendo la obligación de cumplir a cabalidad con el mandato constitucional, en cumplimiento al Principio de legalidad. 
Se acuerda:	Con base en los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta dispone: 1.) Rechazar en todos sus extremos la solicitud presentada por el licenciado David Alberto Fallas Redondo, juez 5 del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, de conformidad con lo siguiente: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde expone el Principio de Legalidad. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) La comisión por gasto administrativo (cinco por mil), nace de una disposición legal plasmada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde no otorga una posibilidad para que las personas servidoras judiciales dejen de aportar esa comisión, o en su defecto, para realizar devoluciones de esos dineros. Así mismo, se aclara que, conforme la legislación aplicable, esta Junta ya ha procedido a ejecutar dineros del rebajo que se estableció en la Ley 9544, para los fines dictados en la misma, dineros que fueron incluidos en el presupuesto nacional y ejecutados conforme las normas del Ministerio de Hacienda. f.) La Sala Constitucional ha analizado la naturaleza de la comisión por gasto administrativo plasmada en el artículo antes mencionado, (ver los votos N° 11957 – 2021 y N° 8713-2022, donde se rechazan las acciones de inconstitucionalidad interpuestas). g.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). 2.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes. 3.) Notificar el presente acuerdo al gestionante. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, a la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social - CCSS, y al Banco Nacional – BN Vital, a solicitud del gestionante.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XXIII
Documento N° 582-2023, 584-2023, 588-2023, 647-2023, 653-2023 
Conoce esta Junta, notas suscritas por las señoras Natalia Gamboa Sánchez, Nazaret Mendoza, Catalina Mora Calvo, Yorleni Barrantes Ramírez, Laura Sánchez Córdoba, Nohelia Carranza Rodriguez, Wendolyn Tenorio Ortiz, Iriabel de Jesús Solano Corrales, Karol Montero Madrigal, Jessica González Venegas, Fersy Condega Sánchez, Lucrecia Aguilar Alvarado, Karen Susana Barquero Fernández., Fanny Enrriquez Chavarría, Yeimy Hernández Rojas, Maria Gabriela Vega Rodriguez, Meisel Patricia Ruíz Villarreal, Karla de los Angeles Sanabria Rojas, Leslie Hernandez Núñez, Lidia Angélica Pizarro Flores, Josette Bogantes Rojas, Fiorella Cubero Varela, Estefani Sibaja Conejo, Diana María Carvajal Castillo, Alejandra Mena Cárdenas, Merle Rojas Sánchez, Marjorie Rodriguez Ordoñez, Hellen Carvajal Chaves, Yahaira Rodriguez Flores, Yahaira Rodriguez Flores, Viviana Gamboa Nelson, Rosibel Rodríguez Cerrato, Margarita Cerdas Vega, Katty Giselle Lobo Rodriguez, Jessica Alvarado Granados, Hulda Chinchilla Rizo, Gloriana Gonzalez Murillo, Esther Alejandra Alfaro Rodríguez, Ariadna Maria Brenes Mendez, Marcela Delgado Ramírez, Melissa Cordero Araya, Maria Lourdes Cordero Vásquez, Laura Sequeira Guevara, Herlin Bolaños Rodriguez, Hellen Fabiola Castillo Chacón, Hazel María Balmaceda Arias, Yendri González Get, Jenniffer Sequeira Cruz, Alejandra Valenciano Chinchilla, Yancy Parissos Elizondo, Tatiana María Bolaños Rodríguez, Seyla Meza Pérez, Seilin López González, Runia Ramirez Chavarría, Roxana Rojas Picado, Rosmery Madrigal Villegas, Natalia Rojas Mata, Nancy Maria Gonzalez Chaves, Nadia Ciudad Solís, Mauren Johanna Leiva Delgado, Marianela Jiménez Arguedas, Mariana Molina Guevara, Jessica Gamboa Ramírez, Jennifer Isabel Arroyo Chacón, Ivette Carranza Cambronero, Gioconda Vargas Mayorga, Fabiola Herrera Rodriguez, Evelyn Alejandra Tenorio Murillo, Edwin Eduardo Ureña Durán, Deborah Monge Portugues, Carolina Alejandra Cordero Vega, Arlette Zúñiga Lizano, Andrea Gutiérrez Vargas, Alexandra Martínez Garbanzo, Ariana Ordóñez Olivares, Magaly Segura Castillo, Magaly Segura Castillo, Any Vargas Jimenez, y los señores Aaron Gerald Murillo Miranda, Adolfo Mora Evans, Adrián Gustavo Rodriguez Peraza, Alejandro Obando Leal, Alejandro Rivera Chavarría, Alejandro Rodriguez Sequeira, Alejandro Vargas Escalante, Alfredo Umaña Gamboa, Allen Maurilio Argüello Coto, Andrés Garro Mora, Andrey Eloy Vega Méndez, Armando Silva Ramírez, Armando Silva Ramírez, Arturo Salvador Zúñiga, Axel Chaves Aguilar, Bernal Alonso Bolaños Rodríguez, Bryan Daniel Arce Rodriguez, Bryan Zumbado Loáiciga, Carlos Andrés Boza Araya, Carlos Andrés Fallas Camacho, Carlos Fernando Reyes Ramírez, Carlos Fernando Reyes Ramírez, Carlos Humberto Campos Delgado, Carlos Marín Mesén, Carlos Steven Murillo Li, César Andrés Vega Barrera, César Andrés Vega Barrera, Cesar Escobar Cárdenas, César Zúñiga Lizano, Christian Alpízar Vargas, Christopher Portuguez Rojas, Cristhian Santos Zapata, Cristian Hernández Carmona, Cristian Muñoz Arroyo, Cristopher Arce Umaña, Cristopher Gerardo Castro Ramirez, Danny Céspedes Solano, Danny Hernández Mata, Dany Rafael Castillo Vega, Domingo Barrantes Hidalgo, Eduardo Luis Arias Bolaños, Edwin Eduardo Ureña Durán, Elesban David Ramos Méndez, Eliécer González Flore, Elvis Barahona Ortega, Erick Céspedes Steller, Esteban Brenes Corrales, Ezequiel Alvarez Cabezas, Federico Vásquez Campos, Félix Ángel Solórzano Miranda, Fersy Condega Sánchez, Francisco Caballero Valerin, Francisco Monge Morales, Frank Garcia Badilla, Frans Bonilla Castillo, Freddy Quirós Morales, Geison Alberto Lopez Solano, Genaro Morales González, Greivin Machado Salazar, Guillermo Jiménez Jiménez, Gustavo Chinchilla Castro, Harold Izabá González, Heiner Ruiz Calderón, Humberto Valverde Valverde, Iván Antonio Zamora Mejías, Jairo Antonio Diaz Pena, Jairo Jimenez Agüero, Jairo Retana Canales., Jason Chaves Rodríguez, Javier Alonso Barrientos Vargas, Javier Andrés Retana Hidalgo, Jeffry Salazar Gomez, Jhonny Arrieta Acuña, Jorge Alejandro Pérez Ceciliano, Jorge Andrés Soto Alpizarm Jorge Arturo Ramirez Alvarez, Jorge Brenes Arguedas, Jorge Luis Guevara Camareno, Jorge Marín Muñoz. José Bonilla Boza, José Esteban García Acosta, José Esteban Grijalba Sevilla, José Esteban Grijalba Sevilla, José Joaquín Ordoñez Rosales, José Luis Alpizar Soto, José Luis Chaves González, José Pablo Salas Fernández, Jose Salazar Cruz, Joseph Jesús Poveda Céspedes, Juan Andrés Loria Chaco, Juan Carlos Solano Soto, Juan Diego Blanco Montero, Juan Gabriel Calvo Zuñiga, Juan Gabriel Mena Muñoz., Juan Luis Calderón Chaves, Kenneth Aguilar Hernández, Kenneth Umaña Alguera, Leonardo González Fernández, Luis Alejandro González Vega, Luis Alonso Jimenez Fallas, Luis Alonso Jimenez Fallas, Luis Carlos Navarro Solano, Luis Emmanuel Ortega Alvarado, Luis Gerardo Sánchez Sánchez, Luis León Rodriguez, Luz Elena Jimenez Lizano, Manuel Alejandro Bolaños Rodríguez, Marcio Leitón Mata, Mario Alberto Malespín Palacios, Mario León Rodríguez, Marvin Kenneth Bastos Lizano, Mauren Johanna Leiva Delgado, Mauricio Hernandez Torres, Michael Martinez Zapata, Milton Alonso Castro Murillo, Natanael Sánchez Guzmán, Norman Mora Vega, Osvaldo Granados Venegas, Osvaldo Rosales Chacón, Pablo Álvarez Espinoza, Pablo Castillo Gonzalez, Pedro Villarreal Angulo, Rafael Alvarado Monge, Randall Blanco Barboza, Randall Chavarría Chavarría, Randall Orozco Salazar, Rene Alonso Muñoz Solís, Roger Lara Hernández, Roldan Morera Serrano, Ronald Gerardo Baltonado Mata, Ronald Vargas Arce, Ronny David Porras Rivera, Royner Tijerino Salazar, Salvador Antonio Wong Gonzalez, Sergio Araya Umaña, Steven José Porras Loria, Wilfredo Ortiz Obando, William Jose Guevara Juarez, Wilmor Steven Casanova Soíis, Wilson Sanchez Artavia, Alexander Jose Sánchez Rodriguez, mediante la cual solicitan lo siguiente:
“(…)

1. Congelamiento salarial que produjo la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 hasta la fecha, lo que significa que, por inflación o costo de vida, durante muchos años todo va a subir menos mi salario.

2. Variación en el sistema de carrera profesional y porcentaje a pagar por concepto de prohibición y dedicación exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 y que generó una considerable disminución en la liquidez del salario de una buena parte de la población judicial activa.

3. La entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Ley 10159, contingencia fiscal, que eliminó todos los pluses salariales del sector judicial pasando a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida.

4. Que la Ley 10156 crea un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, donde el salario va a ser mucho menor que el que devengaba una persona para el mismo puesto antes de eliminar los pluses salariales que teníamos ganados.

5. Que las personas pensionadas siguen recibiendo un aumento semestral por costo de vida que sale del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, pese a que como se indicó los aportes de quienes recibimos "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso van a aportar mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que genera que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se sigan dando aumentos a personas pensionadas con el riesgo lógico para el fondo.

6. Todas las situaciones van a generar que más temprano que tarde el fondo entre nuevamente en problemas económicos.

7. Existe actualmente una acción de inconstitucionalidad donde se cuestiona el aporte patronal del Estado como patrono único, donde la Procuraduría General de la República se pronunció a favor de dicha inconstitucionalidad.

8. Que existe un proyecto de ley presentado por la diputada Pilar Cisneros donde se propone que ese aporte estatal que actualmente supera el 14%, se equipare al aporte del Estado como patrono para el resto de las personas servidoras públicas que ronda un poco más del 5%, lo que generaría aún más un claro desfinanciamiento para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9. Que con todo el panorama expuesto existe una gran probabilidad de tener que subir el aporte obrero que ya hoy es muy alto y al que se suma un monto extra que se nos rebaja para mantener la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero una barbaridad.

10. Que el sistema de jubilación de la Caja Costarricense de Seguro Social es de rango Constitucional y por ende universal, y que, la edad para pensionarse es a los 65 años, con propuestas de poder utilizar el dinero del fondo obligatorio de pensiones complementarias y retirarse anticipadamente.

11. Que los montos de pensión en el Sistema de jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social son muy similares al del Poder Judicial, pero aportando alrededor de un 9% menos de mi salario mensual a la caja, lo que me ayudaría a tener una mejor liquidez frente a la situación salarial indicada antes.

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: Que se apruebe mi renuncia inmediata al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, consecuentemente se autorice el traslado de las cotizaciones que tenga a la fecha en el Fondeo Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Segundo: Que para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria se incluya una norma ordinaria o transitoria donde se nos dé la posibilidad a las personas judiciales activas de elegir entre seguir adscritos a este régimen o poder pasarnos de manera voluntaria al sistema de la CCSS que además es el que constitucionalmente resulta legítimo, en caso de que así no lo consideren les ruego me envíen por escrito las razones de esa negativa.”
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Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”
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En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por las señoras Natalia Gamboa Sánchez, Nazaret Mendoza, Catalina Mora Calvo, Yorleni Barrantes Ramírez, Laura Sánchez Córdoba, Nohelia Carranza Rodriguez, Wendolyn Tenorio Ortiz, Iriabel de Jesús Solano Corrales, Karol Montero Madrigal, Jessica González Venegas, Fersy Condega Sánchez, Lucrecia Aguilar Alvarado, Karen Susana Barquero Fernández., Fanny Enrriquez Chavarría, Yeimy Hernández Rojas, Maria Gabriela Vega Rodriguez, Meisel Patricia Ruíz Villarreal, Karla de los Angeles Sanabria Rojas, Leslie Hernandez Núñez, Lidia Angélica Pizarro Flores, Josette Bogantes Rojas, Fiorella Cubero Varela, Estefani Sibaja Conejo, Diana María Carvajal Castillo, Alejandra Mena Cárdenas, Merle Rojas Sánchez, Marjorie Rodriguez Ordoñez, Hellen Carvajal Chaves, Yahaira Rodriguez Flores, Yahaira Rodriguez Flores, Viviana Gamboa Nelson, Rosibel Rodríguez Cerrato, Margarita Cerdas Vega, Katty Giselle Lobo Rodriguez, Jessica Alvarado Granados, Hulda Chinchilla Rizo, Gloriana Gonzalez Murillo, Esther Alejandra Alfaro Rodríguez, Ariadna Maria Brenes Mendez, Marcela Delgado Ramírez, Melissa Cordero Araya, Maria Lourdes Cordero Vásquez, Laura Sequeira Guevara, Herlin Bolaños Rodriguez, Hellen Fabiola Castillo Chacón, Hazel María Balmaceda Arias, Yendri González Get, Jenniffer Sequeira Cruz, Alejandra Valenciano Chinchilla, Yancy Parissos Elizondo, Tatiana María Bolaños Rodríguez, Seyla Meza Pérez, Seilin López González, Runia Ramirez Chavarría, Roxana Rojas Picado, Rosmery Madrigal Villegas, Natalia Rojas Mata, Nancy Maria Gonzalez Chaves, Nadia Ciudad Solís, Mauren Johanna Leiva Delgado, Marianela Jiménez Arguedas, Mariana Molina Guevara, Jessica Gamboa Ramírez, Jennifer Isabel Arroyo Chacón, Ivette Carranza Cambronero, Gioconda Vargas Mayorga, Fabiola Herrera Rodriguez, Evelyn Alejandra Tenorio Murillo, Edwin Eduardo Ureña Durán, Deborah Monge Portugues, Carolina Alejandra Cordero Vega, Arlette Zúñiga Lizano, Andrea Gutiérrez Vargas, Alexandra Martínez Garbanzo, Ariana Ordóñez Olivares, Magaly Segura Castillo, Magaly Segura Castillo, Any Vargas Jimenez, y por los señores Aaron Gerald Murillo Miranda, Adolfo Mora Evans, Adrián Gustavo Rodriguez Peraza, Alejandro Obando Leal, Alejandro Rivera Chavarría, Alejandro Rodriguez Sequeira, Alejandro Vargas Escalante, Alfredo Umaña Gamboa, Allen Maurilio Argüello Coto, Andrés Garro Mora, Andrey Eloy Vega Méndez, Armando Silva Ramírez, Armando Silva Ramírez, Arturo Salvador Zúñiga, Axel Chaves Aguilar, Bernal Alonso Bolaños Rodríguez, Bryan Daniel Arce Rodriguez, Bryan Zumbado Loáiciga, Carlos Andrés Boza Araya, Carlos Andrés Fallas Camacho, Carlos Fernando Reyes Ramírez, Carlos Fernando Reyes Ramírez, Carlos Humberto Campos Delgado, Carlos Marín Mesén, Carlos Steven Murillo Li, César Andrés Vega Barrera, César Andrés Vega Barrera, Cesar Escobar Cárdenas, César Zúñiga Lizano, Christian Alpízar Vargas, Christopher Portuguez Rojas, Cristhian Santos Zapata, Cristian Hernández Carmona, Cristian Muñoz Arroyo, Cristopher Arce Umaña, Cristopher Gerardo Castro Ramirez, Danny Céspedes Solano, Danny Hernández Mata, Dany Rafael Castillo Vega, Domingo Barrantes Hidalgo, Eduardo Luis Arias Bolaños, Edwin Eduardo Ureña Durán, Elesban David Ramos Méndez, Eliécer González Flore, Elvis Barahona Ortega, Erick Céspedes Steller, Esteban Brenes Corrales, Ezequiel Alvarez Cabezas, Federico Vásquez Campos, Félix Ángel Solórzano Miranda, Fersy Condega Sánchez, Francisco Caballero Valerín, Francisco Monge Morales, Frank Garcia Badilla, Frans Bonilla Castillo, Freddy Quirós Morales, Geison Alberto Lopez Solano, Genaro Morales González, Greivin Machado Salazar, Guillermo Jiménez Jiménez, Gustavo Chinchilla Castro, Harold Izabá González, Heiner Ruiz Calderón, Humberto Valverde Valverde, Iván Antonio Zamora Mejías, Jairo Antonio Diaz Pena, Jairo Jimenez Agüero, Jairo Retana Canales., Jason Chaves Rodríguez, Javier Alonso Barrientos Vargas, Javier Andrés Retana Hidalgo, Jeffry Salazar Gomez, Jhonny Arrieta Acuña, Jorge Alejandro Pérez Ceciliano, Jorge Andrés Soto Alpizarm Jorge Arturo Ramirez Alvarez, Jorge Brenes Arguedas, Jorge Luis Guevara Camareno, Jorge Marín Muñoz. José Bonilla Boza, José Esteban García Acosta, José Esteban Grijalba Sevilla, José Esteban Grijalba Sevilla, José Joaquín Ordoñez Rosales, José Luis Alpizar Soto, José Luis Chaves González, José Pablo Salas Fernández, Jose Salazar Cruz, Joseph Jesús Poveda Céspedes, Juan Andrés Loria Chaco, Juan Carlos Solano Soto, Juan Diego Blanco Montero, Juan Gabriel Calvo Zuñiga, Juan Gabriel Mena Muñoz., Juan Luis Calderón Chaves, Kenneth Aguilar Hernández, Kenneth Umaña Alguera, Leonardo González Fernández, Luis Alejandro González Vega, Luis Alonso Jimenez Fallas, Luis Alonso Jimenez Fallas, Luis Carlos Navarro Solano, Luis Emmanuel Ortega Alvarado, Luis Gerardo Sánchez Sánchez, Luis León Rodriguez, Luz Elena Jimenez Lizano, Manuel Alejandro Bolaños Rodríguez, Marcio Leitón Mata, Mario Alberto Malespín Palacios, Mario León Rodríguez, Marvin Kenneth Bastos Lizano, Mauren Johanna Leiva Delgado, Mauricio Hernandez Torres, Michael Martinez Zapata, Milton Alonso Castro Murillo, Natanael Sánchez Guzmán, Norman Mora Vega, Osvaldo Granados Venegas, Osvaldo Rosales Chacón, Pablo Álvarez Espinoza, Pablo Castillo Gonzalez, Pedro Villarreal Angulo, Rafael Alvarado Monge, Randall Blanco Barboza, Randall Chavarría Chavarría, Randall Orozco Salazar, Rene Alonso Muñoz Solís, Roger Lara Hernández, Roldan Morera Serrano, Ronald Gerardo Baltonado Mata, Ronald Vargas Arce, Ronny David Porras Rivera, Royner Tijerino Salazar, Salvador Antonio Wong Gonzalez, Sergio Araya Umaña, Steven José Porras Loria, Wilfredo Ortiz Obando, William Jose Guevara Juarez, Wilmor Steven Casanova Soíis, Wilmor Steven Casanova Soíis, Wilson Sánchez Artavia, Alexander Jose Sánchez Rodriguez, en condición de funcionarias y funcionarios judiciales, adscritos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguiente argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por las personas gestionantes, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas recurrentes. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450726]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 583-2023, 591-2023, 643-2023, 656-2023, 657-2023
Conoce esta Junta, notas suscritas por las señoras Alexandra Vanessa Gómez Ulloa, Ana Melina Bolaños Murillo, Angélica Alfaro Mora, Bertila Gutiérrez Villafuerte, Carmen María Valverde Valverde, Carol Esther Wilson Mars, Deiby Gerardo Bastos Gutiérrez, Diana Sofia Calvo Reyes, Elizabeth Ugalde Bolaños, Eva Catalina Guzmán Cano, Grace Agüero Alvarado, Ivannia Abarca Carvajal, Jessica Williams Ancher, Maria Celeste Bolaños Palma, Maria Jose Montero Alfaro, Maria Margoth Castro Salazar, Maureen Pérez Araya, Milena Gabriela Granados Alfaro, Milena María Arroyo Ramos, Natalia Bravo Soto, Paula Aguilar Barquero, Rebeca Castro García, Sofía Ana Yuel Ortiz Cruz, Yorleny León Núñez, Yorleny Rivera Hernández, y los señores Brawnne Chacón Barquero, Carlos Enrique Ramírez Soto, Carlos Enrique Ramírez Soto, Héctor Luis Ruiz Salas, Jorge Luis Guevara Camareno, José Asdrúbal Quirós Pereira, José Pablo Alfaro Villarevia, Jose Pablo Quesada Alpizar, José Santos Montero Campos, Junior Antonio Brenes Muñoz, Kenneth Rafael Monge Quirós, Randall Blanco Barboza, Randall Jose Herrera Gámez, Sergio Andrés Vásquez Arce, donde solicitan el cese de las deducciones por concepto de gastos de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que sean devueltas las sumas deducidas por tal motivo desde el mes de julio del 2018 al día de hoy, por las razones que indican:
“…con base en los siguientes motivos por este medio y con el debido respeto, me permito indicar.

1. Tal y como es de su conocimiento, en fecha del 29 de en ero del 2021 y mediante dictamen # C-021-2021, la Procuraduría General de la República dio respuesta a una consulta efectuada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y [image: ]Pensiones del Poder Judicial (en adelante, Junta) mediante oficio # 393-2020, [image: ]relativa a la naturaleza jurídica de dicho fondo. En el dictamen en mención, se señaló que la Junta constituye un órgano del Poder Judicial y quienes presten servicio como miembros o colaboradores de ella, son a su vez funcionarios públicos; lo anterior, de conformidad con lo establecido por el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

2. Desde el mes de julio del 2018 a la fecha, cada funcionario judicial ha sido objeto de deducciones salariales mensuales por concepto de gastos relacionados a la administración del fondo (dietas de integrantes de la Junta y salario de los colaboradores), que resultan incompatibles con la naturaleza de la Junta como [image: ]órgano del Poder Judicial (sujeto de derecho público); al tratarse de un órgano del Poder Judicial no un sujeto de derecho privado, los costos de su operación no podrían ser legalmente trasladados a los cotizantes, debiendo ser cubiertos por el propio presupuesto del Poder Judicial (del cual la Junta constituye uno de sus órganos), o en su defecto, por los propios recursos del fondo (rendimientos derivados de las cotizaciones realizadas).

3. Establecer una fuente de financiamiento con cargo a los salarios de los funcionarios judiciales, constituye a su vez un medio indirecto para aumentar el aporte de un 13% del salario bruto ya definido legalmente, dando lugar con ello a contribuciones anuales superiores a la suma de dos mil millones de colones, claramente desproporcionadas respecto de los gastos a realizar por concepto de pago de dieta.

Debido a lo anterior, solicito que cesen respecto de quien suscribe las deducciones por concepto de gastos de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que sean devueltas las sumas deducidas por tal motivo desde el mes de julio del 2018 al día de hoy. Al respecto, me permito recordar que, al haber sido emitido dicho dictamen en respuesta a una consulta expresa de la Junta, sus miembros se encuentran obligados por los términos anteriormente descritos, por lo que, de llegar a apartarse de su contenido, podrían incurrir en un delito de incumplimiento de deberes.”
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Para la resolución de la presente gestión, es imperativo recordar que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde expone el Principio de Legalidad, indicando que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”. 
Conforme lo anterior, es importante indicar que todo lo atinente a la comisión por gasto administrativo (cinco por mil), nace de una disposición legal plasmada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo conducente indica lo siguiente:
“(…)

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley”.
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Como se observa, la deducción del dinero objeto de la presente gestión, nace de la ley, obligando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a actuar conforme a la legislación vigente, en donde no otorga una posibilidad para que las personas servidoras judiciales dejen de aportar esa comisión, o en su defecto, para realizar devoluciones de esos dineros. Es menester recalcar que el aporte a dicha comisión no es una medida que nace de un acto administrativo adoptado por la Junta Administradora, sino de una modificación incluida por el legislador al momento de aprobar la Ley N° 9544, denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”, misma que entró en vigencia el 22 de mayo de 2018.
Ahora bien, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tiene conocimiento que lo regulado en el citado artículo, ha sido objeto de análisis por parte de la Sala Constitucional en varias ocasiones, manifestando que dicha disposición no es inconstitucional, véase el voto N° 11957 – 2021, correspondiente al expediente N° 18-007819-0007-CO, en dicha resolución, expresó lo siguiente:
“(…)

Por otra parte, algunos accionantes cuestionan que, para financiar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se haya creado una deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores (as) judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, estimando que esa Junta y la carga que supone, resulta injustificable, así como lesiva de los derechos fundamentales de los miembros del Fondo. En relación con este tema debe decirse que al amparo de la Ley 7333 anterior, el Fondo no requería incurrir en ningún gasto de administración por cuanto esa labor se desarrollaba por el Consejo Superior y la Corte Plena, lo cual no generaba ningún costo para sus afiliados; sin embargo, debido a varios cuestionamientos que surgieron en relación con este punto por parte de la Contraloría General de la República y la Superintendencia General de Pensiones, durante las sesiones de la Comisión Especial que analizó el proyecto de ley No. 19922 -que culminó con la promulgación de la Ley No. 9544-, los representantes de ambas instituciones manifestaron a los legisladores la necesidad de que el Fondo del Poder Judicial contara con un mecanismo de administración propio y que no estuviera ligado a las autoridades jerárquicas del Poder Judicial o del Consejo Superior. Así, en comparecencia ante esa Comisión de 16 de noviembre de 2016, la Contralora General de la República manifestó que en el Poder Judicial se necesitaba un órgano que administrara el fondo, mostrando preocupación por la forma en qué se financiaría, señalado que se trataba de un tema que debía ser incorporado en cualquier proyecto de ley que se analizara. Por su parte, en comparecencia del Superintendente de Pensiones ante dicha Comisión el 29 de marzo de 2017, ese funcionario manifestó a los diputados que se necesitaba crear una Junta que administrara el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debido a que es un tema de buenas prácticas de gobierno corporativo, independiente de cualquier estudio técnico, afirmando además que en el Poder Judicial había sobrecarga del Gerente del Fondo por cuanto era, a la vez, Jefe del Poder Judicial y Jefe del Consejo Superior, por lo que se hacía necesario crear ese órgano, sugiriendo no solo que se utilizara el modelo de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (JUPEMA), sino también que se financiara con una deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores (as) judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo; sugerencia que ya había sido previamente planteada por esa Superintendencia en términos similares, según puede observarse en folio 266 del expediente legislativo. Los diputados deciden atender la recomendación de crear la Junta a partir del modelo de JUPEMA y adoptan, como referencia, el artículo 106 de la Ley No. 2248 que es la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional…”

(…)”
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En ese momento, la Sala Constitucional no declaró inconstitucional dicho articulado, por lo que no se realizó variable alguna, aunado a esto, mediante voto N° 8713-2022, dentro del expediente N° 20-009378-0007-CO, ese órgano conoció una acción de inconstitucionalidad promovida por Mario Alberto Mena Ayales, en su condición de presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en donde cuestiona que el financiamiento del aparato administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sea por medio de la comisión indicada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en esa oportunidad, la estimable Sala Constitucional, expresó:
“(…)

Así las cosas, resulta innecesario que esta Sala emita un nuevo pronunciamiento sobre el fondo del presente asunto, toda vez que, la constitucionalidad del artículo 239 impugnado, en relación con la comisión por gastos administrativos de la Junta que administra el fondo de pensiones del Poder Judicial, que se deduce en un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo; ya fue objeto de pronunciamiento por parte de este Tribunal, en la sentencia parcialmente citada. En consecuencia, la acción debe ser rechazada y se remite al accionante a lo resuelto en sentencia número 21-11957 de las 17:00 horas del 25 de mayo de 2021.”
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Vemos que la Sala Constitucional mantiene la posición que el artículo aludido no es inconstitucional, rechazando en esa oportunidad la acción por el fondo.
Finalmente, en cuanto al criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría general de la República, aclara elementos importantes de la naturaleza jurídica de esta Junta Administradora, sin embargo, no desarrolla cuestionamiento alguno a la comisión por gasto administrativo, por el contrario, ratifica la independencia presupuestaria que tiene el órgano, al indicar lo siguiente:
“(…)

Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.

(…)”
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Conforme a todos los argumentos expuestos, el accionar que ha tenido esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ha estado apegado al ordenamiento jurídico, teniendo la obligación de cumplir a cabalidad con el mandato constitucional, en cumplimiento al Principio de legalidad. 
Se acuerda:	Con base en los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta dispone lo siguiente: 1.) Rechazar en todos sus extremos la solicitud presentada por los y las petentes, conforme a los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde expone el Principio de Legalidad. b.) La comisión por gasto administrativo (cinco por mil), nace de una disposición legal plasmada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde no otorga una posibilidad para que las personas servidoras judiciales dejen de aportar esa comisión, o en su defecto, para realizar devoluciones de esos dineros. Así mismo, se aclara que, conforme la legislación aplicable, esta Junta ya ha procedido a ejecutar dineros del rebajo que se estableció en la Ley 9544, para los fines dictados en la misma, dineros que fueron incluidos en el presupuesto nacional y ejecutados conforme las normas del Ministerio de Hacienda. c.) La Sala Constitucional ha analizado la naturaleza de la comisión por gasto administrativo plasmada en el artículo antes mencionado, (ver los votos N° 11957 – 2021 y N° 8713-2022, donde se rechazan las acciones de inconstitucionalidad interpuestas). Por lo anterior, no procede lo solicitado por los gestionantes. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas recurrentes. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138450728]ARTÍCULO XXV
Documento N° 639-2023, 641-2023
Conoce esta Junta, notas suscritas por la señora Anabelle León Feoli y por el señor Alfredo Jones León, ambos jubilados judiciales, mediante las cuales solicitan lo siguiente:
“(…)

1) En la sesión de Corte Plena del pasado 15 de mayo del 2023, se expusieron, en lo que interesa, los siguientes temas: 

a) Según informó el Director Jurídico, Lic. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, en lo que a ellos corresponde, están listos los expedientes de las personas jubiladas a las que se les aplicó la conocida “Regla Cuatro”. 

Sin embargo, indicó que falta el cálculo de la jubilación, sin la aplicación de esa Regla, con el fin de determinar el monto de la jubilación que regiría a futuro, en el supuesto de que prosperara el proceso de lesividad. 

b) La Corte Plena acordó solicitar esos cálculos a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 

2) Por otra parte, como es de su conocimiento, el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, Ley No. 7302 de 8 de julio de 1992, establece lo siguiente: 

“Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro, un año, por cada dos, de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. 

En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen.” 

3) En mi caso particular, cuando se hicieron los cálculos de la jubilación, se aplicó la Regla IV, por ser más favorable, pero también me era aplicable el citado Transitorio III, dado que cumplo con los dos requisitos dispuestos en la Ley: me jubilé a la edad de 57 años y con más de 35 años de servicio. 

Solicitud expresa. 

Con base en la secuencia de hechos, me permito solicitar a la Junta que, cuando establezca el monto de mi jubilación que regiría a futuro, sin aplicar la Regla IV, se aplique al nuevo monto que se determine, lo establecido en el Transitorio III de la Ley 7302 del 8 de julio de 1992, por ser esta disposición transitoria de orden legal y favorable a mis intereses como jubilada y jubilado.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica de la Dirección de la JUNAFO, a fin de que remita criterio jurídico con respecto a la solicitud remitida por la señora Anabelle León Feoli y el señor Alfredo Jones León, ambos jubilados judiciales.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXVI
Documento N° 724-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en correo electrónico del 27 de junio del 2023, remite para conocimiento de este órgano colegiado, “Presentación sobre la situación y noticias recientes, sobre la remoción de gerentes en BCR SAFI, S.A”.


Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “La siguiente es una situación que se ha venido presentando con el SAFI del Banco de Costa Rica, recordar que esto es una subsidiaria con el 100% del capital del Banco de Costa Rica, entonces, aunque es de naturaleza privada por ser una sociedad anónima, el dueño de esa sociedad anónima es 100% el citado Banco.
Bueno, primero que nada, conversar acerca de cómo está nuestra posición, básicamente, tenemos en este caso, el BCR Fondo Inmobiliario No Diversificado, que tiene naturaleza de fondo cerrado, es decir, la única forma de poder comprar o vender participaciones es directamente vendiéndolas al régimen, el administrador de la SAFI no está en la obligación de darnos la liquidez correspondiente, esa es su característica.
Es un fondo inmobiliario, está en moneda de dólares, y, en este momento, por prospecto, tiene un rubro autorizado de $600.000.000,00 (seiscientos millones de dólares), de los cuales a la fecha ha colocado doscientos cincuenta y dos millones de dólares aproximadamente, tiene un 42% de colocación y el monto mínimo de inversión ronda los $1.000,00 (mil dólares).
En este momento, vemos un activo de cuatrocientos veintiséis millones de dólares en términos generales con 19 inmuebles, es decir, 19 edificaciones que componen este régimen, con un 89.59% de ocupación y con una calificación de riesgo de las más altas de mercado, AA-3 (CR), con un valor de mercado de $1088 (mil ochenta y ocho dólares), ese es el valor a nivel de vector. 
A lo largo de los últimos meses y años, esta SAFI ha tenido un comportamiento errático respecto a la situación del mercado, recordar que el producto de la crisis de COVID-19, pues todo el sector inmobiliario se ha visto perjudicado. En este caso, del ranking interno, que eso es importante decirlo, donde evaluamos temas como rendimiento, ocupación, niveles de activos, apalancamiento, tema de gestión, etcétera, se está revisando y se valora a todo el sector de fondos inmobiliarios.
Recordar que, para atrás del 2019, cuando se compran las participaciones de este Fondo Inmobiliario, que es en los años 2016 y 2018; en el 2019 arranca en una posición N.° 4 en nuestro ranking interno, entra el tema de pandemia, y se mantiene en una posición N.° 1 dentro del ranking establecido, todo el sector, como les menciono, se ve perjudicado. A partir del año 2021, se ubica en una posición N.° 3 y cierra el período del 2022 en una posición de media tabla para abajo, en una posición ya N.° 7. 
Si vemos el comportamiento de los rendimientos líquidos de este fondo y de la industria, nos podemos percatar de que a lo largo del año 2010 hasta el año 2023, que está en la gráfica, ha tenido la tendencia a mantenerse por encima del promedio de la industria, entonces, veníamos acostumbrados a niveles, por ejemplo, en los años en los que se adquieren, se encuentran alrededor de niveles del 8% al 9% de rendimiento líquido en dólares. Básicamente, esas eran las alternativas que se venían obteniendo, en general en la línea roja, podemos ver cuál es la industria o cuál es el promedio de todo el mercado del sector inmobiliario, y vean que teníamos niveles que iban entre un 7% y un 8% en general en toda la industria de fondos inmobiliarios.
A partir del año 2019, hay un cambio en normativa y en el 2020 se agrava la situación, perdón, el cambio de normativa no lo especifiqué, acá se da con respecto al tratamiento tributario, que recibieron los fondos inmobiliarios, en ese momento se da una modificación, empiezan a pagar una tasa diferente, creo que era el 15% de impuesto sobre la renta y entonces, eso viene al traste con el rendimiento general de mercado, a eso se le añade la situación de COVID 2019 y provoca un nuevo nivel de normalidad en el sector.
Como les menciono, en el 2020 este SAFI resiste muy bien, y se ubica por encima del mercado, pero entre el 2020 y el 2021, se da una situación que lo ubica y lo desplaza totalmente por debajo de la normalidad del promedio, y se ha mantenido a lo largo de todos estos dos años con un nivel de rendimiento poco aceptable.
Más o menos ¿en qué condiciones nos encontramos, en comparación con el sector de pensiones?, en este momento, podemos observar de acuerdo con el último corte que se había estimado, que nosotros, nos ubicamos en la línea de abajo, alrededor de un 4.61% de participaciones del total de emisiones. Esto no significa que este sea el porcentaje de nuestro portafolio, es el porcentaje del total de activos que controla este fondo inmobiliario, y un equivalente aproximado a doce millones de dólares, es lo que se tiene invertido.
Pueden ver que está JUPEMA, Popular, Vida Plena, BN Vital, y JUPEMA con la mayor participación del sector de pensiones. Aquí hacen falta tres operadores, la del Banco de Costa Rica que por conflicto de intereses no podría invertir, la de BAC San José Pensiones que se concentró en mercados internacionales, no en instrumentos locales, y la de la Caja Costarricense del Seguro Social – Pensiones, que administra principalmente el FCL y, por lo tanto, son inversiones de más de corto plazo, entonces, básicamente son esas tres que no aparecen acá con participaciones en este instrumento. 
A partir del 19 de junio de este año, se presenta un hecho relevante, donde básicamente esta SAFI, en general, disminuye su nivel de comisiones, las cuales que cobra por la administración de esta cartera prácticamente en veinte o veinticinco puntos porcentuales. Sin embargo, en este fondo inmobiliario en particular, modifica cincuenta puntos base a su comisión y lo ubica en el lugar más bajo o la comisión más baja que históricamente ha reportado, e incluso a nivel de mercado.
A partir de ahí empiezan a presentarse una serie de noticias que, de alguna forma, pues alarman la situación que ha ocurrido, producto de la administración de esta cartera de fondo inmobiliario, ha existido la compra de un inmueble que se conoce con el nombre Parque Empresarial del Pacífico, que se ubica en la zona de Caldera, Esparza de Puntarenas; es un parque empresarial, fue adquirido justamente en los primeros meses del año 2020, y que esa adquisición coincide con la caída en el rendimiento de este fondo inmobiliario. Básicamente, en estas épocas, alrededor del año 2020, es cuando se hace la adquisición de este inmueble, esa adquisición en lugar de generar valor, realmente lo que hace es generar más carga financiera a la SAFI y hace bajar bastante su nivel de rendimiento.
Recientemente se ha compartido alguna información acerca de que en un avalúo practicado por un grupo de inversionistas, ese avalúo arroja que el precio aproximadamente del inmueble, ronda los veintisiete millones de dólares, mientras que la SAFI adquirió ese inmueble alrededor de los setenta millones de dólares, entonces, hay una diferencia muy marcada, muy significativa, donde no se justifica por qué; los administradores de la SAFI hablan básicamente acerca de la posibilidad de que esto sea por una mala técnica de evaluación, pero lo cierto del caso es que empieza a generar una serie de dudas. 
“Avalúo externo de Parque Empresarial Pacífico apunta gran disparidad con respecto a precio pagado por subsidiaria de BCR”. “SUGEVAL advirtió al BCR de posible conflicto de intereses en compra de parque empresarial”, y “Rodrigo Chaves pide cuentas al BCR ante denuncias de inversionistas por compra del Parque Empresarial del Pacífico”, son algunos de los titulares.
La semana pasada se da la noticia de la salida de dos gerentes corporativos del Banco de Costa Rica, don Álvaro Camacho y don Juan Carlos Bolaños, ambos con bastantes años de estar trabajando en el grupo Banco de Costa Rica, de los cuales se destaca que se habían desempeñado como directivos y como miembros del Comité de Inversiones de esta SAFI. Coincidentemente su salida, a pesar de que la asocian a motivos personales, sale cuando se hace público el tema del avalúo.
El día de ayer se da la sustitución del gerente de la SAFI, don Rosnnie Díaz Méndez, y es sustituido en este caso, por don Allan Marín, coincidentemente con estas situaciones como la salida de don Álvaro y don Juan Carlos, la noticia del avalúo y el comunicado que hace el hecho relevante, donde alega esta SAFI, que no es comparable ese valor practicado con las tendencias y con la normativa que exigen las Superintendencias al respecto.
Sobre este caso, existen ya denuncias presentadas por un grupo de inversionistas individuales ante la Superintendencia General de Valores - SUGEVAL, que es la Superintendencia encargada de supervisar a las sociedades administradoras de fondos de inversión, y ante la Fiscalía General de la República, por esas supuestas anomalías, no ha habido pronunciamiento formal de ninguna de estas instancias, están en la etapa de investigación, y lo cierto del caso es que, esto ha generado un ruido significativo con respecto al valor de las participaciones y con el perfil de esta inversión.
¿Qué gestiones ha hecho la administración?, bueno, hemos estado en un seguimiento mensual con el tema de los fondos inmobiliarios, donde se han monitoreado sus indicadores, revisamos los indicadores que son publicados en los sitios web de las Superintendencias correspondientes, trimestralmente se han hecho reuniones con la gente de la SAFI que tienen que venir a rendir cuentas directamente de cómo ha avanzado con las proyecciones para recuperar el nivel de rentabilidad que históricamente este fondo tenía.
Recientemente, se dio en el mes de marzo o abril, una asamblea de la SAFI, a la cual se asistió, no se sometió a votación ningún tema, simplemente fue de conocimiento de algunos aspectos relacionados con la compra o la adquisición de este Parque Empresarial. Se han hecho sesiones de trabajo con las direcciones de otros fondos de pensiones o de otros regímenes, para coincidir en alguna posición en conjunto y se ha participado en reuniones con la Superintendencia General de Valores – SUGEVAL, adicionalmente a esto, anualmente se hace una revisión de todos los indicadores y demás de la SAFI como tal.
Los comités que se reunieron la semana anterior, tanto el de inversiones como el de riesgos dan por conocidas las modificaciones de comisiones que se están dando, y dan por conocida también la información referente a la denuncia de estos dos gerentes del Banco. De momento, hay una posición dividida, si me permiten decirlo, de parte del Comité de Riesgos, nace la posibilidad de tomar alguna otra alternativa más fuerte, de parte del Comité de Inversiones, hay una posición más de esperar cuál es el pronunciamiento que finalmente hagan los entes encargados, tanto de la SUGEVAL como de la Fiscalía, antes de tomar una decisión más abrupta.
Lo cierto del caso y con esto concluyo la presentación, es que ha habido una serie de elementos que hacen dudar realmente de la correcta gestión de este fondo, de esta SAFI, a pesar de que esta SAFI era el top de mercado, siempre estuvo en los primeros tres lugares de toda la industria de fondos inmobiliarios a nivel de mercado y que su tamaño hace que sea una situación complicada para toda la industria, hay una serie de elementos que podría conllevar a la presunción de que sí hubiese podido existir algún mal manejo.
Todavía no hay nada concluyente, pero sí ha habido noticias al respecto y, como les menciono, en las últimas dos semanas se han brindado una serie de hechos relevantes, que son importantes: la salida de estos gerentes, cambio de la Comisión de Gastos de Administración, la sustitución del gerente de la SAFI el día de ayer, las noticias acerca de la investigación que esto se está llevando a cabo, hacen prever que efectivamente pueden existir al menos dudas razonables de que la gestión de estos administradores no ha sido la más adecuada.
Dicho lo anterior, me coloco a su disposición si algún integrante quisiera expandir o profundizar sobre algún tema en particular, sino básicamente la intención era traerles a ustedes esta información, que vuelvo y repito, ahorita, de momento, no hay ningún pronunciamiento oficial de parte de ninguna autoridad, hay una presunción de un delito eventualmente que podría asociarse a la adquisición incorrecta o indebida de un inmueble, pero realmente ahorita es una presunción no es algo que pueda estar confirmado o valorado, y por lo tanto, no hay esa certeza para poder tomar alguna decisión más drástica”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Compañeros, nosotros en el Comité de Riesgos vimos este tema con mucha preocupación, ahí estamos don Juan Carlos y yo en ese Comité, don Alexander en ese momento salió, no ha estado, pero sí don Pedro, que es el presidente del Comité, nosotros valoramos la situación, eso pasa en algunos sectores lamentablemente, es una afectación que podrían materializar eso, ojalá que no, pero hay un estudio profundo al respecto, está en investigación este inmobiliario.
Pero aquí si me queda una duda, don Oslean, es que no viene en esta sesión el informe del Comité de Riesgos, pero bueno, hubiera sido interesante porque se propuso en general, que no hiciéramos ningún movimiento más con esta inmobiliaria, esperar a ver qué pasa con el estudio e informarle a este órgano superior la situación real. Si hay situaciones especiales aquí, parece que hay algo que no está calzando bien, pero sí eso es lo que sucede, no podemos ocultar cosas que están pasando, donde se ha invertido ahí de buena fe, analizando bien toda esta estructura inmobiliaria que pasó todos los controles de riesgos e inversiones, lo que sucede es que sí ha habido situaciones especiales, más que todo era mantener nuestra posición al tanto, vigilante de lo que está sucediendo, qué va a pasar, que va a suceder con los fondos que tenemos invertidos ahí, y además de eso, no mover nada más, no invertir nada más totalmente con ellos, porque ahí la situación lógicamente está más clara que otra cosa.
Entonces, si hay situaciones especiales, tenemos que velar por nuestros recursos y esto hay que traerlo a Junta, así como estamos ahorita genera preocupación, esperemos que se aclaren las cosas y valorar cómo hacemos con los montos que están invertidos en este fondo inmobiliario.
De verdad que es muy preocupante, nosotros lo analizamos con mucho detalle en el Comité, y decidimos traerlo lógicamente lo antes posible aquí a la Junta Administradora para reforzar unas propuestas que hicimos y ver qué otras propuestas decidimos como órgano colegiado directamente. 
Pero sí, la situación se ha complicado, además hay una coyuntura difícil con todo lo que diga BCR, hay muchas cosas que se alinean, puede ser porque tengan razón o porque ya llevan muchos intereses, pero en el fondo la investigación nos arrojará la realidad de lo que está pasando en este fondo.
Sería tomar una decisión ahora de esta manera colegiada para darnos por enterados de la situación realmente y ver cómo podemos proceder. Eso era, don Juan Carlos, gracias”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Muy bien, ¿alguna otra persona desea tomar la palabra? Si no es así, pues darnos por enterados como Junta y a la espera de lo que suceda”. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, consulta: “Quería más bien, preguntarle a Parris y a don Oslean, si hay alguna recomendación directa en ese sentido, de qué hacer, está bien el informe, está muy bien sustentado, pero ¿qué recomendaciones dan?, tanto de riesgos como Oslean, que lleva el control de esa situación. Me gustaría que oírlos en ese sentido, si ¿hay alguna recomendación directa y en qué sentido? Gracias”.
El máster Mora Valdez, responde: “Don Arnoldo, el tema se valora por parte de los comités técnicos y, como bien señalaba don Parris, la decisión de parte del Comité de Riesgos, es mantener la veda que existía sobre adquisición de nuevas participaciones en fondos inmobiliarios, y en particular sobre este fondo inmobiliario.
Ahorita está en una etapa de investigación, no hay una confirmación real de si hubo o no hubo algún tipo de dolo o algún tipo de mala situación, no hay confirmación real, no hay pronunciamiento por parte de la Superintendencia, no hay pronunciamiento por parte de la Fiscalía, entonces en realidad, esta situación ahorita está en etapa de investigación que hay que esperar.
No existe la posibilidad don Arnoldo, de salirse de esta posición, siendo francos y realistas, en el sentido de que, por ejemplo, el volumen que tenemos ahorita invertido, esos doce millones de dólares, difícilmente un inversionista físico tendría la capacidad de adquisición de semejante cantidad, solamente los institucionales podrían adquirir esa participación, entonces, si yo salgo a vender esas participaciones, necesito que haya del otro lado alguien que esté dispuesto a comprarme esas participaciones y debido a que estamos en el ojo del huracán en este momento, probablemente tendríamos que salir a venderlas regaladas, para que alguien eventualmente las quisiera adquirir.
No es recomendable salir en este caso por la situación de pánico, sino que hay que ver cómo se desarrolla la situación y que, efectivamente, le demos un seguimiento y un monitoreo cercano que eso es lo que hemos venido tratando de hacer desde la administración.
Lo cierto del caso es que aquí hay una cuota de responsabilidad y criterio de parte del gobierno corporativo del Banco de Costa Rica, que son los que han conformado los comités de inversiones, comité de riesgos, la parte directiva de la SAFI, etcétera, y que, por lo tanto, uno esperaría que haya un respaldo de esta entidad ante toda esta situación.
De momento don Arnoldo, puntualmente, recomendaría dar por conocido esta situación, que ustedes estén al tanto y darle un seguimiento y un monitoreo, no correr, no hacer ninguna posición que pueda más bien, perjudicar de forma más negativa todavía, el resultado de esta SAFI y recordar que, a diferencia de cualquier otro instrumento, este tiene la particularidad de que lo que está, está respaldado, esto que compramos en conjunto son bienes inmuebles, hay una garantía real detrás de todo esto, entonces, aunque no sea la mejor de todas y las características no sea la que nos guste, por lo menos tenemos certeza de que ahí hay un bien, un activo físico que está respaldando las inversiones que estamos realizando. No podríamos ser dueños directamente de nada, porque es en conjunto con todos los inversionistas, pero lo cierto del caso es que, hay un respaldo adicional que tal vez con un bono de una empresa privada, que tuviese alguna situación de mercado, no tendríamos tanta seguridad, tanta certeza como con esto. 
De momento es eso lo que se ha conversado don Arnoldo, y que ustedes estén enterados, lo que se busca con esto es que todos ustedes conozcan que hay una situación anómala, que hay algo que se está investigando y cuando tengamos resultados de esa investigación, inmediatamente se traerá a este seno para que tomen alguna decisión al respecto”.
[bookmark: _Hlk135747129]El integrante Hernández Solano, dice: “Muchas gracias”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la situación actual del Fondo Inmobiliario No Diversificado BCRSAFI, la salida de los gerentes de banca corporativa del BCR, don Juan Carlos Bolaños Azofeifa y don Álvaro Camacho de la O, la sustitución del gerente de la SAFI, don Rosnnie Díaz Méndez por don Allan Marín Roldán, así como las noticias publicadas en diarios de circulación nacional referentes con el avalúo externo realizado al Parque Empresarial del Pacífico y el manejo del citado Fondo Inmobiliario. 2.) Estar a la espera del pronunciamiento que realicen tanto la Superintendencia General de Valores – SUGEVAL como la Fiscalía General de la República, sobre el tema expuesto. 3.) Encomendar en la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el seguimiento sobre la situación expuesta a fin de que informe a este órgano colegiado cualquier dato de relevancia para la toma de decisiones.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXVII
Documento N° 713-2023
Informa el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, que estará de vacaciones del 3 al 18 de julio de 2023, y que quien asumirá el puesto en la Dirección, sería licenciada Ingrid Moya Aguilar, y la Subdirección, la asumiría el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe del Proceso de Inversiones de la Dirección de la JUNAFO, en el entendido que cumple con todos los requisitos para el puesto.
En razón de lo anterior, se adjunta el curriculum del licenciado Salas.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tomar nota de lo informado por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, y autorizar la designación de las personas que asumirán los cargos interinos en la Dirección y Subdirección de la JUNAFO, del 3 al 18 de julio de 2023, en ocasión de las vacaciones del máster Mora Valdez.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 690-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0252-DJA-2023 del 26 de junio del 2023, indicó:
[bookmark: _Hlk139617233]“En comunicado enviado por la Custodia del Banco de Costa Rica, mediante correo electrónico el pasado 21 de junio del año en curso, se realizó la siguiente solicitud:

“… le solicitamos su colaboración para que se emita un Poder Especial en el cual se autorice a algunos de sus funcionarios, recomendamos que sean 2 ó 3 personas, para que se puedan presentar físicamente ante INTERCLEAR a endosarles los valores FÍSICOS que en este momento están administrados en la cuenta 1041, en este momento solo tienen 3 operaciones en moneda colones:

Lo anterior es necesario porque INTERCLEAR está implementando un nuevo sistema a partir del 1/07/2023, en donde requieren sacarlos de la Custodia DEPOS y registrarlos en la custodia CUSLI.

Estos son los beneficios que nos comentó INTERCLEAR:

•	Mayor bursatilidad de los instrumentos
•	Cada título tendrá su código ISIN
•	Valor de mercado (precio vector)
•	Reporte diario de los valores para que los Custodios y por ende los clientes podamos conciliar
•	Cobro automático de INTERCLEAR ante el emisor, lo anterior aplica para los Principales y Cupones que vencen. El monto recibido por INTERCLEAR, incluso del impuesto sobre la renta, es trasladado al cliente por medio de Custodio BCR.

Para el día del endoso, podemos coordinar con INTERCLEAR para que nos faciliten el sello estándar que ellos tienen para estos efectos. Además, con gusto podría acompañarlos un compañero del Custodio BCR para agilizar y verificar el proceso de endoso…” Lo destacado es propio.

En virtud de lo anterior y dada la urgencia del cambio en los sistemas de la Custodia de Valores, se solicita incluir este tema la en la agenda de la JUNAFO en la sesión de mañana 27 de junio. Adicionalmente, se requiere de la autorización de ese Órgano de Desconcentración Máxima para lo que a continuación se expone:

· Trasladar de custodia los valores físicos (tres títulos y sus respectivos cupones, números de operación 30202537, 30202542 y 30206251) del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que Interclear los reciba en Administración y cobrarlos (al emisor) al final del vencimiento y trasladar el pago al FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL por medio del Custodio BCR.

· Delegar a las personas funcionarias de la Direccion de la JUNAFO, Steven González León y Sujey Sánchez Segura con el único fin de ejecutar el acto de endoso de los valores físicos descritos anteriormente.

· Facultar al Representante Legal de la JUNAFO a firmar el “Poder Especial” emitido para tales efectos.

Como abono de lo anterior, en caso de que la JUNAFO, estime conveniente efectuar la solicitado; se adjunta al presente oficio el “Poder Especial” correspondiente”.

Anexo:
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Manifestaciones:
Se le concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO: “Esta es una situación que nos está llegando por parte del custodio (del Banco de Costa Rica), es un tema un poco delicado por la cuantía, es una situación normal, pero por la cuantía si es importante que ustedes lo conozcan y estén de acuerdo.
Es solicitud del custodio para hacer un traslado de títulos físicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - FJPPJ; hay que recordar que antes del 2018, el Fondo podía ir a tocar la ventanilla directamente a Hacienda y hacer inversiones físicas, nos daban un título y una serie de cupones, esos cupones se custodiaban físicamente. A partir del 2018, con el cambio de la ley, ya eso no se puede hacer, pero los que ya teníamos invertidos, pues ahí van a quedar hasta su vencimiento.
Dada esta situación nos informa el custodio del Banco de Costa Rica, que se necesita que se emita un poder especial, dice: “recomendamos que sean 2 o 3 personas funcionarias, para que se presenten físicamente ante INTERCLEAR a endosarles los valores FÍSICOS que en este momento están administrados en la cuenta 1041”, son solo 3 operaciones que son en moneda de colones, porque dicen que a partir del primero de julio, es decir, a partir de la otra semana, y por eso la urgencia de traerles el tema, se van a modificar por un tema de cambio de sistemas. 
Básicamente van a sacarlo de una custodia que se llama DEPOS, que es donde se custodian los valores físicos para registrarlos en una que se llama CUSLI, que es donde se pueden automatizar. ¿Qué se busca con estos beneficios?, mayor bursatilidad, porque entonces ya, aunque es un instrumento físico, podría eventualmente inscribirse ante bolsa y podría hacerse alguna transacción con él, mientras que si lo mantenemos solo como instrumento físico 100% no podemos hacer nada hasta que venza.
Cada título tendrá su código ISIN, eso es para poder darle bursatilidad. El valor de mercado nos marcará un precio de valor de mercado, es decir, hay un precio vector y se hará un reporte diario de valores para los custodios y por ende los clientes pueden conciliar, aparte de eso, dice que hay un cobro automático INTERCLEAR ante el emisor, lo anterior aplica para los principales y cupones que vencen. Entonces, ya no hay que acordarse que hay un cupón que vence el 15 de marzo, que hay que ir a sacarlo de la bóveda, que hay que agarrar y presentárselo al Ministerio de Hacienda, para que Ministerio Hacienda nos deposite, sino que ya todo eso se haría de forma electrónica a través de los sistemas. 
Entonces, dada esta solicitud, que esto nos está llegó el jueves de la semana pasada, se lo teníamos que traer el día de hoy para que fuera conocido por sus personas, y básicamente tener estos tres puntos, si ustedes lo consideran a bien, trasladar de custodia los valores físicos, estos son los números de operación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que INTERCLEAR los reciba y administre cobrarlos al emisor al final del vencimiento y trasladar el pago directamente al Fondo de Jubilaciones, que es el dueño de esas inversiones. Delegar a las personas funcionarias de la Dirección (de la JUNAFO), Steven González León y Sugey Sánchez Segura, con el único fin de ejecutar el acto de endoso de los valores físicos descritos anteriormente. Facultar al Representante Legal de la JUNAFO a firmar el “Poder Especial” emitido para tales efectos, en este caso don Juan Carlos”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, consulta: “Es que ahí dice que es un Poder Especial, ¿de qué tipo?, porque no me queda claro”.
El máster Mora Valdez, responde: “Sí señor, acá se lo presento para que ustedes puedan observarlo, es un poder especial que faculta para que, en este caso usted, Juan Carlos, como representante y apoderado generalísimo sin límite de suma, pueda decirle como representante tanto de la Junta como del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, suficiente como derecho fuese posible, para que estas dos personas, que son personas funcionarias del Poder Judicial, el compañero Steven González, con más de 10 años de trabajar en el Poder Judicial, y con nosotros desde el momento cero, doña Sugey Sánchez Segura, con más de 23 años de trabajar en el Poder Judicial, y con nosotros desde el momento cero, personas que trabajan en diferentes dependencias, él trabaja en el Proceso de Inversiones, ella trabaja en la Unidad de Tesorería, para que firmen de manera conjunta, mancomunadamente para evitar cualquier situación, en nombre del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y vayan físicamente a las instalaciones de INTERCLEAR para que puedan endosar únicamente estos 3 instrumentos, no pueden hacer más allá de eso, con el único fin de que éste pueda recibirlos en Administración, cobrarlos al final del vencimiento y trasladar el pago al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por medio del custodio BCR. Vean que está haciendo lo más cerrado posible”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, pregunta: “¿Las conciliaciones se siguen haciendo?”.
El máster Mora Valdez, responde: “Sí señor, claro, por supuesto.
Entonces esta situación, como les menciono, es una situación donde se requeriría, dotar a estas personas para que puedan hacer esa actividad y es algo que nos urge hacer esta semana porque tiene que arrancar, supuestamente a partir del primero de julio con el cambio de mes, y es una solicitud directa y expresa de parte del custodio BCR e INTERCLEAR, para cumplir con esta necesidad. Y en eso quiero ser franco, esta es una tarea típica que haría la administración, pero como los montos de estas operaciones superan la autorización que ustedes me otorgaron a mí de los once millones de dólares, yo no puedo otorgar este Poder, y la única persona que puede otorgarlo en este momento es don Juan Carlos, porque don Juan Carlos, es el representante general sin límite de suma, yo tengo un límite de suma, y por lo tanto, entonces me veo en la obligación de traer este elemento acá para que ustedes lo conozcan, obviamente esto, si ustedes lo aprueban tiene que ser que llevado ante un protocolo de un notario y que el notario, recoja la firma, en este caso de don Juan Carlos”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, indica: “Por las implicaciones que nos confiere en la toma de decisiones, a mí me gustaría que el Comité de Riesgos y el Comité de Inversiones, pudieran valorar esta situación, puede ser los Comités o también los presidentes de estos Comités, en conjunto con nosotros, posteriormente nos den un criterio al respecto a la seguridad de esta herramienta y también la parte de asesoría legal de la JUNAFO, es mucho dinero que se está tramitando ahí, yo sé que es una herramienta y todo, pero a como están las cosas, yo preferiría criterios más técnicos de los que el Banco nos está dando y con todo el respeto del criterio de la gerencia o del director en este caso, para poder valorar las bondades de esta herramienta y todo, y que exista más fortaleza en la toma de decisiones nuestras antes de tomar esto, yo sé que eso está contratiempo y todo, como siempre que mandan así para que se haga lo más rápido posible, pero yo prefería esperar un poquito y que, lo conozcan los presidentes de los Comités y que si lo tienen que bajar al Comité correspondiente, que ellos nos digan, pero sí es importante tener mayores criterios para poder tomar esta decisión en el momento de utilizar esta herramienta, esa es mi posición, compañeros”.
El presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, se somete a votación la propuesta de don Parris”.
Todos los integrantes manifiestan estar de acuerdo con la propuesta.
El presidente Segura Solís, prosigue: “Viendo esta situación, don Oslean, entonces habría que correr hoy para que esas personas nos den un criterio”.
El máster Mora Valdez, indica: “Sí señor, le solicitaremos a los presidentes, bien entiendo, porque los Comités no podrían reunirse tan pronto, pero por lo menos que los presidentes emitan algún criterio, y si ustedes lo tienen a bien, porque no podemos esperar a la siguiente sesión, cuando tengamos los criterios, se los compartimos por correo electrónico, para que ustedes valoren y otorguen el visto bueno por esa vía”.
Interviene el integrante Quesada Madrigal: “Perdón don Juan Carlos, y el criterio jurídico también, en el tema particular, de ese Poder Especial, para tener todo bien claro”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a los presidentes de los Comités de Riesgos e Inversiones, se pronuncien sobre la seguridad del traslado de custodia de los valores físicos que tiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el Banco de Costa Rica, específicamente los administrados en la cuenta 1041, para que INTERCLEAR los reciba en Administración, cobrarlos (al emisor) al final del vencimiento y trasladar el pago al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, por medio del Custodio BCR. Además, solicitar a la Asesoría Jurídica de la Dirección de la JUNAFO, emita un criterio sobre la legalidad del “Poder Especial” presentado para tales efectos.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXIX
Documento N° 683-2023
La licenciada Angie Ampié Gutiérrez, prosecretaria interina de la Secretaría General de la JUNAFO, mediante escrito remitido el 25 de junio de 2023, solicita lo siguiente: 
“De conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, presento recurso de reconsideración a los acuerdos tomados por la dicha Junta, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo de 2023, artículo XLI, y sesión N° 23-2023 celebrada el 06 de junio de 2023, artículo X, con base en los siguientes argumentos:

En el primer acuerdo tomado por la JUNAFO, con respecto a mi situación de salud, en sesión N° 47-2022 celebrada el 6 de diciembre de 2022, artículo III, dispuso que: “Una vez analizada la documentación aportada anteriormente, tomando en consideración que el dictamen 4.461.471 emitido por el Colegio de Médicos Cirujanos de la República de Costa Rica, indica que la servidora Angie Ampié Gutiérrez posee un trastorno de disco lumbar, recomendando evitar conducir trayectos largos, valorando que la residencia de la servidora es en la provincia de Guanacaste, esta Junta Administradora acuerda lo siguiente: 1.) Tomar nota de lo informado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, donde informó que autorizó de forma momentánea a la servidora Ampié Gutiérrez, a laborar bajo la modalidad de teletrabajo 5 días a la semana, debido a la condición de salud que presenta. 2.) Tomar nota de que la servidora Ampié Gutiérrez presentó solicitud formal ante la Comisión Interinstitucional de Teletrabajo del Poder Judicial, para que sea valorado su caso. 3.) De conformidad con la documentación aportada y con la finalidad de proteger el estado de salud de la servidora Ampié Gutiérrez, hasta tanto la Comisión Interinstitucional de Teletrabajo del Poder Judicial valore de forma íntegra su caso, esta Junta Administradora le autoriza de forma provisionalísima teletrabajar 5 días a la semana, hasta el 31 de enero de 2023, valorando que el dictamen 4.461.471 emitido por el Colegio de Médicos Cirujanos de la República de Costa Rica, recomienda evitar conducir trayectos largos. 4.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la servidora Ampié Gutiérrez. 5.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes”. Dentro de las manifestaciones realizadas por los integrantes de la JUNAFO, en este acuerdo, indican que sería necesaria una valoración por parte de la CCSS y del INS, sin embargo, no se especifica dentro de la parte dispositiva, ni se hace la indicación de que de eso va a depender si me dan o no el permiso, solamente se indica que se debe esperar el criterio de la Comisión de Teletrabajo, y que como ellos mismos citan, “en este caso, están supeditados a los lineamientos que se dicten en materia de Salud Ocupacional y de teletrabajo emitidos por el Órgano al cual están adscritos”. A pesar de eso, dado que converso con don Oslean, y me indica la recomendación que dieron por aparte, yo acudo a consultar al INS, por llamada telefónica y me indican que para que yo pueda usar la póliza del Poder Judicial, tienen que remitir el formulario de accidente de trabajo, por parte de mi jefatura, lo hago de conocimiento de don Oslean y me indica que no se puede hacer eso porque no he tenido un accidente laboral, e incluso lo converso con don Rodrigo en diciembre, que fuimos a la oficina para tomar la fotografía de la JUNAFO. Aunado a lo anterior, ese día asistí a la oficina, no solamente a tomarme la fotografía, fui a San José, porque tenía cita en el médico de empresa, ya que tenía la valoración para mi nombramiento en propiedad, converso con la doctora Verónica Velásquez, le mostré mi resonancia, lo cual la sorprendió, ya que físicamente no se nota, pero que sí es una lesión seria e hizo las anotaciones en el sistema, por lo que también cumplí con esa parte.

Por otra parte, en consulta con el Neurocirujano del Hospital San Rafael Arcángel de Liberia, Gabriel Martínez, él me recomendó que fuera a la CCSS, para seguirme atendiendo por ahí, ya que mi condición hay que tenerla bajo control, y que en caso de tener que operarme los quistes, sería mejor por la CCSS, es por eso que en el 20 de enero, dado que fueron vacaciones, la primera semana de enero mi esposo estuvo internado por fallo en los riñones, la segunda semana de enero, tuve mucho trabajo porque no hubo última sesión en diciembre, asisto a cita de medicina general, por aparte, con la doctora Marlen Nodarse, para que me haga la referencia a Neurocirugía al Hospital de Liberia, porque en el San Rafael no tienen medicina general. Ella me hace la referencia y la llevo al hospital de Liberia, y solamente me tocó esperar, hasta el jueves 25 de mayo, donde me asignaron cita para el 19 de diciembre de 2023.

Adjunto documento expediente suministrado por la doctora Nodarse.



Posteriormente, dado que no fue conocida mi solicitud por la Comisión de Teletrabajo durante los meses de diciembre y enero, el máster Oslean Mora Valdez, director de la Dirección de la JUNAFO, solicitó la prórroga del permiso mientras llegaba el citado informe, por lo que, en sesión N° 003-2023 celebrada el 31 de enero de 2023, artículo XXXI, la Junta dispuso: “…Acoger la propuesta presentada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y prorrogar el permiso concedido a la servidora Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria de esta Junta, para que labore bajo la modalidad de teletrabajo 5 días de la semana, por 15 días más, en espera del informe de la Comisión de Teletrabajo”.

Luego, en sesión N° 005-2023 celebrada el 08 de febrero de 2023, artículo XIX, se conoció el acuerdo aportado por la Comisión de teletrabajo, sin embargo, la Junta acuerda: “1.) Tener por recibido el acuerdo adoptado por la estimable Comisión Interinstitucional de Teletrabajo del Poder Judicial, en sesión virtual Nº 21-2022, celebrada el viernes 16 de diciembre del 2022, artículo I. 2.) Estar a la espera de que el Consejo Superior conozca el acuerdo emanado por la Comisión Interinstitucional de Teletrabajo, para valorar la posición que tienen en cuanto a la petición presentada por la servidora Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, referente a la solicitud para laborar bajo la modalidad de teletrabajo por 5 días a la semana, considerando las manifestaciones plasmadas por la licenciada Argili Gómez Siu, Subdirectora de la Dirección Jurídica de Poder Judicial, en el sentido de que si consideran de que ese órgano deben resolver la solicitud, o en su defecto, debe canalizarse por esta Junta Administradora. 3.) Deberá la Dirección de esta JUNAFO realizar un expediente con toda la documentación pertinente a la solicitud de teletrabajo presentada por la servidora Ampié Gutiérrez, incorporando la solicitud inicial, así como los acuerdos en donde se conocieron las gestiones para el otorgamiento de los 5 días bajo esa metodología de trabajo, contemplando los documentos médicos que exponen su situación. 4.) Una vez analizada la documentación aportada, tomando en consideración el dictamen emitido por el médico institucional, valorando que la residencia de la servidora Ampié Gutiérrez es en la provincia de Guanacaste y con la finalidad de proteger su estado de salud, hasta tanto el Consejo Superior conozca el acuerdo emitido por la Comisión Interinstitucional de Teletrabajo del Poder Judicial, esta Junta Administradora le autoriza de forma provisionalísima, como medida cautelar anticipada teletrabajar 5 días a la semana, hasta que el acuerdo del Consejo Superior sea conocido en el pleno de una sesión de esta Junta Administradora, momento en el que se resolverá de forma íntegra lo peticionado por la servidora Ampié Gutiérrez. 5.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la servidora Ampié Gutiérrez. 6.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.”

En el acuerdo de cita, así como en los anteriores, el fin era recibir la recomendación por parte de la Comisión de Teletrabajo, y que en el momento de contar con ese criterio se resolvería de forma íntegra mi petición, sin embargo, no fue así, a pesar de la recomendación de dicha Comisión, se me han ampliado las solicitudes que me hace el órgano, para no prorrogarme el teletrabajo.

En sesión N° 009-2023 celebrada el 1 de marzo de 2023, artículo XI, conoce la Junta el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 10-2023 celebrada el 07 de febrero del 2023, artículo L, que literalmente dice: “Se acordó: 1) Acoger el criterio emitido en el oficio número PJ-DGH-CIT-0003-2023 del 26 de enero del 2023, suscrito por la máster Dinorah Álvarez Acosta, Presidencia interina de la Comisión Institucional de Teletrabajo, en que se indica que las solicitudes de Teletrabajo que platee el personal que trabaje para la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial le corresponderá conocer a la citada Junta, ya sea aprobándolas o rechazándolas, establecer la cantidad de días, rescindir el contrato en caso de incumplimiento, por cuanto dicho órgano es el competente para tomar ese tipo de decisiones y resolver sobre la gestión de las personas que ahí laboran; ajustándose a las disposiciones que en materia de teletrabajo han dictado la Corte Plena y este Consejo. No obstante, deberá la Junta autorregularse en este tema dado que es un órgano con desconcentración máxima. Para esos efectos se traslada el criterio de la doctora Susana Alvarado Valdez, en relación con la situación de salud de la servidora Angie Ampié Gutiérrez. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión Institucional de Teletrabajo, de la Dirección de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de la licenciada Angie Ampié Gutiérrez para lo que corresponde de acuerdo a sus competencias.”

Dado que ya se tenía el acuerdo tomado por el Consejo Superior, la Junta decide no verlo en esa sesión y acuerda: “1.) Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar la gestión para conocimiento de esta Junta Administradora, en la sesión presencial del 21 de marzo de 2023. 2.) Mantener la medida cautelar anticipada de forma provisionalísima, a la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria de esta Junta Administradora, para teletrabajar 5 días a la semana, hasta que el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 10-2023 del 07 de febrero del 2023, artículo L, sea conocido en pleno por este Órgano, momento en el que se resolverá de forma íntegra lo peticionado por la servidora Ampié Gutiérrez”.

Es hasta la sesión N° 012-2023 celebrada el 21 de marzo de 2023, artículo IV, conforme a todos los argumentos expuestos, acordó: “1.) Autorizar a la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, prosecretaria de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, plaza N° 382291, para que labore en la modalidad de Teletrabajo 5 días a la semana, por el periodo de 2 meses a partir del 21 de marzo hasta el 21 de mayo de 2023. Lo anterior sin detrimento de que se presente a la oficina judicial en los casos necesarios y que se le solicite, tal y como lo señala el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en Teletrabajo en el Poder Judicial”. 2.) Es entendido que deberá la licenciada Ampié Gutiérrez, cumplir con las metas establecidas de trabajo. Asimismo, la jefatura inmediata será la responsable del cumplimiento de cronogramas y metas de trabajo, los entregables, y productos requeridos por esta Junta Administradora y por nuestra Dirección. 3.) En caso de que la licenciada Ampié Gutiérrez requiera solicitar una ampliación del periodo de tiempo otorgado en el presente acto, deberá aportar un certificado vigente aprobado por la Caja Costarricense de Seguro Social, donde indique, al menos, el manejo terapéutico (medicación, dosis), control y diagnóstico de especialista, sí ha tenido recaídas, o exacerbaciones de enfermedad, si es producto del traslado de su vivienda en Guanacaste a la oficina situada en San José, o si es por otro tipo de actividad, además que indique si la recomendación no es manejar de manera permanente, o en su defecto si puede hacerlo alguno de los días, y si puede hacerlo, que indica cuanto es la distancia que se recomienda, es imperativo contar con un criterio médico que cite el motivo de la contraindicación de la presencialidad laboral, todo lo anterior para poder valorar una excepción a la regla del 4x1 y prorrogarle el permiso de los 5 días de teletrabajo. Se le insta a la funcionaria Ampié Gutiérrez, en caso de requerir la prórroga, tramitar la documentación de manera oportuna, para que esté órgano colegiado tenga el tiempo adecuado para valorar lo que corresponda. 4.) Esta autorización quedará supeditada a la autorización para el uso de la licencia de VPN institucional, y el cumplimiento de las reglas emitidas por el Poder Judicial, en materia de Teletrabajo. 5.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que presente a la brevedad, y atendiendo la normativa del Poder Judicial sobre Teletrabajo, un criterio sobre la diferencia que existe entre el lugar donde vive una persona al ser nombrada en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la dirección que registra en el contrato que suscribe como Teletrabajo y las consecuencias que tiene esta situación”.

Cabe señalar que yo no estaba presente al momento de la deliberación del acuerdo, por lo que sé de las manifestaciones hasta que se me comunica el acuerdo, además por un tema de evitar un conflicto de interés, yo no redacto mis propios acuerdos, sino que lo hace el asesor jurídico el licenciado Eduardo Chacón Monge. Este acuerdo es del 21 de marzo, el oficio se me comunica el 27 de abril de 2023, porque el acta se aprobó hasta el 25 de abril, sin embargo, cuando el licenciado Chacón me pasa el acuerdo para enviarlo a ejecutar, el 4 de abril (semana santa), yo lo reviso, y leo lo que me están solicitando. Por lo que después de semana santa, voy al INS a Liberia, donde me repiten lo mismo que en diciembre, pero le digo a la joven que me atiende, que yo necesito una cita y que el doctor diga que eso no es riesgo de trabajo o que no me pasó por trabajo, pero me dice que sin el formulario de accidente laboral no me asignan una cita.

Posteriormente, tengo una reunión con don Oslean y el compañero Rodolfo Román, coordinador de la Unidad de Apoyo y Control Administrativo de la JUNAFO, para conversar sobre el formulario y me indica que no sabe del tema pero que va a consultar con Salud Ocupacional. Adjunto conversación de teams, donde evidencio que he sido insistente en conseguir una respuesta, de igual manera el correo que él envió y que no ha sido respondido.





Es por lo anterior, que no he podido obtener una cita con el INS, no ha sido porque no la he buscado, se ha hecho lo posible, de igual manera con la CCSS, como no me daban la cita, fui al médico general de sardinal, saqué cita, y el doctor me dijo que él no me podía dar ni medicamentos, porque era necesario que me viera un neurocirujano, y que lo que podía hacer era solicitar desde la clínica una referencia, me hizo una prueba, que fue cortar una paleta, me punzó en las piernas y pies, y en el lado izquierdo siento menos que en el lado derecho, situación que para nada dejar de preocuparme, y créanme que yo soy la persona más interesada en que me vean por la CCSS, ya que las resonancias valen más de 200 mil colones, y necesito estar en control, creo que sin ser médico, al leer el resultado de mi resonancia se entiende que hay un problema de salud, y como mencioné anteriormente, existe la posibilidad de que si los quistes se agrandan, pierda la sensibilidad en el área pélvica y no controle la orina, y demás, y me tengan que operar. Al final el doctor Galagarza, me hizo otra referencia, y me dijo el secretario que preguntara en 3 meses.

Luego, inmediatamente me di cuenta de la fecha de la cita, lo hice de conocimiento de don Oslean y de sus personas, ya que fue lo que solicitaron, que obtuviera una cita, y es de su conocimiento que sacar una cita en la CCSS, es de paciencia, y muchas personas fallecen sin ser atendidas, y mi caso no es la excepción. No sé qué más puedo hacer, para que comprendan mi situación. De igual manera conseguir cita con el Neurocirujano, en el hospital privado, es difícil, ya que llega solo una vez al mes, y siempre está lleno, ya que es el mismo del Hospital de Liberia, por lo que no es de extrañar que la fecha, sea tan alejada, sin embargo, mi intención no era quedarme así, si no sacar cita con él por privado, (lo cual ya hice, estoy en lista de espera para el 26 de junio, si no para julio, pero no me han dicho fecha), para ver si hay posibilidad de que me acerque la fecha, y las 2 veces que fui al hospital público a consultar sobre mi trámite, estaba muy llena esa ventanilla, lo que me hace entender la lejanía de la cita, pero es algo que solo les puedo decir, no se los puedo demostrar cómo es de su interés, ya que no me quisieron ni dar comprobante de asistencia.

Por otra parte, he procurado cumplir con las indicaciones médicas, tomar medicamentos, tomo también CBD, con tal de no faltar a mi trabajo y a mis labores, para compensar de alguna manera, el que me permitan estar en mi casa, teletrabajando, por lo que prácticamente mi trabajo es 24/7, y pueden dar fe de eso las personas que atiendo, incluidos integrantes de los Comités y Junta, a la hora que me requieran o fines de semana. Sin embargo, dado la negativa por parte de la Junta, para concederme el teletrabajo, me he tenido que incapacitar, por los dolores, provocados por el estrés, de no saber qué hacer para no ver afectada mi salud ni mi trabajo, por otra parte, cumplí con ir a San José una semana, y el viaje me cayó fatal, por lo que me incapacitaron 14 días, y me medicaron con Prednisolona y amitriptilina, para la ansiedad y poder conciliar el sueño, porque como indico, esta situación ha sido muy estresante para mí, además que sé que no están de acuerdo con la situación y hay cierta incomodidad en el tema, por decirlo así, y nadie quiere sentir ese tipo de molestia por parte de su jefatura, especialmente si siento que he dado todo mi máximo, y mis ganas porque el trabajo salga bien.

Lo que me preocupa, además de su negativa, es que, si yo empiezo a viajar otra vez, el dolor incrementa, podría dañar más mi salud, en cuanto a que los quistes se agranden, me tendría que estar incapacitando, lo cual no es necesario si no tengo que viajar, y posteriormente me van a pedir que me evalúen para que me jubile por incapacidad absoluta y permanente, y apenas tengo 32 años, lo cual para nada es una opción, y en caso de seguir viajando, lo que haga hoy me va afectar año con año, y definitivamente va a empeorar.

En el Poder Judicial existen políticas institucionales, circulares, etc, para laborar bajo la modalidad de teletrabajo, y muchas veces la Junta Administradora, ha expresado que se acogen a los reglamentos y políticas institucionales del Poder Judicial, sin embargo, en mi caso no se está cumpliendo con el procedimiento para solicitar teletrabajo los 5 días a la semana, por motivos de salud, se me está dando un trato diferente a las demás personas del Poder Judicial, que se rigen bajo esas normativas, hice la instancia ante la Comisión de Teletrabajo, como me lo solicitaron y aun así no me resolvieron, si no que me pidieron documentos y trámites que a nadie más se le ha pedido, que no están normados, además me dan muy poco tiempo, siendo de su conocimiento cómo es tramitar algo ante la CCSS. Y, por otra parte, se presenta ante ustedes lo tramitado con Salud Ocupacional, para presentar la documentación ante el INS, y responden, en sesión N° 23-2023 celebrada el 06 de junio de 2023, artículo X, “…1.) Tener por recibida la información remitida por la licenciada Waiman Hin Herrera, subdirectora de Desarrollo Humano y el máster Freddy Briceño Elizondo, jefe de Salud Ocupacional, todos de la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° PJ-DGH-SSO-518-2023 del 30 de mayo de 2023, e indicar que esta Junta ya resolvió sobre las particularidades propias de este tema en las sesiones N° 012-2023 celebrada el 21 de marzo de 2023, artículo IV y N° 022-2023 celebrada del 30 de mayo de 2023, artículo XLI. 2.) Convocar a una sesión para el martes 13 de junio del 2023, a las 8:00 a.m. a fin de analizar asuntos referentes al teletrabajo. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Direcciones de Gestión Humana y de la JUNAFO”. 

En resumen, que ya se resolvió el tema en la sesión que me están denegando la gestión porque yo no he presentado la documentación que se les está haciendo de conocimiento, para que ustedes decidan si se envía o no el formulario ante el INS. Es como una contradicción al acuerdo tomado en sesión N° 12-2023, porque no les puedo presentar dicha documentación si ustedes no aprueban que se remita.

Porque muy claramente lo indica Salud Ocupacional, hay dos potenciales escenarios, o me otorgan el teletrabajo, basado en la recomendación médica, que ya existe, por parte de la Comisión de Teletrabajo y el médico de empresa, o bien se envía el formulario por riesgo de trabajo a ver si el INS lo acepta, para lo cual envían el formulario, es decir que no se me está respondiendo, si puede la administración enviar el formulario o se hace de oficio y no es necesaria la autorización de la Junta.

También, actualmente hay una persona dentro del Poder Judicial, que es de mi conocimiento, ignoro si hay más, pero ella teletrabaja permanentemente por recomendación médica, por lo que considero que, de ser recomendado así por mi médico tratante, y de ser necesario, no tendría por qué haber inconveniente, o incomodidad porque yo teletrabaje permanentemente. Además, que las labores dentro de la Dirección de la JUNAFO, iniciaron en pandemia, con teletrabajo y siempre se ha dado la talla, sin ningún problema, lo que me parece que es hasta un plus para las personas que quieren trabajar en la Junta, y los que quisimos ir a trabajar en su momento. Esto lejos de verse como un problema, debería de ser una oportunidad de apoyar a las personas servidoras en casos de enfermedad propia o de parientes, hijos, conyugues, etc, y no tener que dejar de trabajar, y ver afectado el salario, o de alguna otra situación, y ha sido una buena motivación para dar más del 100% de nuestro trabajo.

Para finalizar, quisiera expresar que siento muy injusto y discriminatorio el proceso que se ha llevado en cuanto a mis gestiones, ya que las deliberaciones se han hecho sin mi presencia, fuera de micrófono y de grabación, por lo que las manifestaciones no han quedado transcritas, ni en grabación, pueden ser de carácter privado, sin embargo, en ningún otro caso similar se ha realizado de esa manera, y cuando han hecho manifestaciones, que quedan transcritas, se aprecia la suposición, pudiendo hacerme las consultas a mí, de manera directa, los acuerdos me han sido notificados muy a destiempo, según la fecha de las sesiones, además de que no existe una argumentación suficiente para denegarme el teletrabajo, de la manera que lo están haciendo, dado que no he presentado la documentación no porque no quiero, sino porque no depende de mí, sino de otras instituciones, departamentos o personas. Solamente deseo trabajar tranquila como lo he venido haciendo hasta el momento, entre comillas, porque cada vez que se me acaba el permiso es un estrés inminente, pero quisiera seguir trabajando, que ustedes mismos han dicho no tener problema con mi trabajo, no quiero estar incapacitándome, de tener que firmar otro contrato de teletrabajo, con Salud Ocupacional, que verifiquen que tenga las condiciones etc, lo hago, nunca ha sido mi intención no hacer las cosas bien, y que afecten mi trabajo, me gusta lo que hago, tengo la experiencia suficiente que ha llevado el trabajo adelante durante año y medio, sin tomar vacaciones, trabajando día y noche, sin cobrar horas extras, por el hecho de sentir agradecimiento por haberme concedido este tiempo teletrabajo. Aunado a lo anterior, solo pido no tener que decidir entre el trabajo y la salud, que además acarrea mil problemas, a nivel psicológico y anímico, de sentirme una mujer funcional, ya que prácticamente soy una inútil, no puedo hacer esfuerzo de nada, solo ejercicios controlados, no puedo hacer las labores domésticas de mi casa, levantar peso, etc, lo único que puedo hacer bien es mi trabajo, que mientras este en casa, y no es que no tenga dolor, pero es más controlado.

Petitoria

1. Según lo indicado por la Sala Constitucional, “La Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano, siendo en definitiva al Estado, a quien le corresponde velar por la salud pública impidiendo que se atente contra ella.” (Sentencia Nº 5130-94, en igual sentido 0591-04 entre otras). También es posible extraerlo del artículo 50 en la medida que reconoce el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado a toda persona; y del artículo 73, en el tanto crea los seguros sociales para proteger a los trabajadores de los riesgos o contingencias de enfermedad, invalidez, vejez y muerte y el seguro contra riesgos profesionales”, y de conformidad con lo establecido en la Constitución Política, artículo 56, sobre el derecho al trabajo, solicito se me conceda el permiso para teletrabajar 5 días a las semana, según lo recomendó la Comisión de Teletrabajo en criterio emitido en el oficio número PJ-DGH-CIT-0003-2023 del 26 de enero del 2023, suscrito por la máster Dinorah Álvarez Acosta, Presidencia interina de la Comisión Institucional de Teletrabajo, hasta la fecha de valoración con el especialista el 19 de diciembre de 2023, y así obtener el dictamen correspondiente, de acuerdo a lo dispuesto por la Junta, en sesión N° 005-2023 celebrada el 08 de febrero de 2023, artículo XIX, punto 4.

2. Reconsiderar el acuerdo tomado en sesión N° 23-2023 celebrada el 06 de junio de 2023, artículo X, y se autorice a la administración a enviar el formulario estipulado en el protocolo 7.7 establecido en el Programa Institucional para el Manejo de Casos por Riesgos del Trabajo (PRIMAC-RT), remitido mediante oficio N° PJ-DGH-SSO-518-2023 del 30 de mayo de 2023, suscrito por la licenciada Waiman Hin Herrera, subdirectora de Desarrollo Humano y el máster Freddy Briceño Elizondo, jefe de Salud Ocupacional, ambos de la Dirección de Gestión Humana, al INS, con el fin de ser evaluada, y contar con dicho criterio.

3. Que mis gestiones sean conocidas de manera pública, y que las intervenciones queden en grabación y transcritas en el acuerdo.

4. Se me conceda audiencia para poder explicar la gestión, los procesos que he seguido, y los que faltan, así como para atender cualquier consulta, con el fin de no dar lugar al supuesto, por parte de los integrantes de la Junta.

Notificaciones

Señalo para notificaciones los correos electrónicos: [...]”

-0-
Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “El asunto es el recurso de reconsideración que está planteando Angie (prosecretaria interina de esta JUNAFO), sobre lo que nosotros resolvimos acerca de su situación de salud, iba a proponer que se lo pasáramos a Eduardo (Asesoría Jurídica de esta JUNAFO) para que hiciera un criterio jurídico al respecto y traerlo a Junta”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Estoy de acuerdo don Juan Carlos, con eso, pero pongámosle una fecha, para tal día, para no dejarlo en el limbo”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Nada más déjenos terminar para esa semana, porque tenemos que dejar el proyecto (reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial) sí o sí, el viernes, entonces, para el próximo lunes sería imposible, el otro martes es 4, podría ser para el 11 si a Eduardo le parece bien”.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, agrega: “Sí señor, no tengo ningún problema, con mucho gusto”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, entonces para el 11, si todos están de acuerdo”.
Los demás integrantes de este órgano colegiado presentes manifiestan estar de acuerdo con la propuesta de acuerdo.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el recurso de reconsideración presentado por la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, prosecretaria interina de la Secretaría General de la JUNAFO, remitido mediante correo electrónico del 25 de junio de 2023, en contra de los acuerdos tomados por este órgano colegiado, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo de 2023, artículo XLI, y sesión N° 23-2023 celebrada el 06 de junio de 2023, artículo X. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladarlo a la Asesoría Jurídica de la Dirección de la JUNAFO, a fin de que remita un criterio jurídico y sea conocido por esta Junta en una próxima sesión. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la licenciada Ampié Gutiérrez.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas diecisiete minutos terminó la sesión.


 Doctor Juan Carlos Segura Solís            Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora            Secretario Junta Administradora

- Acta aprobada el 13 de julio de 2023 -
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Oficio N° 0248- DJA-2023

San José, 21 de junio de 2023



Doctor

Juan Carlos Segura Solís, Presidente

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Poder Judicial

S.    	D.

Asunto: Informe sobre el proyecto legislativo tramitado bajo el Expediente N.° 23.733 



Estimado señor:



Mediante correo electrónico de fecha 8 de junio de 2023, se remite el oficio N.° AL-CPGOB-315-2023, en el que se solicita criterio de la Junta Administradora del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre el proyecto de ley “MISMO PATRÓN, IGUAL CONTRIBUCIÓN, EQUIDAD CONTRIBUTIVA PATRONAL EN REGÍMENES BÁSICOS DE PENSIONES”, que se tramita por la Asamblea Legislativa bajo el Expediente N.° 23.733.

Al respecto, luego de un minucioso análisis, sobre el proyecto sometido a consulta, en forma atenta se remite el informe realizado por el equipo de trabajo de la Dirección de la JUNAFO, en el que se destacan las siguientes consideraciones a manera de resumen y más adelante se detallará cada uno de los aspectos que se analizaron por esta Dirección, para que si a bien lo tiene el Órgano de Máxima Dirección que usted preside, sirva de insumo para brindar el criterio solicitado por la Asamblea Legislativa.

I. Según el último estudio actuarial realizado al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) para el periodo 2018, la suma del aporte tripartito (aporte obrero, aporte patronal y aporte estatal) es sumamente baja en comparación con el nivel óptimo deseado para cumplir con el perfil de beneficios que anuncia dicho régimen. Aproximadamente la tasa de cotización total actual ronda el 10,16% (obrero 3,84%, patronal 5,08% y estatal 1,24%)[footnoteRef:2] a la fecha de dicho informe y según el estudio de referencia esta debería ser al menos del 24,8% a partir del 01 de enero de 2019, situación que no ocurrió y que a todas luces presume que, en el formato de aporte tripartito (obrero, patronal y estatal), debería aumentarse proporcionalmente los niveles de contribución. Adicionalmente, se debe tomar en consideración el tema de la relación del aporte obrero - patronal que en la Caja Costarricense de Seguro Social se mantiene en 1.30 veces más alta el aporte patronal en relación con el aporte obrero, situación que debería en principio respetarse bajo esta premisa para todos los regímenes jubilatorios. [2:  Este nivel era el vigente al momento de emisión del informe actual del IVM al 31 de diciembre de 2018.] 




II. El proyecto N.° 23.733, propone ubicar en un nivel fijo de un 5.75% (cinco coma setenta y cinco por ciento) la aportación del patrono en los regímenes básicos abiertos del Magisterio Nacional y del Poder Judicial, partiendo de una premisa falsa, es decir considerando que efectivamente dicho nivel (5.75%) es el suficiente, el adecuado, el correcto actuarialmente para que el patrono (independientemente del régimen en que se encuentre) aporte el mismo nivel, con independencia del perfil de beneficios que cada régimen ofrece (que claramente es diferente entre los tres regímenes básicos) y que por lo tanto, justifica desde su génesis la diferenciación de sus niveles de aportación tripartita, esta situación que evidentemente resulta incorrecta, busca igualar la aportación patronal sin medir la afectación actuarial de los regímenes correspondientes, sin compensar el nivel de ingresos y a un nivel de aportación que no resulta suficiente ni siquiera para el régimen del IVM al cual buscan imitar. Asimismo, se debe analizar que efectivamente los perfiles de beneficios de cada uno de los regímenes son distintos por lo cual si al régimen con el perfil de beneficios como es el del régimen del IVM administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social no le alcanza con el aporte patronal que actualmente se establece y que se promueve llevar hasta dicho nivel (aun así insuficiente), es de suponer que los regímenes del Poder Judicial y del Magisterio Nacional no van a tener la suficiente aportación si se llega a disminuir al nivel esperado para dicha contribución forzosa en este proyecto.



III. El proyecto sometido a criterio carece de una estimación actuarial que cuantifique el impacto real que el ajuste propuesto provocaría en las arcas del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) administrado por la Junta Administradora del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) y del Régimen de Capitalización Colectiva administrado por la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional (JUPEMA), se basa únicamente en un supuesto no probado y que no contempla el impacto actuarial ni financiero de una medida como la sugerida en el presente proyecto de ley. 



IV. Presumiblemente, es de esperar que la disminución del ajuste propuesto significaría un aumento en el déficit actuarial vigente (dado que el proyecto disminuye la tasa de aportación sin modificar el perfil de beneficios), particularmente para el régimen del FJPPJ, régimen básico del primer pilar de pensiones, por cuanto al disminuir el aporte patronal (pasar de 14,36% actual a 5,75% como el proyecto propone), podría implicar un cierre técnico del mismo, ya que no es posible cuantificar sin un estudio actuarial formal al respecto, el verdadero impacto que esta iniciativa acarrearía. Cabe resaltar que, para un estudio de esta naturaleza, se requiere al menos de tres meses de tiempo (conforme la normativa vigente) y debe considerarse quien asumiría el costo de dicho estudio.



V. Estimando que la propuesta planteada aumente el déficit del régimen del FJPPJ (al disminuir el aporte patronal), el proyecto carece de una propuesta de una nueva fuente de financiamiento que compense dicha disminución en el aporte que ha existido por parte del patrono, en su papel de mayor fortaleza en la relación laboral. Deben valorarse alternativas de financiamiento ya que por sí sola la aplicación de la rebaja propuesta en el aporte patronal, no tendría sustento para el sostenimiento del régimen y ningún estudio técnico ha analizado tal condición, violando totalmente el principio pro-fondo que es aplicable a los regímenes de seguridad social.



VI. Asimismo, conviene destacar que el proyecto procura establecer en un nivel fijo del 5,75% el aporte patronal, sin considerar la posibilidad de modificaciones futuras y sin respetar el principio de la “supuesta igualdad” que dice perseguir, por cuanto el régimen del IVM podría por simple acuerdo de su Junta Directiva modificar dicho nivel de aportación y este proyecto no considera la posibilidad de ajustar esta contribución para los demás regímenes de pensiones del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense.



VII. Se debe considerar que las leyes que otorguen beneficios de seguridad social deben estar redactadas de la manera más clara posible, tomando en consideración la mala interpretación que se ha presentado en anteriores reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo cual se estima existen una serie de ajustes a efectuar sobre el mismo.



VIII. La aprobación del citado proyecto de ley conllevaría a un trato desigual, irrazonable y desproporcional si se compara con el régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la CCSS, ya que lo correcto sería respetar la misma proporción del aporte patronal / aporte obrero que se aplica a dicho régimen básico, es decir, 1,30 veces, lo que más bien justificaría un aumento en el aporte patronal que recibe el Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de un 14,36% hasta un nivel de 16,90%, dado que en todo momento se debe analizar las contribuciones forzosas que se exigen en la Seguridad Social en Costa Rica (aporte tripartito) como un todo y no interpretar convenientemente el aporte patronal sin analizar este tipo de relaciones. 





Adicionalmente al resumen señalado, en forma atenta me permito detallar puntos importantes relacionados con el proyecto que deben ser considerados por quienes tengan la tarea de la tramitación correspondiente, con la intención de explicar la posición de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el sentido de que no compartimos el enfoque que se da al proyecto de ley, conforme a los siguientes argumentos:







I.- Sobre la creación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:



Para comprender la tesis que se expondrá en el presente escrito, es imperativo recalcar los orígenes de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual se creó mediante la Ley N.° 34 del 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en el año 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominado “De las Jubilaciones y Pensiones”; el artículo 2 de la citada Ley, literalmente indicó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). Debido a lo anterior, la misma normativa desde su génesis planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo de este régimen.



Como se denota líneas atrás, nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones, nace a la vida jurídica con el fin de que las personas trabajadoras del Poder Judicial, tengan el derecho constitucional de gozar de garantías contra los riesgos de invalidez, vejez y muerte, derecho que está incorporado en el artículo N.° 73 de la Constitución Política, y su existencia está apegada a derecho, tal y como lo ha señalado la propia Sala Constitucional en resolución N.° 10513 - 2011 del 10 de agosto de 2011, mediante el que señala que nuestro sistema: “…está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto”, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que informan los regímenes de seguridad social, situación que se cumple a cabalidad en la administración de nuestro régimen de jubilaciones y pensiones.

Conviene resaltar que el espíritu del constituyente de 1949 respeta la existencia previa de este régimen jubilatorio y decide mantener inalterada su naturaleza, permitiendo su continuidad a través del tiempo y de las reformas practicadas al régimen del FJPPJ, situación que en la propia justificación del proyecto citado se considera un hecho indiscutible y que nunca antes se había cuestionado la proporcionalidad del aporte tripartito necesario para garantizar la sostenibilidad financiera y actuarial de este fondo jubilatorio.

 

II.- Sobre los Principios de Igualdad, Proporcionalidad y Razonabilidad.



Se ha alegado que el citado proyecto es contradictorio a los principios constitucionales de razonabilidad, proporcionalidad, no discriminación y de igualdad, para ello, es imperativo desarrollar los alcances de la citada normativa.



El artículo N.° 33 de nuestra constitución, cita textualmente que “Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”, por lo que se debe analizar si el aporte que realiza el Poder Judicial como patrono, el cual es de un 14,36% es discriminatorio y quebranta el principio de igualdad, considerando que otros patronos realizan al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, un aporte de 5,42%.  Analicemos jurisprudencia constitucional relativa al principio de igualdad:



En la resolución N.º 12210 – 2009, referente al expediente N.° 09-008875-0007-CO, desarrolló lo siguiente:

“(…)

IV.- SOBRE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. En reiteradas ocasiones, esta Sala ha indicado que el principio de igualdad consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política, lo que pretende es que, a iguales condiciones, se le apliquen las mismas medidas jurídicas. Lo anterior, implica que la ley puede hacer una diferenciación objetiva y razonada, a fin de regular situaciones que posean elementos distintos, sin que ello produzca una discriminación. No obstante, no hay que confundir, ya que la ley puede dar un trato distinto sin ser discriminatorio cuando la individualización o diferenciación se encuentra fundamentada en una finalidad razonable y proporcionada. En ese sentido este Tribunal mediante sentencia número 7228-2005 de las 14:58 horas del 9 de junio del 2005, consideró lo siguiente:

“VIII.- Sobre el DERECHO A LA IGUALDAD en general.- Como tesis de principio, la noción de igualdad, en el sentido que es utilizada por el artículo 33 de la Constitución Política y que ha sido examinado por abundante jurisprudencia de este Tribunal, implica que todas las personas tienen derecho a ser sometidos a las mismas normas y obtener el mismo trato (igualdad en la ley y ante la ley); mejor aún, que no se pueden establecer diferencias de trato que no estén fundamentadas en condiciones objetivas y relevantes de desigualdad, o que no sean necesarias, razonables o proporcionales a la finalidad que se persigue al establecer la diferencia de trato. Este principio general, lo que significa, es que la desigualdad debe surgir de un acto legislativo (reserva de ley) por tratarse del desarrollo de un derecho fundamental y sus fines, ser conformes con los principios y valores de la Constitución Política, lo que supone, también, que la diferencia de trato deba fundarse en supuestos de hecho que sean válidos y diferentes. Es así como la igualdad, no es sólo un principio que informa todo el ordenamiento, sino además como un auténtico derecho subjetivo en favor de los habitantes de la República. En razón de ello, se proyecta sobre todas las relaciones jurídicas, especialmente las que se traban entre los ciudadanos y el poder público. De ahí que el derecho a la igualdad se resume en el derecho a ser tratado igual que los demás en todas y cada una de las relaciones jurídicas que se constituyan. Por otra parte, la igualdad es también una obligación constitucionalmente impuesta a los poderes públicos, la cual consiste en tratar de igual forma a los que se encuentren en iguales condiciones de hecho, constituyéndose, al mismo tiempo, en un límite a la actuación del poder público. No obstante, ello y que, en tesis de principio, todos son iguales ante la ley, en la realidad se pueden dar situaciones de desigualdad.

IX.- Sobre la DISCRIMINACIÓN y la DIFERENCIACIÓN. - Es importante indicar que existen dos conceptos básicos que suelen confundirse al hablar del tema de la igualdad ante la Ley, como lo son la discriminación y la diferenciación. La Constitución prohíbe la discriminación, pero no excluye la posibilidad de que el poder público pueda otorgar tratamientos diferenciados a situaciones distintas, siempre y cuando se funde en una base objetiva, razonable y proporcionada. Resulta legítima una diferenciación de trato cuando exista una desigualdad en los supuestos de hecho, lo que haría que el principio de igualdad sólo se viole cuando se trata desigualmente a los iguales y, por ende, es inconstitucional el trato desigual para situaciones idénticas. En el caso de examen es menester hablar sobre la igualdad en la ley, y no en la aplicación de la ley, que es otra de las facetas del principio de igualdad constitucional. La igualdad en la ley impide establecer una norma de forma tal que se otorgue un trato diferente a personas o situaciones que, desde puntos de vista legítimamente adoptables, se encuentran en la misma situación de hecho. Por ello, la Administración -en su función reglamentaria- y el legislador, tienen la obligación de no establecer distinciones arbitrarias entre situaciones de hecho cuyas diferencias reales, en caso de existir, carecen de relevancia, así como de no atribuir consecuencias jurídicas arbitrarias o irrazonables a los supuestos de hecho legítimamente diferenciados. De esta forma, no se puede hablar de discriminación o de trato desigual, cuando quienes lo alegan se encuentran en una situación de desigualdad de circunstancias, y tampoco puede hablarse de derecho de equiparación cuando existen situaciones legítimamente diferenciadas por la ley, que merecen un trato especial en razón de sus características.” (Ver en igual sentido las sentencias número 0337-91 y 0831-98).

Así las cosas, resulta claro, que una norma puede perfectamente, establecer un trato distinto a aquellas situaciones que posean diferencias de relevancia jurídica, siempre que ésta cuente con un fundamento razonable y proporcionado…” (Los subrayados en negrita se adicionan).

(…)



En ese mismo sentido, la estimable Sala Constitucional mantiene la posición externada anteriormente, véase la resolución N.° 07796-2014, emitida en el expediente N.° 14-006513-0007-CO, donde citó:

“(…)

IV.- Sobre el principio de igualdad.- Como tesis de principio, la noción de igualdad, en el sentido que es utilizada por el artículo 33 de la Constitución Política, reconocido por el numeral 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y que ha sido examinado por abundante jurisprudencia de este Tribunal, implica que todas las personas tienen derecho a ser sometidos a las mismas normas y obtener el mismo trato (igualdad en la ley y ante la ley); mejor aún, que no se pueden establecer diferencias de trato que no estén fundamentadas en condiciones objetivas y relevantes de desigualdad, o que no sean necesarias, razonables o proporcionales a la finalidad que se persigue al establecer la diferencia de trato. Asimismo, ha señalado que la Constitución prohíbe la discriminación, pero no excluye la posibilidad de que el poder público pueda otorgar tratamientos diferenciados a situaciones distintas, siempre y cuando se funde en una base objetiva, razonable y proporcionada. Resulta legítima una diferenciación de trato cuando exista una desigualdad en los supuestos de hecho, lo que haría que el principio de igualdad sólo se viole cuando se trata desigualmente a los iguales y, por ende, es inconstitucional el trato desigual para situaciones idénticas. En definitiva, no toda desigualdad constituye una discriminación, ello en razón que el principio de igualdad admite que no en todos los casos se debe recibir un trato igual prescindiendo de los posibles elementos diferenciadores de relevancia jurídica (Sentencias, entre otras, número 1992-1372, de las 14:52 horas del 26 de mayo de 1992; y número 2013-003692, de las 11:31 horas de 15 de marzo de 2013).

(…)”

La jurisprudencia citada anteriormente por la estimable Sala Constitucional, es relevante ya que el proyecto alega que el aporte del Poder Judicial como patrono a la contribución forzosa tripartita no tiene sustento legal y contraviene los principios establecidos en la Constitución Política, sin embargo, debemos considerar que la ley puede dar un trato distinto sin ser discriminatorio cuando la individualización o diferenciación se encuentra fundamentada en una finalidad razonable y proporcionada, situación que se presenta en nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



En nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, entre ellos podemos nombrar el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social (IVM), nuestro Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), así como el Régimen de Capitalización Colectiva (RCC) del Magisterio Nacional, que entre los tres acogen a la mayoría de personas trabajadoras formales del país, cada uno de ellos tiene sus características propias, en los cuales las personas cotizantes deben cumplir con requisitos para poder optar por un beneficio.



Estos regímenes en Costa Rica desde su contextualización, tienen una estructura de contribución tripartita obligatoria, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerle frente a las obligaciones que están en curso de pago, así como los beneficios que se cancelarán a futuro, algunos son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que los regulan. 



El Estado ofrece un trato igualitario a cada una de estas personas obreras, en el sentido de que vela porque cada una de ellas, tenga derecho a una protección contra la invalidez, vejez y muerte, cumpliendo lo normado en el artículo N.° 73 de nuestra Constitución, además, de forma igualitaria para todos los regímenes, aporta una contribución que actualmente es de un 1.57%, por lo que, el Estado contempla en este accionar el principio resguardado en el artículo N.° 33 de la Constitución Política.



La diversificación radica en el aporte del patrono, en este caso el que efectúa el Poder Judicial, siendo mayor al que aportan los patronos que están vinculados con el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, sin embargo, como lo indicó la Sala Constitucional en los votos supracitados, si se establece una diferencia de trato, deben estar fundamentadas en condiciones objetivas y relevantes en donde prevalezca la razonabilidad y proporcionalidad, buscando una finalidad concreta que justifique la variación, situación que sí se presenta en la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. El aporte que realiza el Poder Judicial como patrono, es razonable y proporcional al aporte que realiza la persona obrera, veamos, en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, la persona obrera aporta un 4,17% (aporte actual), el cual es un porcentaje razonable y proporcional al aporte que realiza su patrono, de 5,42% (aporte patronal), fórmula que se aplica en nuestro Régimen de Jubilaciones y Pensiones, en donde la persona funcionaria judicial aporta un total de 13,00%, en ese sentido, se determina que la carga de las personas que cotizan a nuestro fondo es mayor por un 8,83% al aporte que realiza la persona trabajadora adscrita al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte.



Para una mejor ilustración conviene resaltar que en el caso particular del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el aporte patronal es de un 14,36%, el cual, si se analiza en frío, puede parecer relativamente alto, pero debe considerarse su proporcionalidad y razonabilidad con respecto al aporte que realiza la persona trabajadora (aporte obrero) para este fondo, el cual es de un 13,00%, esto nos da una relación de 1,10 veces entre el aporte obrero y el patronal, siendo lo correcto que la parte fuerte de la relación laboral, es decir el patrono, aporte un poco más que la parte obrera. Si analizamos esta misma relación en el régimen del IVM, nos daremos cuenta de que el patrono aporta un 5,42% y el obrero es 4,17%, lo que arroja una relación de 1,30 veces más aporte patronal que el obrero.



Como se comprobó en el punto anterior, la proporcionalidad del aporte entre el patrono y la persona trabajadora resulta más adecuada en el régimen del FJPPJ que en el régimen del IVM. Asimismo, conviene destacar que ambos regímenes se encuentran en situación actuarial de déficit, lo que implica que requieren mejorar sus niveles de aportación y no procurar su descapitalización, tal y como el proyecto en análisis propone.



En la jurisprudencia desarrollada, la Sala Constitucional concretamente expone que: “Este principio general, lo que significa, es que la desigualdad debe surgir de un acto legislativo (reserva de ley) por tratarse del desarrollo de un derecho fundamental y sus fines, ser conformes con los principios y valores de la Constitución Política, lo que supone, también, que la diferencia de trato deba fundarse en supuestos de hecho que sean válidos y diferentes”, esto es concordante con lo estipulado en el artículo N.° 236 inciso 2) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, debido a que ese numeral, se incorpora por parte de la Asamblea Legislativa en la Ley N.° 9544 denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”, para ello, es menester indicar que, cuando se presentó la propuesta de reforma, en la exposición de motivos página 2 del expediente N.° 19922, fundamentaron la variación indicando, lo que a continuación se resalta:

“Se debe recordar que, en nuestro país, antes de la creación del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, existían otros regímenes denominados: Regímenes Especiales de Pensión con cargo al Presupuesto Nacional, bajo los cuales los funcionarios públicos que laboraban en ciertas dependencias públicas y cumplían los requisitos establecidos por ley, podían acogerse a ese derecho.

El proyecto pretende realizar las modificaciones y adiciones necesarias a esos regímenes especiales, con el fin de corregir situaciones que van en detrimento de la sostenibilidad de estos. De la misma forma se realizan modificaciones a toda aquella normativa conexa que resulta necesaria para subsanar los problemas detectados”. (El subrayado en negrita se adiciona).



Bajo esta premisa, el mismo legislador analizó todas las variables necesarias para que, dicha reforma, contemplara elementos razonables y proporcionales buscando la estabilidad de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones, entre ellas el mantener el aporte del Poder Judicial como patrono en un 14,36%, situación que, si a futuro se llega a variar, podría afectar directamente la estabilidad actuarial y sostenibilidad del mismo, que, con el pasar de los años, ha mostrado de forma paulatina una mejoría, gracias a esas decisiones que se han tomado desde la cúpula legislativa, información que se puede corroborar en el informe actuarial realizado por el actuario matemático MBA. Raúl Alberto Hernández González, en donde emitió su opinión profesional en el informe de "Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2022” detallando que el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, presenta una leve disminución del déficit actuarial en el escenario cerrado, informe que fue conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 14-2023 celebrada el 27 de marzo de 2023, artículo XIII, mismo que se remitió a la Superintendencia de Pensiones, en cumplimiento a la normativa emitida por esa entidad supervisora. Explicado lo anterior, va de la mano con lo indicado por la Sala Constitucional en el voto N.° 12210 – 2009, en el sentido de que en la realidad se pueden dar situaciones de desigualdad, razonado en que el poder público pueda otorgar tratamientos diferenciados a situaciones distintas, siempre y cuando se funde en una base objetiva, razonable y proporcionada, justificación post facto, considerando que el legislador abarcó dichas variables, en el entendido, de que dichas situaciones distintas, radican en la particularidad de cada uno de los distintos regímenes, y que no todos tienen los mismos aportes por parte del patrono y de la persona trabajadora, además, el cumplimiento de requisitos para obtener un beneficio, varía dependiendo de la situación jurídica regulada para cada uno de ellos, así como en términos generales su perfil de beneficios.



Vinculación con el artículo N.° 73 y 74 de la Constitución Política.



Desarrollado el Principio de Igualdad con los votos emitidos por la Sala Constitucional, en el entendido de que, con el fundamento presentado, no se está violentando los alcances del artículo N.° 33 de la Constitución Política, se procede a analizar el artículo N.° 73 de la Carta Magna, 



No se visualiza disposición constitucional que imponga a los distintos regímenes para que el patrono realice un aporte con un mismo porcentaje, situación que se ha mantenido con el tiempo, valorando que cada uno de los diferentes regímenes necesitan sus aportes diferenciados para el mantenimiento y preservación actuarial de los recursos de cada uno de ellos, como se explicó líneas atrás, no solo el aporte del patrono es diferente, también las personas obreras realizan una contribución diferenciada, la carga de las personas que cotizan a nuestro fondo es mayor por un 8,83% al aporte que realiza la persona trabajadora adscrita al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la CCSS, lo que significa que el aporte patronal es proporcional y razonable al que realiza la persona trabajadora. 



Concordante con lo anterior, el principio pro fondo, que es vinculante su aplicación en materia de regímenes de seguridad social, sostiene que, en caso de duda en los alcances de una norma, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del Fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas pensionadas y jubiladas actuales y futuras, de esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del Fondo. Sobre esto, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, lo conceptualiza de la siguiente forma:

"En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. 



También, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, ha señalado reiteradamente que sobre la seguridad social descansa una parte muy importante de la solidaridad nacional, pues tiene que ver con el cumplimiento de obligaciones esenciales del sistema democrático, fundamentales para la convivencia y el desarrollo económico y social del país; en fin, se ha estimado que la seguridad social es un instrumento para alcanzar el más justo reparto de la riqueza (Véase al respecto la resolución N.° 0033-96 de la Sala Constitucional). Lo expuesto se refiere a justicia redistributiva, que obliga a la sociedad a atender a los administrados de acuerdo con sus necesidades y en la medida en que ello sea compatible con los recursos existentes (Principio de integridad); y hacia un esfuerzo de toda la comunidad, de tal forma, que cada uno contribuye según sus capacidades y posibilidades, como una exigencia del bien común (Principio de solidaridad); y el de unidad, tendente a la sostenibilidad basado en concepciones financiera-administrativa que conducen a la sostenibilidad financiera del régimen, para la protección de la masa de las personas jubiladas y pensionadas actuales y futuras. Estos principios rectores, y su corolario, el principio “pro fondo”, tienden a garantizar, dentro de límites razonables, que todo régimen de seguridad social esté, en principio, en condiciones financieras que le permitan pagar las prestaciones que promete cuando corresponda.



Una variación en cuanto al aporte patronal representaría una afectación directa a la estabilidad de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contrariando los principios mencionados anteriormente, generando un pasivo actuarial aun mayor al existente en este momento, pasivo que se ha estabilizado paulatinamente con las medidas que se han adoptado por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y su aparato administrativo, de la mano con la aplicación de la reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder judicial, Ley N.° 9544 denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”.



Finalmente, es importante destacar que, con el desarrollo de los puntos anteriores, los alcances del artículo N.° 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no lesionan en ningún punto lo estipulado en el artículo N.° 74 de la Constitución Política, el cual indica que “Los derechos y beneficios a que este Capítulo se refiere son irrenunciables. Su enumeración no excluye otros que se deriven del principio cristiano de justicia social y que indique la ley; serán aplicables por igual a todos los factores concurrentes al proceso de producción, y reglamentados en una legislación social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad nacional”, tomando en consideración que el actuar en la aplicabilidad del porcentaje patronal, está apegado al mismo ordenamiento jurídico.



III.- Criterio de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Conforme a los argumentos de derecho expuestos en el presente escrito, la Dirección de la JUNAFO solicita no avalar el proyecto de ley para disminuir el aporte patronal al régimen del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme a los siguientes elementos:

a.- La jurisprudencia citada en el presente texto, emitida por la estimable Sala Constitucional, es relevante para el presente proyecto de ley, dado que como se señaló, se indica que el aporte del Poder Judicial como patrono a la contribución forzosa tripartita no tiene sustento legal y contraviene los principios establecidos en la Constitución Política, sin embargo, debemos considerar que la ley puede dar un trato distinto sin ser discriminatorio cuando la individualización o diferenciación se encuentra fundamentada en una finalidad razonable y proporcionada, situación que se presenta en nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones. El aporte que realiza el Poder Judicial como patrono, es razonable y proporcional al aporte que realiza la persona obrera, de 14,36% vrs 13,00%, y en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la CCSS, el aporte patronal es de 5,42% (actual) y el aporte obrero un 4,17%, por lo que se determina que la carga de las personas que cotizan a nuestro Fondo es mayor por un 8,83% al aporte que realiza la persona trabajadora adscrita al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, es decir, el aporte patronal al FJPPJ es un 265% (2,65 veces)  más elevado al que aporta un patrono en el régimen del IVM, porque el obrero aporta un 312% (3,12 veces) más que una persona trabajadora en el régimen del IVM.



El artículo N.° 73 de la Constitución Política, establece los seguros sociales, en lo que interesa para el presente caso, otorgando como fin primordial que las personas trabajadoras tengan una protección en las situaciones de invalidez, vejez y muerte. El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cumple a cabalidad con la citada protección constitucional, inclusive, desde la promulgación de la Ley N.° 34 del 9 de junio de 1939 emitida en aquel momento por el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, anterior a la creación del régimen del IVM. Aunado a lo anterior, el citado artículo, regula que la administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social, no obstante, como se desarrolló ampliamente, los regímenes creados por distintas leyes no son inconstitucionales y no se visualiza disposición constitucional que imponga a los distintos regímenes para que el patrono realice un aporte con un mismo porcentaje, situación que se ha mantenido con el tiempo, valorando que cada uno de los diferentes regímenes necesita sus aportes diferenciados para el mantenimiento y preservación actuarial de los recursos de cada uno de ellos, recalcando que, no solo el aporte del patrono es diferente, también las personas obreras realizan una contribución diferenciada, la carga de las personas que cotizan a nuestro fondo es mayor por un 8,83% al aporte que realiza la persona trabajadora adscrita al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. Es menester resaltar que no solo los niveles de aportación resultan distintos entre el régimen del IVM y el régimen del FJPPJ sino también la característica de su aportación, del cual conviene destacar que en el régimen del FJPPJ, las personas beneficiarias (jubiladas y pensionadas actuales) continúan permanentemente aportando el 13% de contribución obrera, así como el 5% del Seguro de Enfermedad y Maternidad, administrado también por la CCSS, Contribución Solidaria, especial y redistributiva e impuesto sobre la renta, siendo todas las anteriores contribuciones forzosas que las personas beneficiarias en el régimen del IVM no contribuyen, con excepción del ISR cuando así corresponda.



Adicionalmente, en el caso del patrono (en el caso de las jubilaciones y pensiones corresponde a la JUNAFO con los recursos del FJPPJ) cancelar la cotización del Seguro de Enfermedad y Maternidad del 8,75% (artículo 62 del Reglamento de Seguro de Salud de la CCSS); lo cual significa que en alguna medida las contribuciones forzosas que hacen las personas beneficiarias y el propio régimen no están siendo consideradas por el legislador al momento de esta propuesta.



Conviene destacar que el proponente de este proyecto omite considerar en el planteamiento de este, las características diferenciadas entre los regímenes básicos del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense, en procura de una “falsa igualdad” de uno solo de los elementos que componen a los regímenes sustitutos del IVM tal y como es el aporte patronal, obviando las características, aportaciones y perfil de beneficios diferenciado que tienen dichos regímenes y que contribuyen como un todo a la seguridad social existente en Costa Rica, situación que no se da en igual magnitud en el régimen del IVM, dado que una vez que las personas son declaradas beneficiarias de dicho régimen, estas no cotizan al Seguro de Salud ni al propio régimen para su financiamiento, como si lo hacen en el FJPPJ y en RCC, por lo que sí existen diferencias importantes a las que no se refiere la propuesta de ley al analizar la diversidad de factores que componen dichos regímenes jubilatorios.



b.- A la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, le queda claro los alcances de la normativa,  a criterio de esta Administración el artículo N.° 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial está apegado a los niveles de razonabilidad y proporcionalidad para el mantenimiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y se debe recordar que la persona legisladora cuando presentó el proyecto de ley tramitado en el expediente legislativo N.° 19922, el cual se convirtió en la Ley N.° 9544 denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS”, en su exposición de motivos, página 2 del expediente N.° 19922, fundamentaron que el proyecto pretendía realizar las modificaciones y adiciones necesarias a los regímenes, con el fin de corregir situaciones que van en detrimento de la sostenibilidad de los mismos, dejando el aporte patronal en un nivel de 14,36%, debido a que ese porcentaje significaría una estrategia para alcanzar el equilibrio actuarial y garantizar la sostenibilidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el largo plazo, situación que ha venido logrando su cometido con el paso de los años desde la aplicación de la reforma, conforme se demuestra en los resultados de los estudios actuariales practicados y que con el proyecto en análisis N.° 23.733 se promovería lo contrario.



RESULTADOS DE ESTUDIOS ACTUARIALES PRACTICADOS AL RÉGIMEN DEL FJPPJ
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Fuente: Elaboración propia con resultados de los estudios actuariales practicados al régimen del FJPPJ



c.- El artículo N.° 73 de la Constitución Política, no regula una disposición constitucional que imponga a los distintos regímenes para que el patrono realice un aporte con un mismo porcentaje, situación que se ha mantenido con el tiempo por más de 84 años, valorando que cada uno de los diferentes regímenes necesita sus aportes diferenciados para el mantenimiento y preservación actuarial de los recursos de cada uno de ellos, conforma su perfil de beneficios propio; se recalca que no solo el aporte del patrono es diferente, también las personas obreras realizan una contribución diferenciada, la carga de las personas que cotizan a nuestro fondo es mayor por un 8,83%, es decir 3.12 veces más alto que el aporte que realiza la persona trabajadora adscrita al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, siendo que mientras para el régimen del IVM la relación del aporte patronal / aporte obrero arroja un nivel de 1,30 veces, la misma relación para el régimen del FJPPJ es de 1,10 veces, lo que se traduce en una menor aportación relativa para el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



Si se interpretara o quisiera mantener el principio de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad, lo razonable a criterio de esta Dirección, sería guardar la misma proporción del aporte patronal / aporte obrero que arroja el Régimen del IVM, es decir, 1,30 veces, lo que más bien subiría el aporte patronal que recibe el Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de un 14,36% hasta un nivel de 16,90%, dado que en todo momento se debe analizar las contribuciones forzosas que se exigen como un todo y no interpretar convenientemente el aporte patronal sin analizar este tipo de relaciones, como se puede visualizar en el siguiente detalle:
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No obstante, en caso de que exista contención en la interpretación del artículo, debemos aplicar los alcances del principio pro fondo, que es vinculante su aplicación en materia de regímenes de seguridad social, sostiene que, en caso de duda en los alcances de una norma, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas jubiladas y pensionadas actuales y futuras, de esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo.

d.- Resulta de vital importancia recalcar que el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, medido bajo el escenario base de población cerrada, exigido por la normativa de la SUPEN y el CONASSIF, arroja un déficit actuarial de 644 mil millones de colones, lo cual implica que se deben adoptar medidas que permitan la sostenibilidad y salud adecuada del mismo en el largo plazo, en lugar de adoptar medidas que promuevan su descapitalización, como la pretendida en el proyecto N.° 23.733. De igual manera, tal y como se ha expresado líneas atrás, es de vital importancia destacar que la tendencia de este déficit ha sido cada vez menor gracias a las reformas impuestas mediante Ley N.° 9544 denominada “REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS” y la adecuada administración que se ha venido ejecutando por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



GRÁFICO DE TENDENCIA DE DISMINUCIÓN DEL DÉCIFIT ACTUARIAL EN EL FJPPJ
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Fuente: Elaboración propia con resultados de los estudios actuariales practicados al régimen del FJPPJ



Aunque no se ha cuantificado mediante un estudio actuarial específico el impacto de esta propuesta de proyecto de ley, resulta evidente que pasar de un aporte patronal de un 14,36% a un aporte de un 5,75%, implicaría una caída significativa en las fuentes de financiamiento asociadas a este régimen y que sin lugar a dudas, al no sustituir dicha fuente de financiamiento se estaría agravando la situación actuarial de este Fondo, lo que podría volver técnicamente insostenible su permanencia en el tiempo. Asimismo, conviene destacar que mantener el aporte obrero en un nivel del 13% invariable durante 10 años como propone dicho proyecto, mientras que disminuye paulatinamente el aporte patronal hasta niveles del 5,75% modificaría la relación del aporte tripartito histórico, trasladando un mayor peso al eslabón más débil de la relación laboral, es decir, el obrero aportaría más del doble que el patrono, distorsionando irreparablemente el perfil de beneficios asociado a este régimen jubilatorio e impactando actuarialmente el mismo, violentando los derechos adquiridos y derechos subjetivos de la población cotizante perteneciente a este régimen jubilatorio.



Dentro de las medidas de la valoración actuarial con datos al cierre del año 2022, se presenta el escenario normativo de beneficios devengados, el cual brinda una estimación razonable del costo que implicaría un cierre definitivo de este régimen jubilatorio, mostrando un déficit actuarial de más de un billón de colones, lo cual significaría que una medida como la presentada en la propuesta de proyecto analizado, podría provocar el cierre técnico de este régimen y el traslado de dicha factura al Estado costarricense, situación que agravaría la condición de las finanzas públicas del país en peor magnitud que el mantener el aporte patronal hasta hoy establecido, es decir, mientras mantener la aportación en sus niveles actuales provocaría un desembolso paulatino y diferido del Estado en su calidad de patrono, acoger el proyecto pretendido podría implicar la declaratoria del cierre definitivo de este régimen y provocar el traslado inmediato a las arcas del Estado de la factura asociada.



Conviene destacar de igual forma que, el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen maduro con más de 4500 familias beneficiarias y más de 14000 personas activas cotizantes, con derechos adquiridos y derechos subjetivos que serían seriamente violentados al variar unilateralmente un parámetro de tanta importancia como la cotización patronal, rompiendo el equilibrio histórico existente de más de 84 años, en su relación de ingresos y dañando de forma irremediable su sostenibilidad financiera y actuarial.



Debemos destacar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939, con la voluntad del legislador en ese momento de que, a partir de la promulgación de esa ley, las personas servidoras del ramo judicial, tuvieran su propio régimen, que este no dependiese del Poder Ejecutivo y que desde su creación la cotización patronal fuese superior a la del resto de regímenes de seguridad social existentes, procurando guardar una adecuada relación con respecto a la cotización obrera exigida en este Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo cual llama poderosamente la atención que más de 84 años posteriores a su creación se presente un proyecto de ley que cuestione los aportes que se dan en el régimen del FJPPJ, destacándose que el proyecto de ley N.° 23.733 procura enlazar temas como la edad de retiro (perfil de beneficios) y el nivel de aportación (nivel de ingresos) al definido para el régimen del IVM, lo que en otras palabras haría que la Junta Directiva de la CCSS, órgano que es elegido por el Poder Ejecutivo en cuatro de sus siete integrantes, influya en la condición futura de jubilación del personal de este Poder de la República, violentando directamente la independencia del Poder Judicial y dejando a merced de los políticos de turno el establecimiento de condiciones jubilatorias, el futuro de las personas encargadas de administrar justicia y de sus familias en manos de decisiones políticas tomadas en el seno de dicho órgano, sin mayor discusión o interferencia que la autoimpuesta por dicha Junta Directiva.



e.-   Dado el repentino requerimiento de criterio sobre la propuesta de ley tramitado bajo el expediente N.° 23.733 y el impacto que este proyecto provocaría en el sostenimiento del régimen del FJPPJ, debería practicarse un estudio actuarial con este escenario adicional, con el objetivo de cuantificar adecuadamente el impacto que dicha propuesta implicaría, mismo que por normativa se estima necesario tres meses plazo para su correcta ejecución, por lo cual en este momento la tramitación del citado proyecto carece de un insumo tan básico y sustento técnico para valorar la viabilidad del mismo, por lo cual llama poderosamente la atención la urgente tramitación que se ha brindado a este proyecto.



No obstante lo anterior, resulta posible estimar financieramente que con los datos contables del régimen del FJPPJ al cierre de 2022, variar el aporte patronal de un 14,36% al 5,75% que propone el proyecto, implicaría una disminución de aproximadamente ¢24,250,642,321.19 (veinticuatro mil doscientos cincuenta millones seiscientos cuarenta y dos mil trescientos veintiún colones con 19/100) para dicho año, en los ingresos patronales que por ley percibió nuestro régimen, lo que indudablemente resulta ser una suma significativa y que presumiblemente si se aplicase la técnica actuarial y se valorase durante varias décadas esta disminución en el aporte incrementaría el déficit actuarial existente.



IV. Análisis del articulado del proyecto de ley N.° 23.733



Relacionado propiamente con el articulado del proyecto de ley N.° 23.733, se realizan las siguientes observaciones:



		PROPUESTA PROYECTO DE LEY

		OBSERVACIONES



		ARTÍCULO 1. REFORMA AL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL

Refórmense el artículo 14 de la Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, Ley No. 7531 de 10 de julio de 1995 y sus reformas, para que se lea según sigue: 



“Artículo 14. Cotización obrera y patronal

Todos los funcionarios cubiertos por este Régimen, sin excepción, cotizarán el ocho por ciento (8%) del salario devengado y sus patronos, tanto públicos como privados, el cinco coma setenta y cinco por ciento (5,75%) del salario.”

		1. Se estanca el porcentaje de aporte patronal en el régimen de JUPEMA lo que haría que la Junta Directiva de la CCSS pueda hacer aumentos de cotización patronal en cualquier momento, no así en el régimen de JUPEMA, lo que provocaría diferencia con el régimen del IVM, quedando en estado de indefensión.



2. No se guarda proporcionalidad entre el aporte obrero y el patronal, mientras que en el aporte del IVM el patrono aporta 1,30 veces, en el régimen de JUPEMA aporta cerca de un 0.72 veces.





		ARTÍCULO 2. REFORMA AL ARTÍCULO 11 DE LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL



“Artículo 11.- Requisitos de elegibilidad

La Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional determinará, según los estudios técnicos actuariales correspondientes, los requisitos que deberán cumplirse para la declaratoria de los beneficios. Las personas cubiertas por este Régimen podrán anticipar su edad de pensión por vejez, utilizando los recursos acumulados en su cuenta del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, de conformidad con el Reglamento que dicte la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional.”

		No se tiene observaciones en este artículo.



		ARTÍCULO 3. REFORMA A LOS INCISOS 1) Y 2) DEL ARTÍCULO 236 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

Refórmense los incisos 1) y 2) del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas para que se lea según sigue:



“Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos:



1) Un aporte obrero máximo de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago periódico correspondiente. La Junta Administradora podrá aprobar una disminución cuando los estudios técnicos demuestren que es factible dicha posibilidad, misma condición aplica, en caso de que se requiera incrementar el porcentaje de contribución sobre los salarios, y las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo.



2) Un aporte patronal del Poder Judicial de un cinco coma setenta y cinco por ciento (5,75%) sobre los sueldos y los salarios de sus servidores.”

 […]”

		1. Le otorga nuevamente a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la posibilidad de modificar (disminuir o aumentar) el aporte obrero con base en estudios técnicos, sin embargo, debe recalcarse en la redacción que esto se podría aplicar hasta el porcentaje máximo que señala el inciso 1) del artículo 236, siendo ese máximo de 13%. 



2. Se estanca el porcentaje de aporte patronal en el régimen del FJPPJ, lo que haría que la Junta Directiva de la CCSS pueda hacer aumentos de cotización patronal en cualquier momento, no así en el régimen del FJPPJ, lo que provocaría diferencia con el régimen del IVM, quedando en estado de indefensión.



3. No se identifica justificación técnica suficiente, adecuada y válida para establecer un aporte patronal único de 5,75% para los regímenes básicos del primer pilar, considerando que los propios estudios actuariales practicados al régimen del IVM indican que dicho aporte es insuficiente para la sostenibilidad del régimen.



4. Conviene destacar que la condición de desproporcionalidad de los aportes al mantener el aporte obrero en un 13% (más del doble del aporte patronal propuesto) carece de todo sentido y técnica razonable a pesar de la gradualidad propuesta.



		ARTÍCULO 4. REFORMA A LOS ARTÍCULOS 224, 225, 227, 229 y 240 DE LA LEY N° 8 DEL 29 DE NOVIEMBRE DE 1937, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL



Refórmense los artículos 224, 225, 227 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas, para que se lea según sigue:



1. Modificación al Artículo 224



Refórmese el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas, para que se lea según sigue:



“Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación de conformidad con el perfil de requisitos y beneficios que apruebe mediante reglamento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde la edad para la jubilación ordinaria no podría ser mayor a la edad normal de retiro que se determine para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social; y se detallarán las condiciones de edad, años de servicio y proporcionalidad para el retiro anticipado (sin cumplir con la edad de jubilación ordinaria), el cálculo del salario de referencia y la cuantía que se otorgará sobre el salario de referencia, que no podrá ser menor al 45%. Los servidores judiciales podrán anticipar su edad de jubilación, utilizando los recursos acumulados en su cuenta del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, de conformidad con el Reglamento que dicte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” 

		1. Le otorga nuevamente a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la posibilidad de establecer el perfil de beneficios y requisitos mediante reglamento, pero con la limitante que lo vincula a los ajustes que realice el IVM para la edad, contraviniendo el principio de independencia y la intromisión que priva para el Poder Judicial.



2. La Sala Constitucional en la resolución N.° 11957-2021 de mayo de 2021, señaló:

“Al revisar contra ese marco jurídico las potestades que se le han dado en el párrafo discutido del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Sala considera que lo allí dispuesto contraviene el principio de reserva de ley y por ello es inconstitucional. Obsérvese que además de su función de administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esa Junta va a tener potestades de modificar prácticamente todos los parámetros establecidos en la Ley, a saber: los requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, así como los porcentajes de aportes de los servidores judiciales y de las jubilaciones y pensiones previstas en la ley.

Ahora bien, no existe discusión en este proceso respecto del hecho de que las actividades descritas inciden directamente en la manera en que los beneficiarios disfrutan de su derecho constitucional a la jubilación. En especial, encuentra la Sala inaceptable la modificación por la vía de acuerdo de la Junta, de los requisitos de elegibilidad y el perfil de beneficios que sin duda alguna hacen parte fundamental de ese derecho de jubilación que se busca garantizar con la intervención legislativa a través de la reforma.” El subrayado no es del original:

En este artículo, se vuelve a otorgar la potestad a la JUNAFO de aprobar el perfil de requisitos y beneficios mediante reglamento, únicamente limitando la edad mayor para el retiro (con base en la del IVM) y el mínimo de salario de referencia (45% sin estudios técnicos que justifiquen dicho nivel), dejando abiertos todos los demás parámetros, contraviniendo la resolución constitucional indicada.  



3. Varía la posibilidad de jubilarse de manera anticipada como lo señala el artículo 224 bis, para que sea bajo perfil definido por la JUNAFO, con un mínimo de 45% de salario de referencia (sin que se aporte el estudio técnico que valide dicho porcentaje) pero teniendo la persona trabajadora que desee acogerse a esta opción anticipada, que utilizar los recursos acumulados en su cuenta del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, lo que significa que quienes no posean un Fondo de Pensión Complementaria verían limitada la posibilidad de retirarse anticipadamente. 



		2. Modificación al Artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas



Refórmese el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas, para que se lea según sigue:



“Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustarán dos veces al año por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), de conformidad con lo que apruebe la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el FPJ y los siguientes criterios:

1) Para las jubilaciones (beneficios por vejez e invalidez), el ajuste máximo a aprobar se determinará bajo lo siguiente:

a) Un 25% de la variación si el financiamiento de las pensiones en curso es menor al 80,00%.

b) Un 50% de la variación si el financiamiento de las pensiones en curso es mayor o igual al 80,00% y menor al 90,00%.

b) Un 100% de la variación si el financiamiento de las pensiones en curso es mayor o igual al 90,00%.

El financiamiento de los beneficios en curso se revisará cada vez que se desee aprobar un aumento en las pensiones y se podrá analizar de forma conjunta o por ley. 

La revalorización de las pensiones (beneficios por sobrevivencia) seguirán los criterios indicados según el fundamento legal que dio origen al beneficio del causante.”

		1. Existen dos letras b) en el texto propuesto



2. Producto de la entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público N.° 10.159, convendría retirar del articulado la palabra base, para que se aplique el salario más bajo pagado en el Poder Judicial en el salario de referencia.



3. En el punto N.° 1 se menciona jubilaciones, sin embargo, en los incisos se varía a pensiones lo cual podría provocar mala interpretación del objetivo que persigue esta redacción, lo correcto, a criterio de esta oficina es que se indique “jubilaciones”.



4. En el mismo punto 1), queda la duda ya que se indica beneficios por vejez e invalidez, dejando por fuera los beneficios otorgados de forma anticipada, conforme a los preceptos que establecería este proyecto.



 

5. El criterio para otorgar los reajustes a las jubilaciones se basa en si existe financiamiento a las “jubilaciones en curso” sin embargo, lo correcto para medir si se realizan aumentos a las jubilaciones es el indicador de solvencia del régimen como un todo, indicador que sí se interesa por los beneficios actuales, pero también por los beneficios que se debe pagar a futuro. Asimismo, se debe indicar que no existe una correlación entre el aumento a las personas trabajadoras activas y las personas jubiladas y pensionadas, por lo cual se considera que lo correcto sería otorgar aumentos si el nivel de solvencia del régimen es de cierto porcentaje, esto para hacer una relación de congruencia con el nivel de salud actuarial del régimen.  



6. Este proyecto establece una revalorización diferenciada entre los aumentos para jubilaciones de los establecidos para las pensiones, brindando una alta complejidad operativa en su cálculo y tratando de firma distinta los beneficiarios de un mismo régimen, situación que no se estima conveniente.



		3. Modificación al artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas



Refórmese el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas para que se lea según sigue:



“Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de conformidad con el perfil de requisitos y beneficios que apruebe mediante reglamento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se detallará el cálculo del salario de referencia y la cuantía que se otorgará sobre el salario de referencia, que no podrá ser menor al 45%.”

		1. Le otorga nuevamente a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la posibilidad de establecer el perfil de beneficios y requisitos mediante reglamento, estableciendo un límite mínimo para el salario de referencia de un 45%, pero no se indica cuál es el estudio técnico en que se basa la propuesta para conocer si es un porcentaje correcto y adecuado.



2. La Sala Constitucional en la resolución N.° 11957-2021 de mayo de 2021, señaló:

“Al revisar contra ese marco jurídico las potestades que se le han dado en el párrafo discutido del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Sala considera que lo allí dispuesto contraviene el principio de reserva de ley y por ello es inconstitucional. Obsérvese que además de su función de administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esa Junta va a tener potestades de modificar prácticamente todos los parámetros establecidos en la Ley, a saber: los requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, así como los porcentajes de aportes de los servidores judiciales y de las jubilaciones y pensiones previstas en la ley.

Ahora bien, no existe discusión en este proceso respecto del hecho de que las actividades descritas inciden directamente en la manera en que los beneficiarios disfrutan de su derecho constitucional a la jubilación. En especial, encuentra la Sala inaceptable la modificación por la vía de acuerdo de la Junta, de los requisitos de elegibilidad y el perfil de beneficios que sin duda alguna hacen parte fundamental de ese derecho de jubilación que se busca garantizar con la intervención legislativa a través de la reforma.” El subrayado no es del original:

En este artículo, se vuelve a otorgar la potestad a la JUNAFO de aprobar el perfil de requisitos y beneficios mediante reglamento y el mínimo de salario de referencia de 45% sin estudios técnicos que justifiquen dicho nivel, dejando abiertos todos los demás parámetros, contraviniendo la resolución constitucional indicada.  





		4. Modificación al artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas

 

Refórmese el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre y sus reformas para que se lea según sigue:

 “Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer o hubiere recibido el servidor judicial en caso de haber sido declarado inválido al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al cien por ciento (100%) de lo que correspondía o hubiere correspondido al causante. 

Las proporciones máximas para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Fondo y la asignación individual dependerá de la aprobación de la Junta Administradora.

Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.

Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo.”



		1. La propuesta establecida en este artículo es incongruente y va en contraposición del espíritu de la reforma al régimen del FJPPJ N.° 9544, por cuanto varía el porcentaje de pensión por sobrevivencia de un 80% máximo (actual en la LOPJ) a un 100%, lo cual presumiblemente incrementaría el déficit actuarial del régimen, provocando una mayor carga financiera en los cotizantes actuales de este régimen. Se debe considerar que por un lado el proyecto pretende disminuir los ingresos (mediante la disminución del aporte patronal) y aumentando los gastos (por aumento en el porcentaje de las pensiones).



2. El artículo 229 establece una figura impropia al señalar:



“El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer o hubiere recibido el servidor judicial en caso de haber sido declarado inválido al momento de fallecer…”



Debido a que una persona servidora judicial fallecida no puede ser declarada inválida al momento del fallecimiento. 



Adicionalmente, se destaca que con la redacción propuesta se dejaría sin cobertura a los familiares de las personas servidoras judiciales que mueran durante su etapa laboral activa.



3. Conviene destacar que el nombre correcto de la Junta es Administradora y no Administrativa.



		DEROGATORIA



ARTÍCULO 5. Derogación del artículo 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial



Deróguese el artículo 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N° 8 del 29 de noviembre De 1937 y sus reformas.



		1. La derogatoria del artículo 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, impacta de forma significativa el perfil de beneficios cubiertos por este régimen, modificando el plan de vida de las personas servidoras judiciales y deja sin alternativa de las condiciones particulares respecto a temas de género.



		SECCIÓN V

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



TRANSITORIO I. Sobre la contribución patronal del Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional



La contribución patronal se mantendrá en 6,75% (seis coma setenta y cinco por ciento) hasta el 31 de diciembre del año en que entra en vigencia esta ley. A partir del 1 de enero del año siguiente, y el 1 de enero de cada año, la contribución patronal se reducirá de acuerdo con lo siguiente:



1) Durante los primeros tres años (años 1 al 3), la contribución patronal se reducirá en 0,05% (cero coma cero cinco por ciento) cada año.



2) Durante los siguientes seis años (años 4 al 9), la contribución patronal se reducirá en 0,1% (cero coma uno por ciento) cada año.



3) Durante el siguiente año, la contribución patronal se reducirá en 0,25% (cero coma veinticinco por ciento), de tal forma que a partir del año 10, la contribución patronal sea de 5,75% (cinco coma setenta y cinco por ciento)



En caso de que, durante el periodo de 10 años descritos en este transitorio para la reducción de la contribución patronal al Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, se determina la posible materialización de un déficit actuarial superior al 25% de las obligaciones, la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, podrá solicitar que se detenga el plan de reducción de la contribución patronal, por un plazo de 2 años, para retomarse nuevamente, una vez cumplido ese plazo. Para que la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional pueda realizar dicha solicitud, deberá haber aprobado en su perfil de requisitos, que la edad mínima para optar por una pensión por vejez no podrá ser inferior a los 60 años, con un periodo de transición y conservación de derechos, no mayor a los 5 años.



		1. Este transitorio condiciona la velocidad de modificación en el aporte al aumento en la edad de retiro que el RCC mantiene en su perfil de beneficios por lo cual, desde su concepción, el proponente espera que esta situación ocurra en perjuicio de las personas cotizantes de dicho régimen.



2. Los escenarios que se presentan en este transitorio no se sustentan con criterios técnicos actuariales que demuestren el comportamiento que tendrá en el régimen del RCC.



3. En este apartado se propone el respeto a las condiciones previas de la Ley por un plazo de 5 años sin justificar técnicamente el porqué de este plazo.



		TRANSITORIO II. Sobre la contribución patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



La contribución patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, será en 14,36% (catorce coma treinta y seis por ciento), siempre que exista un faltante en el financiamiento de las pensiones en curso. En el momento en que las pensiones en curso se encuentren financiadas, la contribución patronal se reducirá en 0,18% (cero coma dieciocho por ciento) para el primer año, en 0,18% (cero coma dieciocho por ciento) para el segundo año y a partir del tercer año, en 0,25% (cero coma veinticinco por ciento) por año, hasta llegar a 5,75% para el trigésimo quinto año de reducción. En el momento en que se determine que las pensiones en curso carecen de financiamiento, la contribución patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se mantendrá constante hasta que las pensiones en curso se encuentren nuevamente financiadas, siempre que la contribución obligatoria sobre las pensiones se encuentre en 11% (once por ciento); el plan de reducción de la contribución patronal se retomará a partir del año siguiente en que las pensiones en curso se encuentren nuevamente financiadas.



		1. En el transitorio II en lugar de hacer referencia al concepto de “faltante en el financiamiento de las pensiones en curso de pago”, lo correcto sería utilizar el indicador de solvencia actuarial del escenario base. 



2. Los escenarios que se presentan en este transitorio no se sustentan con criterios técnicos actuariales que demuestren el comportamiento que tendrá en el régimen del FJPPJ en el largo plazo.











		TRANSITORIO III. Sobre la contribución obrera de los servidores judiciales



Durante los primeros 10 años de vigencia de esta ley, la contribución obrera sobre sobre los salarios, las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dispuesta en el 1) del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No. 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas, se mantendrá en el 13% (trece por ciento). Una vez cumplido este plazo, la Junta Administradora de dicho Fondo podrá aplicar una disminución basada en estudios técnicos que demuestren su factibilidad. Esta misma condición aplicará en caso de que se requiera incrementar el porcentaje de contribución obrera sobre los salarios, las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo dispuesto en el citado inciso 1) del artículo 236 de la ley en referencia.



		1. Este apartado limita la posibilidad de modificar el aporte obrero durante una década, independientemente de los resultados actuariales que el régimen presente, agravando la desproporcionalidad entre los aportes obrero y patronal que este proyecto provoca.



2. Conforme lo señalado en la observación del artículo N.° 236 el proyecto es omiso en aclarar que bajo ningún concepto, al aporte obrero podrá superar el nivel de 13% máximo permitido, dejando a interpretación que dicho aporte pueda aumentar sobre este de forma más desproporcionada, lo cual a criterio de esta Dirección no es conveniente.



		TRANSITORIO IV. Sobre la modificación del perfil de requisitos y beneficios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



Las personas que adquieran el derecho de pensión con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante los 24 meses posteriores a la entrada en vigencia de esta ley mantendrán el perfil de requisitos y beneficios que les corresponde de conformidad con lo establecido en la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018. 



La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro del plazo de 6 meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, definirá y aprobará el nuevo perfil de requisitos y beneficios que se detalla en esta ley.



		1. En este apartado se propone el respeto a las condiciones previas de la Ley por un plazo de 24 meses sin justificar técnicamente el porqué de este plazo y la diferencia en la proporción en el transitorio I de este proyecto: 5 años para el RCC y 24 meses para el FJPPJ.



2. Esta posibilidad de modificación del perfil de requisitos y beneficios que se le otorga nuevamente a la JUNAFO debe considerar en alguna medida parámetros de los establecidos en el IVM en contra de la independencia que debe existir en este Poder de la República y en contra de la propia resolución de la Sala Constitucional N.° 11957-2021.





Es importante destacar que, aunque la labor que desarrollan las personas trabajadoras del Poder Judicial es altamente significativa en el tema de aplicación de la justicia para la población de Costa Rica, se debe procurar realizar proyectos técnica y financieramente viables que permitan mejorar la estabilidad del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense como un todo. El proyecto analizado no beneficia de forma alguna a este sistema y por el contrario busca eludir la responsabilidad histórica en el aporte patronal que el Estado ha contribuido al desarrollo y la seguridad social en Costa Rica.



Del análisis efectuado resulta obvio para la Dirección de la JUNAFO que este proyecto busca condicionar la definición de los parámetros jubilatorios en similar condición a los definidos para el régimen del IVM sin respetar la independencia de poderes establecida por el legislador original y respetados por el constituyente, que ahora se pretende variar. 



Es menester recalcar que las actuaciones que se tomen en cuanto a la administración de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas a una sana administración de los recursos, para el mantenimiento de los beneficios que se otorgan actualmente, así como los que se proyecta pagar en el futuro; bajo esta premisa, el aprobar un proyecto de ley como el que se expone, estaría en contra de esta práctica, considerando que se crearía un nuevo pasivo actuarial, sin una propuesta concreta y sin fundamento técnico, de cómo se contrarrestará dicha situación, poniendo en peligro la sostenibilidad financiera y actuarial del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial. 



El proyecto N.° 23.733 carece de los elementos técnicos mínimos necesarios para ser considerado un proyecto viable y obedece a una mala interpretación a los principios de igualdad, proporcionalidad y razonabilidad que supuestamente pretende defender, pero que ataca uno de los aportes del esquema tripartito que ha caracterizado la creación de los seguros sociales en Costa Rica, evadiendo la responsabilidad histórica del patrono como ha sido la tónica del presente gobierno.



En espera de que la información le sea de utilidad, se queda atento de requerir algún dato o aclaración adicional. 



Atentamente; 





MPM. Oslean Mora Valdez

Director a.í.

Dirección de la Junta Administradora del

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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FIPP) Veces IVM Veces Diferencia Veces

Patronal 14.36 5.42 8.94 2.65

Obrero 13.00 110 4.17 1.30 8.83 3.12
Estatal 1.57 1.57 0.00

Patrono deberia aportar esto 16.90

Formulas:
Aporte Patronal / Aporte Obrero
Aporte Obrero por 1.30 veces
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Direccion de la Junta Administradora

. el Fondo de Jubilaciones y Pensiones
f?& ODER del do de Jubil y
{ ] UDICIAL del Poder Judicial

( —_——————

Republica de Costa Rica Repflbllca de Costa Rica

ot

Oficio N° 0033-AJ-DJA-2023.
San José, 29 de mayo de 2023

Doctor
Juan Carlos Segura Solis
Presidente
Junta Administradora del FIPPJ
S. D.
Asunto: Solicitudes de personas

servidoras judiciales en donde
plantean renunciar al Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial.

Estimado sefior:

Esta Asesoria Juridica tiene conocimiento de que estadn ingresando a la
Direccién de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, gestiones en donde personas servidoras judiciales solicitan renunciar
al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y comenzar a cotizar a otros
regimenes de pensiones como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS,
aun perteneciendo laboralmente al Poder Judicial, conforme a lo anterior, con la
intencion de que el Méaximo Organo de Direccion tenga claridad juridica sobre el

tema, se procede a desarrollar lo siguiente.

Como preambulo historico, es importante indicar que el Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se cre6 mediante la Ley N.° 34 de 9 de
junio de 1939 (notese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace
en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la Republica de Costa

Rica, incluyo el Titulo XI a la Ley Orgénica del Poder Judicial, denominada “De las
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Jubilaciones y Pensiones”, el articulo 2 de la citada Ley, literalmente cito: “A partir
de la promulgacion de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejaran de
contribuir en la forma ordenada por el articulo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto

de 1925, y sus sueldos no podran ser gravados para la formacion de otros fondos de

pensiones ”. (el subrayado se adiciona). En razon de lo anterior, la misma normativa
planted que las personas servidoras judiciales debian cotizar para el Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto,
la Ley Organica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso
es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el
mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el

espiritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citod anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la
CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en
cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-
94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es

cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regimenes contributivos de

caracter complementario, es esencial gue esos fondos tengan un sustento legal,

toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las caracteristicas
tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita
se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que
su creacion nace de la Ley Organica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el
titulo IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las

decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
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Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa
normativa, en aplicacion al Principio de Legalidad regulado en el articulo 11 de la
Ley General de la Administracion Publica, en donde indica que “La Administracién
Publica actuara sometida al ordenamiento juridico y s6lo podra realizar aquellos
actos o prestar aquellos servicios publicos que autorice dicho ordenamiento, segin

la escala jerdarquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro pais, existe una pluralidad de regimenes que
pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas basicas, que se conforman de
los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de
capitalizacion colectiva, en esta categoria, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial. Estos regimenes, tiene una estructura de
contribucion tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un
porcentaje para conformar el cumulo de dinero que tiene como objetivo hacerles
frente a los beneficios que estan en curso de pago, asi como a los beneficios que se
cancelaran a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas
cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada

una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de accion que tiene la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de
decisiones, esta limitado en la Ley Organica del Poder Judicial, en ese sentido,
debemos recalcar que la contribucion forzosa que realiza la persona obrera al Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposicion legal de este
cuerpo normativo, véase que el articulo N.° 235, indica que con las cotizaciones de

las personas servidoras judiciales se conformara el Fondo, ademas, el articulo N.°
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236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los
sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, asi como de las

jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se_puede apreciar_gue no

brinda un carécter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario,
estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de

las personas servidoras.

Ademas, la Sala Constitucional en resolucion N.° 10513-2011 del 10 de
agosto de 2011 indic6 que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, “esta constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se

sostiene financieramente merced a un sistema de contribucion forzosa tripartito

de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con_servidores y jubilados

judiciales, y que tiene como fin proteger a estos Gltimos de contingencias como
vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que
irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la
Constitucion Politica y los principios que conforman los regimenes de seguridad

social”, situacion que se contempla en nuestra Ley Organica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la Unica forma de que puedan ser
trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial a otro régimen, estan reguladas en el articulo N.° 234 de la Ley
Organica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado
en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin

haber obtenido los beneficios de jubilacion o pension no tendran derecho a gue se
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les devuelva el monto de las cuotas con gque han contribuido a la formacion del

Fondo de Jubilaciones v Pensiones. Sin embargo, si_tendrdn derecho a que el

monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la

formacién del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen

mediante una liguidacion actuarial a la Caja Costarricense de Sequro Social

(CCSS), o0 a la institucion administradora del regimen basico en el que se les vaya a
otorgar la jubilacion o pension. (Subrayado en negrita se adiciona)” ES menester
resaltar este punto, debido a que el Unico supuesto que contempla nuestra normativa
para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder

Judicial, es cuando la persona dejé de laborar en el Poder Judicial, es decir, no

habilita la posibilidad de realizar esa accion, cuando la persona interesada aln

esté laborando para la institucion.

Finalmente, a esta Asesoria Juridica le queda claro que las solicitudes que
presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun

perteneciendo al Poder Judicial, no_son procedentes considerando que la

normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contencion en la

interpretacion de una norma (situacidén que no se presenta en este escrito), debemos
recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretacion normativa, en materia

de jubilaciones y pensiones, priva el principio ""pro fondo'', principio que la Sala

Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de
prevencion social, sea jubilaciones, no rige el principio “pro operario”, sino el
principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor

de la interpretacion que permita la preservacion y mantenimiento del acervo de
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recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la proteccién de la
masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolucién N.° 46 de las 09:10 hrs. del
9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda
alguna, tomando en cuenta como esta regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial, si el 6rgano administrador permite que las personas
funcionarias judiciales coticen en otros regimenes como el Régimen de Invalidez,
Vejez y Muerte de la CCSS, se estaria actuando en contra del ordenamiento juridico,
debido a que no esta regulada esa posibilidad, ademas seria perjudicial para los
recursos del Fondo, considerando que la norma si incorpora esos ingresos dentro del

financiamiento tripartito.

De esta forma, esta Asesoria Juridica deja rendido el presente escrito con el
propdsito de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, tenga claridad en la resolucion de gestiones en donde las personas
servidoras judiciales soliciten dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones

del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial.

Atentamente; EDUARDO Firmado digitalmente
por EDUARDO AGUSTIN
AGUSTIN CHACON MONGE
CHACON (FRMA)

Fecha: 2023.05.29

MONGE (FIRMA) 15:23:41 -06'00'
Lic. Eduardo Chacén Monge
Asesor Juridico a.i.
Direccién de la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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Situación BCR-SAFI

Parque Empresarial del Pacífico



Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial









Condiciones generales F.I No Diversificado 

		BCR FONDO INMOBILIARIO NO DIVERSIFICADO		

		Naturaleza:		Cerrado.

		Objetivo:		Ingreso-Inmobiliario.

		Moneda:		Dólares.

		Diversificación:		No Diversificado.

		Monto Autorizado Prospecto		$600.000.000

		Monto Colocado a la Fecha		$251.852.000

		Participaciones en Circulación		251.852

		Porcentaje Colocado		42%

		Monto mínimo de la inversión:		US $1.000.









Situación Actual

Activo

$426.264.059,80

Inmuebles

19

Ocupación

89.59%

Calif. de Riesgo

SCR AA-3 (CR)

Valor de Mercado Participaciones

$1.088,326







Desempeño del Fondo

Ranking interno







4



2019

Posición N°4





2020



Posición N°1





2021



Posición N°3





2022



Posición N°7







Desempeño del Fondo





Histórico Rendimiento líquido



Rendimiento liquido Fondo BCR	

40268	40543	40908	41274	41639	42004	42369	42735	43100	43465	43830	44196	44561	44742	44834	44926	45016	7.6200000000000004E-2	7.0300000000000001E-2	7.3300000000000004E-2	7.5499999999999998E-2	7.3800000000000004E-2	8.2699999999999996E-2	8.8400000000000006E-2	8.0100000000000005E-2	9.6600000000000005E-2	8.0699999999999994E-2	6.3E-2	5.2600000000000001E-2	3.2500000000000001E-2	3.0800000000000001E-2	2.63E-2	2.1600000000000001E-2	2.1000000000000001E-2	Rendimiento Industria	

40268	40543	40908	41274	41639	42004	42369	42735	43100	43465	43830	44196	44561	44742	44834	44926	45016	7.5200000000000003E-2	7.4999999999999997E-2	7.4999999999999997E-2	8.1000000000000003E-2	7.7799999999999994E-2	7.9699999999999993E-2	7.4800000000000005E-2	8.2400000000000001E-2	8.4599999999999995E-2	7.0900000000000005E-2	0.06	4.3999999999999997E-2	3.8399999999999997E-2	3.8699999999999998E-2	3.7499999999999999E-2	3.6400000000000002E-2	3.5200000000000002E-2	









Condiciones generales F.I No Diversificado 

		Inversión BCR No Diversificado		% Participación		Participaciones		Valor de Mercado

		Jupema 		17.20%		    43,319.00 		$47,145,225.01

		Popular 		3.80%		      9,571.00 		$10,416,375.00

		Vida Plena 		3.31%		      8,337.00 		$9,073,379.83

		BN Vital 		4.54%		    11,435.00 		$12,445,016.00

		FJPPJ 		4.61%		    11,619.00 		$12,645,268.11

		Total		33.46%				$91,725,263.95









Hecho Relevante N°	1516

Modificación a la comisión de administración por parte de BCR SAFI

		Fondo		Hasta 18/06/2023		A partir del 19/06/2023

		BCR Fondo de Inversión Inmobiliario No Diversificado		0,90%		0,40%

		BCR Fondo de Inversión Inmobiliario del Comercio y la Industria FCI No Diversificado		1,00%		0,80%


		BCR Fondo de Inversión Progreso Inmobiliario No Diversificado		1,10%		0,90%

		Fondo de Inversión Inmobiliario de Renta y Plusvalía No Diversificado		1,50%		1,25%









Noticias recientes















Renuncia gerentes BCR

El martes 20 de junio se da la renuncia de Juan Carlos Bolaños Azofeifa, gerente de banca corporativa y Álvaro Camacho de la O subgerente de banca corporativa del BCR.



En esta misma fecha salió a la luz pública un avalúo realizado por la empresa COCOSA en el cual se indica valor de aproximadamente $27 millones para el inmueble Parque Empresarial del Pacífico por el cual el Fondo Inmobiliario No diversificado de BCR SAFI  pagó un monto cercano a los $70,8 millones.



Al respecto el BCR SAFI emitió el 21 de junio el hecho relevante CRH-2536 en el cual entre otras observaciones destaca textualmente lo siguiente:



“El informe presentado no se ajusta a la metodología establecida en la normativa requerida para las valoraciones de inmuebles propiedad de fondos de inversión inmobiliarios.

La valoración presentada no es comparable con las que se realizaron por peritos externos e independientes, realizadas en los últimos 4 años desde la adquisición del inmueble.”







Gestión y acciones realizadas por  la Administración

Seguimiento mensual Fondos Inmobiliarios.



Reuniones trimestrales con Profesionales del BCRSAFI.



Asistencia Asambleas Anuales del BCRSAFI.



Sesiones de trabajo con las Direcciones del otros Fondos de Pensiones.



Participación en reunión con otros Fondos de Pensiones y la Superintendencia General de Valores. 



Actualización anual de los Informes de BCRSAFI.









Propuesta de acuerdos Comités



INVERSIONES



Dar por conocida las modificaciones en las comisiones de administración comunicadas por BCR SAFI mediante hecho relevante N°1516. 

Dar por conocida la información referente a la renuncia de dos gerentes del Banco de Costa Rica.



RIESGOS



Dar por conocido la situación del Fondo Inmobiliario No Diversificado BCRSAFI y hacer de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial.
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NACIONALES

DOCUMENTO DIRIGIDO A LOS INVERSIONISTAS DE LA SAFI

Avaluo revela que BCR-SAFI pag6 3 veces mas por
Parque Empresarial del Pacifico
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Finanzas

Avaluo externo de Parque Empresarial Pacifico apunta
gran disparidad con respecto a precio pagado por
subsidiaria de BCR

Informe independiente contratado por inversionistas tasé inmueble en Puntarenas, en $27,4 millones, pero subsidiaria del Banco de Costa Rica lo compré en $70,8 millones






image11.png

Rodrigo Chaves pide cuentas al BCR
ante denuncias de inversionistas por
compra del Parque Empresarial del
Pacifico

Tatiana Gutiérrez Wa-Chong tgutierrez@larepublica.net | Miércoles 21 junio, 2023 03:59 pm
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PODER ESPECIAL





El suscrito JUAN CARLOS SEGURA SOLÍS, Doctor en Derecho, mayor, casado, vecino de Heredia, San Rafael, cédula de identidad uno- cero seis dos uno- cero siete tres cuatro, en mi calidad de Apoderado Generalísimo Sin Límite de Suma de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula jurídica número tres-cero cero siete- setecientos noventa y dos mil novecientos treinta y dos y del FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula jurídica número tres- ciento diez- setecientos cincuenta y nueve mil seiscientos ochenta y ocho, en este acto otorgo PODER ESPECIAL, tan amplio y suficiente como en derecho fuere posible.



[bookmark: _Hlk138687599][bookmark: _Hlk138687571]Que de conformidad con lo que establece el artículo mil doscientos cincuenta y seis del Código Civil confiere PODER ESPECIAL, como en derecho sea necesario a los siguientes colaboradores de la Dirección de la Junta Administradora: Steven González León, mayor de edad, casado, vecino de Vázquez de Coronado, con cédula de identidad número 1-1099-0070, Coordinador del Proceso de Inversiones y Sujey Sánchez Segura, mayor de edad, casada, vecina de Puente de Salas, Barva de Heredia, con cédula de identidad número 4-161-921, Profesional 2 de la Unidad de Tesoreria para que en nombre del  FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, firmen y ejerzan en forma mancomunado todos los actos físicos y electrónicos que les corresponde a éstos y que son inherentes a su condición para el acto de endoso de los siguientes Títulos Valores Físicos (Principales y Cupones) según los siguientes números de operación 30202537, 30202542 y 30206251 a favor de InterClear Central de Valores S.A., con el único fin de que este pueda recibirlos en administración, cobrarlos al final del vencimiento y trasladar el pago al FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL por medio del Custodio BCR.



Es todo, resulta conforme, se aprueba y firmo en San José, a las catorce horas del día (…) de junio del año dos mil veintitrés.











Juan Carlos Segura Solís

APODERADO GENERALÍSIMO



El suscrito, (nombre del notario), Notario Público, doy fe que la anterior firma ha sido estampada en mi presencia de su puño y letra al momento de realizar el presente acto, razón por la cual procedo a autenticarla con mi firma, la cual corresponde a la inscrita en el Registro Nacional de Notarios, y que es plasmada por mi puño y letra al momento de realizarse el presente acto notarial. San José, Costa Rica, el día (...) de junio del año dos mil veintitrés. 
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expediente 20230516_09284000.pdf
Dra. Marlen Nodarse Acosta wedicina General. Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa
Rica MED7113

Consultorio Médico Dra. Marlen Nodarse Acosta Teléfono: +506 8876 9332 Correo electronico:
marilennodarsea@hotmail.com

Datos personales de paciente

Nombre Completo Angie Karina Ampie
Gutierrez

Identificaciones Identificacion: 114620425
Fecha de Nacimiento 5 de abril de 1991
Género Femenino
Estado Civil Casado(a)
Ocupacion secretaria
Tipo de Sangre O+
Teléfonos +506 88647626
Lugar de Residencia Artola, Sardinal, Guanacaste, Costa Rica
Contacto de  Guillermo Enrique Ampie Bonilla (Padre).
Emergencia
Consulta médica de seguimiento

Fecha y hora 16 de mayo de 2023, 10:00 am-10:30
am.

Clinica Consultorio Médico Dra. Marlen Nodarse

Acosta

Motivo de consulta

Motivo de consulta Consulta de seguimiento. R.M. sept 2022 con degeneracién discal lumbares
desde L1-L2 hasta L5-S1°grado 1, ademas 2 hernias lumbares pequefas y
quistes radiculares a nivel de S2
Padecimiento Se realiz6 referencia a neurocirugia del Hospital De Liberia, el 20 de enero

del 2023. Paciente sigue en espera de su cita por CCSS.

Diagndstico

Impresion diagnéstica Lumbalgia por degeneracion de vértebras lumbares y 2 hernias discales
peguefas

Plan de seguimiento
Receta #1 Pregabalina Adiuvo 150 mg

capsula
Principio activo: Pregabalina

Referencia a neurociruaia
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RT
[ ]

jueves, 20e MMMM 20e

20/4 08:28
Hola Rodolfo, todo bien? Necesito agendar una reu hoy con el jefe y ud para hablar un temita del INS,
consulta el jefe si puede a las 10:30?

Rodolfo Roman Taylor 20/4 08:39
Hola

todo bien

claro
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RT
[ ]

Rodolfo Roman Taylor
Hola

necesito llamarla

puede?

5/515:55

5/509:13
Hola Rodolfo

todo bien?

consulta, pudiste averiguar algo?

5/515:55
Holal!
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9/507:41
Buenos dias!

Pudiste averiguar algo?

Es para informales ahora a los sefiores

RT Rodolfo Roman Taylor  9/5 07:42
Buen dia

vieras que de Salud Ocupacional no me han contestado

9/5 07:44
oki, les diré eso

Gracias

RT Rodolfo Roman Taylor  9/5 07:47
Comentando el caso con gente que conoce de riesgos del trabajo me dicen que el caso no procede con
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RT
(.

RT
(.

Rodolfo Roman Taylor  9/5 07:47

Comentando el caso con gente que conoce de riesgos del trabajo me dicen que el caso no procede con

el INS

pero quiero descartarlo con ellos

para estar seguros

tengo que ubicar a dofia Roxana Salas del PJ
pero de momento no la localizo

apenas hable con ella le cuento

Rodolfo Roman Taylor  9/5 07:48
si se puede esperar al otro martes mejor

para estar seguros

9/5 07:48
Ah siii, pero q les digan a ellos alguien o salud ocupacional o el ins
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Rodolfo Roman Taylor 16/5 08:19
Hola

Buen dia
Se envié un correo a salud ocupacional

Pero no han dado respuesta

16/5 08:14
Buen dia Rodo

Pudiste hacer el documento?

O

16/5 09:19
Ud me podria mandar la copia porfa

Por lo menos para decirles que ya se envio algo
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RT
(.

Rodolfo Roman Taylor  16/5 09:32
Listo en el correo

como le comenté, ya me dijeron que por el INS no aplica

Saludos
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Consulta caso Direcci�n de la JUNAFO.msg
RV: Consulta caso Dirección de la JUNAFO

		From

		Rodolfo Román Taylor

		To

		Angie Ampié Gutiérrez (Secretaría-JUNAFO)

		Recipients

		aampie@Poder-Judicial.go.cr



Buen día, Angie.



 



Se adjunta lo solicitado.



 







 



De: Rodolfo Román Taylor 
Enviado el: lunes, 15 de mayo de 2023 13:32
Para: Subproceso Salud Ocupacional - Gestión Humana <salud_ocup@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Salas González <rsalasg@poder-judicial.go.cr>
Asunto: Consulta caso Dirección de la JUNAFO



 



Buenas tardes,



 



Espero se encuentre bien. Mucho les agradezco valorar el siguiente caso, para ver si corresponde a un caso que se deba de tramitar por riesgos del trabajo (RT-Virtual del INS en el Poder Judicial).



 



Se tiene el siguiente caso:



 



Una persona servidora que labora para esta Dirección inicialmente residía en San José y posteriormente se traslada a vivir en Liberia, Guanacaste. En ese momento bajo la modalidad mixta (teletrabajo/ presencial) 4-1. Posteriormente, la Junta Administradora modifica la cantidad de días teletrabajo /presencial a 3-2. La servidora manifiesta a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,  que producto del traslado vehicular (Guanacaste-San José) durante dos días a la semana se le agravó una lesión en su espalda, por lo cual fue recomendado por su médico tener teletrabajo los 5 días a la semana para no agravar su lesión. Este Órgano de Máxima Dirección, considerando los criterios de la Comisión de Teletrabajo y documentos iniciales aportados por la servidora judicial, le aprobó la modalidad de teletrabajo los 5 días a la semana, pero en el acuerdo le solicitan a la persona sea valorada por la CCSS o por el INS, de ahí que, se les consulte su criterio para ver si este caso aplica para registrarlo en RT-Virtual del INS.



 



Es importante indicar que la persona servidora ostenta la plaza de prosecretaria en la oficina Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuya sede es en San José, Sabana Sur, Edificio Impala y que se encuentra en calidad de interina.



 



Saludos.



 



 







 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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